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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

Concurrieron, además, el señor Ministro de Hacienda, don Andrés Velasco Brañes y la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, doña Patricia Poblete Bennett.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:18, en presencia de 14 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 72ª, ordinaria, y 74ª, especial, en 29 de noviembre y 6 de diciembre del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.

IV. CUENTA

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Oficios



Tres de la Honorable Cámara de Diputados, mediante los cuales informa que ha prestado su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado respecto de las siguientes iniciativas:



1) Proyecto de ley que sanciona como delito el atentado a pedradas o de otra forma similar contra vehículos en marcha (boletín N° 3.698-15).



2) Proyecto de ley que autoriza erigir un monumento en memoria de los fallecidos en la tragedia de Antuco (boletín N° 3.882-04).



3) Proyecto de ley que autoriza erigir un monumento en la localidad de Chañaral, comuna de Monte Patria, en memoria de don Alejandro Chelén Rojas (boletín N° 3.911-04). 



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto a sus antecedentes.


Dos de la señora Contralora General de la República subrogante, mediante los cuales da respuesta a los oficios remitidos en nombre de los Honorables señores Chadwick y García, acerca de un convenio suscrito por el Instituto de Desarrollo Agropecuario y de los recursos asignados a la Asociación Regional Central de Balonmano, respectivamente.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, con el que contesta dos oficios despachados en nombre del Honorable señor Espina, concernientes a problema que enfrentan los vecinos del Comité de Adelanto Pellomenco.



Del señor Director de Presupuestos, por el que responde un oficio expedido en nombre del Honorable señor Frei, referido al incremento del presupuesto del Ministerio de Agricultura.



De la señora Superintendenta de Electricidad y Combustibles, con el cual da contestación a un oficio dirigido en nombre del Honorable señor Naranjo, tocante a las bombas de bencina de Linares.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.
Informes



Informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y certificado de la Comisión de Hacienda, por una parte, y sendos certificados de una y otra Comisión, por la otra, recaídos, respectivamente, en las siguientes iniciativas:



1) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que prorroga para el año 2007 la aplicación de los coeficientes de distribución del Fondo Común Municipal vigentes durante el año 2006 (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (boletín Nº 4.705-06) (Véanse en los Anexos documentos 1 y 2).



2) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre otorgamiento de permisos para operación de casinos de juego (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (boletín Nº 4.706-05) (Véanse en los Anexos documentos 3 y 4).



De la Comisión de Hacienda, recaídos en los siguientes proyectos de ley:



1) El que establece un régimen simplificado para determinar el Impuesto a la Renta de los micro y pequeños contribuyentes (boletín Nº 4.246-03) (Véase en los Anexos documento 5).



2) El que reduce las tasas del impuesto adicional a la incorporación de conocimiento y tecnología desde el exterior (boletín Nº 4.510-05) (Véase en los Anexos documento 6).



De la Comisión de Agricultura, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones en la ley Nº 19.220, sobre bolsas de productos agropecuarios (boletín Nº 4.329-01) (Véase en los Anexos documento 7).



Segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables señores Flores, Orpis y Zaldívar y del entonces Senador señor Fernández, que modifica el decreto ley Nº 2.564, de 1979, sobre Aviación Comercial (boletín Nº 3.316-15) (Véase en los Anexos documento 8).



--Quedan para tabla.
Moción



De los Honorables señora Matthei y señor Novoa, con la que dan inicio a un proyecto de ley sobre constancia en cédulas de identidad y licencias de conducir de la calidad de donante de órganos (boletín Nº 4.725-11) (Véase en los Anexos documento 9).



--Pasa a la Comisión de Salud.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)------------(

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, le solicito recabar la autorización de la Sala para discutir en general y en particular una moción, presentada hace bastante tiempo, que tiene por objeto modificar la ley Nº 18.287, sobre Procedimiento ante los Juzgados de Policía Local, y la ley Nº 18.290, de Tránsito.



Todo lo relacionado con este último cuerpo legal ya ha quedado incorporado en legislaciones aprobadas con posterioridad. Entonces, la idea es poder reformular el proyecto sólo en lo que dice relación al procedimiento ante los juzgados de policía local.



Se trata del boletín Nº 2.776-15.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se acogerá la petición.



--Así se acuerda.


V. ORDEN DEL DÍA


PRÓRROGA HASTA 2007 DE COEFICIENTES DE DISTRIBUCIÓN DE FONDO COMÚN MUNICIPAL

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que prorroga para 2007 la aplicación de los coeficientes de distribución del Fondo Común Municipal vigentes durante el año 2006, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y certificado de la de Hacienda, y urgencia calificada de “discusión inmediata”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (4705-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 76ª, en 12 de diciembre de 2006.


Informes de Comisión:


Gobierno, sesión 77ª, en 13 de diciembre de 2006.


Certificado de la Comisión de Hacienda, sesión 77ª, en 13 de diciembre de 2006.
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo del proyecto es mantener durante el año próximo el régimen vigente para la distribución del Fondo Común Municipal, es decir, los coeficientes de 90 por ciento y 10 por ciento establecidos en el artículo 38 de la Ley sobre Rentas Municipales.



En caso de que las municipalidades vieren reducidas las cantidades que se estima que recibirán del Fondo en 2007, en relación con las percibidas durante el año en curso, obtendrán una compensación que cubra el ciento por ciento de la disminución de ingresos.



La Comisión de Gobierno aprobó la iniciativa, tanto en general como en particular, en los mismos términos en que la despachó la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables señores Bianchi, Orpis, Pérez Varela y Sabag.



Por su parte, la Comisión de Hacienda la acogió por la unanimidad de sus integrantes (Senadores señores García, Escalona, Ominami, Novoa y Sabag), tal como la despachó la de Gobierno.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión general y particular a la vez.



Ofrezco la palabra.



La tiene el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, en ambas Comisiones el proyecto fue aprobado en forma unánime, como se ha informado. Se trata sólo de una prórroga de los coeficientes del Fondo Común Municipal. El Gobierno ya presentó la iniciativa que establece los coeficientes definitivos, la cual se está estudiando en la Cámara de Diputados. Se espera que en el curso de 2007 se encuentre totalmente tramitada y empiece a regir a contar de 2008. Mientras tanto, para el año entrante se pide la prórroga de los que han estado vigentes durante el actual.



Así que se trata de una cosa simple. El Gobierno y Hacienda se comprometieron a dar la urgencia correspondiente a ese proyecto y sacarlo en los próximos meses, porque la prórroga que ahora nos ocupa es la segunda que se solicita sobre la materia y no se quiere estar en la misma situación el próximo año.



Por lo expuesto, votaremos favorablemente la iniciativa.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Solicito autorización para que ingrese a la Sala la señora Subsecretaria de Hacienda.

El señor PROKURICA.- Me opongo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- No hay acuerdo.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, a pesar del compromiso de cuatro Ministros de Estado, siguen sin llegar los antecedentes relativos a CODELCO.



¡Qué vamos a hacer!

El señor PIZARRO.- ¡Bien, Senador! ¡Siga no más, no afloje…!

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, la Comisión de Gobierno, en forma unánime, dio su aprobación a este proyecto de ley, que prorroga hasta 2007 la aplicación de los coeficientes de distribución del Fondo Común Municipal vigentes durante el año en curso, tal como lo explicó el Senador señor Sabag.



¿Cuál es el tema de fondo aquí? Hay una necesidad clara de perfeccionar el sistema de financiamiento de los municipios, para el cual el Fondo Común es un elemento esencial. Y la conciencia colectiva de que éste,  tal como se halla estructurado, no está respondiendo adecuadamente a los intereses de las municipalidades obliga a lo señalado por el Honorable colega, esto es, a que hoy día en la Cámara de Diputados se esté tramitando una iniciativa de esa naturaleza.



Pero hay un segundo aspecto que deberá asumir dicha iniciativa: que todavía no están todos los datos sobre la mesa, pues lo dispuesto en la Ley de Rentas Municipales II, despachada por el Congreso en 2003, va a surtir efecto a partir del 2007. 



Como aún no está presente tal información, o sea, la ecuación que necesariamente debe existir entre los ingresos permanentes de los municipios y los predios exentos y los afectos al pago del impuesto territorial, lo que dará un resultado de los ingresos propios de esas entidades, se torna inviable discutir el fondo del problema.



Entonces, se hace absolutamente indispensable prorrogar la aplicación de los coeficientes para el 2007 y, por ende, durante el próximo año las municipalidades tendrán los mismos recursos provenientes del Fondo Común Municipal que en 2006.



Y el inciso segundo del proyecto que nos ocupa establece que, en el evento de que alguna municipalidad obtenga  una cantidad inferior a la percibida en el 2006, operará un mecanismo compensatorio para garantizar a cada una el mismo nivel de ingresos del presente año.



Es decir, señor Presidente, se trata de una mera prórroga de la situación actual. No se contempla ningún mejoramiento para el financiamiento municipal, tan indispensable y necesario. Ojalá que en el primer trimestre del 2007 tengamos absolutamente despejado lo relativo al perfeccionamiento de las disposiciones que rigen el Fondo Común Municipal, porque ya en esa fecha contaremos con los datos del impacto de las normas de la Ley de Rentas II referidas a los ingresos permanentes de los municipios, vinculados a los predios exentos y no exentos del pago del impuesto territorial.



Por eso, tratándose sólo de una prórroga -si bien no constituye el ideal ni lo que nos gustaría aprobar para las municipalidades-, es imprescindible que el Senado apruebe este proyecto, que entró a tramitación con urgencia calificada de “discusión inmediata” por el Ejecutivo.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Ya está todo dicho, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, a lo señalado por el Senador señor Pérez Varela quiero agregar que ésta es la segunda prórroga sobre la materia. El año pasado ocurrió exactamente lo mismo y el proyecto se trató también con urgencia calificada de “discusión inmediata”. Y éste no es un punto irrelevante.



A mi juicio, en la red social del país la Ficha CAS (ahora Ficha de Protección Social) y el Fondo Común Municipal son instrumentos de focalización del gasto en los más pobres, y resulta vital mantenerlos actualizados con criterios absolutamente técnicos.



Me voy a sumar a la aprobación de esta prórroga porque entendemos que es la última. Es necesario implementar los criterios técnicos que permitan redistribuir en forma adecuada el Fondo Común Municipal, pues para muchos de los municipios de más escasos recursos del país el aporte proveniente de él constituye el principal ingreso. 



La verdad es que debemos asumir que la evolución de la pobreza y el crecimiento de ciertas comunas obligan, de alguna manera, a  actualizar estos parámetros -como lo establece la ley- cada tres años. Esta segunda prórroga significa que continuaremos con los actuales por cinco años.



Voy a concurrir con mi voto favorable a la aprobación de la iniciativa, en el entendido de que existe una situación excepcional. Pero es la última ocasión en que lo haré, porque creo que el Ejecutivo debe verse forzado a que el año entrante se legisle en forma definitiva sobre el perfeccionamiento de los coeficientes de distribución del Fondo Común Municipal.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ominami.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, al interior de la Comisión de Hacienda se planteó también la misma inquietud.



Ahora, creo importante que el Senado sepa que en la Cámara de Diputados se está tramitando un proyecto para cambiar los coeficientes del Fondo Común Municipal y mejorar el carácter solidario del sistema.



Desde ese punto de vista, en la Comisión se formalizó un compromiso, por parte de los representantes del Ejecutivo, en orden a que durante el 2007 necesariamente debe producirse la modificación de los coeficientes, en la forma planteada en esa iniciativa o como el Congreso lo estime conveniente.



En consecuencia, la aplicación de los coeficientes de distribución del Fondo Común Municipal vigentes durante el 2006 no se está postergando por cinco años más, sino para 2007. Y el próximo año, aprobado el proyecto referido, esperamos tener un funcionamiento del Fondo distinto del actual, que evite recurrir a una tercera prórroga, para la cual tampoco hay disposición en la Comisión de Hacienda.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, en la misma línea, sólo quiero lamentar que no esté presente el Ejecutivo, porque habría sido bueno cierto compromiso en cuanto a que, si la Cámara de Diputados y el Senado cambian los criterios de distribución del Fondo Común Municipal -por lo menos, el texto que yo conozco mejora notablemente el mecanismo pertinente; e incluso, la cuantía de los mismos recursos puede resolver bastante más los problemas de los llamados “municipios más pobres”-, de inmediato debieran empezar a regir y no esperar todo el 2007.



Entonces, hay que tener muy presente que ésta no es una prórroga por el año venidero completo. Parece altamente probable que aprobemos esa iniciativa en el primer semestre y dispongamos de un mecanismo distinto en el transcurso del segundo semestre.



Eso lo veremos una vez que conozcamos con exactitud lo que establece el proyecto que se encuentra en la Cámara Baja.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- El Gobierno se encuentra presente en el recinto del Congreso, señor Senador. Lo que ocurre es que no se autorizó el ingreso al Hemiciclo de la señora Subsecretaria de Hacienda.



Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, precisamente deseo subrayar que ya ayer, cuando se trató el proyecto sobre anticipo de subvenciones estatales para fines educacionales, nos llamó la atención que en un tema tan relevante no se hallara presente el Ejecutivo. Hoy, por lo menos, los Ministros no están.



Me parece que ésta no es manera de colegislar. La colegislatura supone diálogo. Y éste no es posible si se mandan las cosas por escrito y, a la hora de discutir, no hay interlocutor para preguntar o aclarar algún punto.



Ahora, quiero marcar que en materia legislativa tenemos un Gobierno ausente. 



Y quiero marcar, también, que las técnicas legislativas que estamos viendo no son las más apropiadas.



Ayer, con relación a la iniciativa que mencioné, nos dimos cuenta de que, pese a referirse a un problema de fondo, simplemente se limitaba a anticipar recursos por concepto de subvenciones escolares de años futuros. Por lo tanto, se trataba de una solución parche. 



La iniciativa en estudio contempla una nueva prórroga respecto de un sistema que se quiere cambiar. La que trataremos después tiene por objeto suspender la aplicación de una normativa que está en marcha. Si a esto agregamos las suspensiones vinculadas con la ley sobre responsabilidad penal juvenil, como también la relacionada con los juzgados laborales y otros, nos daremos cuenta de que sólo estamos, o prorrogando, o suspendiendo, o parchando determinada legislación, pero no legislando a fondo. 



Eso, a mi juicio, como técnica legislativa y como aporte colegislador del Ejecutivo, deja bastante que desear.



Lo anterior, más que una crítica, es un llamado al Gobierno para que, si va a legislar, de una vez por todas lo haga en forma sustantiva y no adjetiva.



He dicho.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, si se decidió no permitir el ingreso de la Subsecretaria de Hacienda -por cierto, yo no estaba presente acá en ese momento-, retiro la crítica que formulé. La Sala fue la que resolvió así.

El señor NOVOA.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor NOVOA.- Con respecto a la presencia de representantes del Ejecutivo en este Hemiciclo, debo señalar que la Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo es quien debería hallarse acá para discutir esta materia. Tampoco estuvo presente en la Comisión de Hacienda. Sin embargo, se pidió autorización para que ingresara a la Sala la Subsecretaria de Hacienda.



 En efecto, no pudimos contar hoy día con la titular de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo en el referido órgano técnico para discutir este asunto. No obstante, funcionarios de dicha repartición señalaron que se adoptó el compromiso -por cierto, no dudamos de su buena intención- de que, si la prórroga no se lleva a cabo el próximo año, la autoridad no iba a estar en el cargo. Pero, obviamente, eso no es algo a lo que debería obligarse un ministro o un subsecretario en una materia como ésta.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, considero que deberíamos modificar el Reglamento,  por cuanto no es posible que, por voluntad de una persona o de una minoría de esta Corporación, el conjunto de los Senadores estemos impedidos de discutir este tipo de asunto con representantes del Ejecutivo. 



¡Eso no me parece correcto!



Aquí estamos en presencia de una aplicación absolutamente arbitraria del Reglamento. En consecuencia, habría que enmendarlo.

El señor PROKURICA.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Por supuesto, Su Señoría.

El señor PROKURICA.- A mi juicio, lo que corresponde es que el Senado obligue a los funcionarios públicos a cumplir con la ley. Porque la verdad de las cosas es que un Senador que representa a una región completa no puede dejar de recibir la información que solicita. Al Honorable colega que me antecedió en el uso de la palabra tampoco le contestan.



En consecuencia, lo básico es que el Ejecutivo responda los oficios que le remite la Cámara Alta. 



¡Eso no lo podemos dejar pasar! 



No se trata de un problema de presencia de la Subsecretaria de Hacienda, contra quien no tengo nada. Aquí cuatro Ministros se han comprometido a enviar la información correspondiente, pero aún no llega.



Pregunto: ¿para qué introducir reformas a la Constitución y elaborar leyes sobre transparencia si los que deben cumplirlas no lo hacen?

El señor NÚÑEZ.- Ése no es el caso de la Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, quien normalmente responde todos los oficios que se le envían. Por lo tanto, no hay razón alguna para impedir su participación en el debate.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto; no habiéndose formulado indicaciones, queda aprobado también en particular, y su discusión, concluida en este trámite (30 votos a favor y un pareo).


Votaron por la afirmativa los señores Allamand, Alvear, Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Frei, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide y Sabag.



No votó, por estar pareado, el señor Vásquez.

SUSPENSIÓN DE PROCESO DE OTORGAMIENTO 

DE PERMISOS A CASINOS DE JUEGO

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Corresponde ocuparse del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que suspende el proceso de otorgamiento de permisos para la operación de casinos de juego correspondiente al año 2007, con informes de las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda, y urgencia calificada de “discusión inmediata”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (4706-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 76ª, en 12 de diciembre de 2006.


Informes de Comisión:


Certificado de la Comisión de Gobierno, sesión 77ª, en 13 de diciembre de 2006.


Certificado de la Comisión de Hacienda, sesión 77ª, en 13 de diciembre de 2006.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objeto de la iniciativa es suspender hasta el 30 de septiembre de 2007 el proceso de otorgamiento de permisos de operación para casinos de juego, que debe iniciarse en el primer bimestre del año próximo.


La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización aprobó en general y en particular el proyecto por la unanimidad de sus miembros presentes -Senadores señores Bianchi, Orpis, Pérez Varela y Sabag-, con tres enmiendas formales al texto despachado por la Honorable Cámara de Diputados.



Por su parte, la de Hacienda ratificó lo resuelto por el referido órgano técnico, también unánimemente, con los votos favorables de todos sus integrantes, Honorables señores García, Escalona, Ominami, Novoa y Sabag.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión general y particular el proyecto.



Ofrezco la palabra.



Tiene la palabra el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, sólo deseo dejar constancia de que durante el debate habido en la Comisión de Hacienda quedó claramente establecido que el propósito de la iniciativa es única y exclusivamente postergar el inicio del nuevo período de licitaciones, el que, de acuerdo con la ley, debería comenzar el primer bimestre del próximo año. Dado que se pretende introducir algunos perfeccionamientos, se estimó prudente que el nuevo proceso se iniciara el 1º de septiembre.



Lo anterior se consignó con claridad por lo siguiente. 



Si se introducen modificaciones de fondo a la legislación sobre casinos; si se realizan enmiendas respecto de la operación de tales recintos de juego, y si se incorporan enmiendas sobre la forma en que han de cumplir sus obligaciones los establecimientos de ese tipo que cuenten con permiso, debe quedar en claro que tales cambios se aplicarán a todos. Esto no significa que los casinos que consigan la correspondiente autorización desde ahora hasta fin de año tengan, de algún modo, intangibles sus derechos con motivo de la aplicación de la ley en materia de funcionamiento.



Una cosa son los permisos que se hayan entregado de acuerdo con las formalidades y los requisitos de otorgamiento que la ley contemplaba al momento en que dicho proceso se efectuó, pero otra distinta que, si el día de mañana se estima necesario modificar cuestiones relacionadas con la operación de los casinos o se dispone una mayor fiscalización de los compromisos asumidos, se vaya a alegar por parte de quienes obtuvieron las concesiones que sus derechos quedaron establecidos en la ley actual y que de ninguna manera pueden ser modificados.



Ese punto lo analizamos en forma expresa en la Comisión de Hacienda, y quedó claro que el espíritu de todos sus miembros, como asimismo el del Ejecutivo, es que el proyecto sólo posterga el inicio del segundo período de obtención de permisos. Por lo tanto, no hay en él un pronunciamiento en el sentido de que quienes lograron antes la concesión puedan, de algún modo, invocar como argumento en el futuro que cualquier modificación que se introduzca es aplicable únicamente a las nuevas concesiones y no a las obtenidas con anterioridad.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, en el mismo sentido de lo argumentado por el Senador señor Novoa, deseo manifestar que en el transcurso de la sesión de la Comisión de Hacienda expresamos nuestro apoyo a este proyecto de ley en el entendido de que también deberá hacerse cargo de la situación que se ha producido con la creación de dos nuevas Regiones, cuyo proceso ya está concluido desde el punto de vista de su tramitación en el Congreso Nacional, pues la última discusión efectuada aquí la semana pasada no lo afecta. 



Y entiendo que, sin modificar las bases contractuales establecidas en la ley sobre autorización de casinos de juego, esta suspensión hasta el 30 de septiembre de 2007 permitirá abordar una materia que, por razones obvias, no se podía resolver mientras estas dos nuevas Regiones no se incorporaran a nuestra división político-administrativa.



De forma tal que concurriremos con nuestros votos, en el entendido exacto de que se trata de una prórroga, que no significará modificar ni a favor ni en contra la situación de los diversos ofertantes -empresas y personas jurídicas- que han participado en los procesos de licitación desarrollados hasta la fecha y que posibilitará, desde el punto de vista administrativo, precisar la situación que generará la incorporación de dos nuevas Regiones a nuestro ordenamiento político-administrativo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, voté en contra de la ley sobre casinos y, si hubiera que pronunciarse de nuevo, lo volvería a hacer; pero ahora me voy a abstener. 



Entiendo lo señalado por los señores Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra, tanto sobre el aspecto regional como cuando especifican que no se cambian las reglas del juego que ya se han aplicado a determinadas instituciones o empresas.



Pero lo que me preocupa -y lo quiero expresar públicamente- es que, a partir de la adjudicación de determinados casinos, luego del proceso de propuestas, hemos leído numerosos artículos y escuchado reclamos, planteamientos y exposiciones acerca de que no se ha cumplido adecuadamente con la ley. 



Y debo decir con franqueza que me produce profunda repulsa que en un país como el nuestro tengamos la sensación de que se están haciendo las cosas de manera inadecuada o de que haya reclamos por un asunto que, como dije, no es precisamente de mi predilección. 



Además, empezó una discusión tan agria, donde se mencionaron sumas extraordinariamente altas sobre una actividad que no se traducirá en desarrollo para el país, ni en perfeccionamiento de los espíritus, con la agravante de los reclamos presentados, dando la impresión de que hay algo poco claro.



Por ello, quisiera derechamente -y aquí represento sólo mi pensamiento- pedir a la Mesa o a la Comisión de Hacienda que vean la manera de entregarnos algún planteamiento sobre qué ha pasado realmente en dicho ámbito durante todo este tiempo, para quedar con la tranquilidad de que las cosas están claras. 



Porque en un aspecto no precisamente espiritual estamos teniendo un lío descomunal, con sumas espantosas de dinero que andan dando vueltas por el país.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, este proyecto de artículo único, cuya relación ya hizo el señor Secretario y varios señores Senadores se han referido a él, especialmente el Honorable colega Novoa, no tiene otra finalidad que la señalada claramente en su texto:



“Sólo para efectos del proceso de otorgamiento de permisos de operación para Casinos de Juego que debe iniciarse en el primer bimestre del año 2007, suspéndese, hasta el 30 de septiembre de 2007, la aplicación de lo dispuesto en los artículos 19, 20, 21, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28 y 29 de la ley N° 19.995 y de todas las normas reglamentarias relacionadas con dichos artículos.”.



Porque el proceso de adjudicación de casinos, hasta el momento, aunque haya producido mucho ruido, como señaló el Senador señor Ruiz-Esquide, ha sido claro, transparente y nítido. 



El problema es que, al haber muchos intereses en juego, tratan de usar diversos medios, ya sea la instancia judicial u otros, incluso descalificando a funcionarios meritorios, con el fin último de “tirar el mantel”. 


Esto ha pasado en otros países. Ha sido tal el descalabro que ha quedado en este aspecto cuando no ha habido una legislación sólida y respetable, con gente honorable como la que integra nuestro Consejo Resolutivo, que han desarmado el sistema, han “tirado el mantel” y, al final, se han tenido que repartir a dedo, de común acuerdo entre los grupos económicos. Eso aquí no ha sucedido.



Por ello, el proceso en trámite se va a cumplir, y todo lo referente a esta larga instancia, con algunas interrupciones a causa de fallos judiciales, debe terminarse dentro de este año. Prácticamente quedarán pendientes dos casinos para el próximo. Y hay que suspender el proceso porque, de lo contrario, nuevamente tendrían acceso los mismos que ya participaron y quedaron fuera este año.



Hago presente al Senador señor Ruiz-Esquide que en la Comisión existió su misma preocupación, razón por la cual se nos hará llegar la información completa al respecto. Pero el Ministro informó que en este caso hay absoluta transparencia y que las personas a cargo del proceso son de la más alta honorabilidad, dos de las cuales son designadas con acuerdo del Senado.



Por lo expuesto, aprobamos la iniciativa por unanimidad, y esperamos que la Sala también lo haga.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, durante el trámite en la Cámara de Diputados del proyecto de ley sobre casinos fui muy crítico, porque creo que el país optó por una industria que no le es conveniente. Considero que no genera una cultura de trabajo. 


El proceso de adjudicación de estos establecimientos de juego ha confirmado la aprensión que muchos teníamos en cuanto a que los intereses envueltos son de tal magnitud que todo parece poco claro, por llamarlo de alguna forma. Y pienso que ello no prestigia al país. 


Yo era partidario de la política anterior, donde cada casino se veía en su propio mérito, en su lugar de emplazamiento, y se buscaba que tuviera un fin turístico. Pero cuando uno observa las ciudades en las que se van a instalar, comprueba que no resulta algo necesario y no contribuye a la cultura que es fundamental fomentar en Chile: la del trabajo y no la de la apuesta.



No obstante, dado que está vigente la respectiva ley, y a fin de que legislemos bien y no bajo presión, pues se ha anunciado un proyecto modificatorio, solicito que en este artículo único se vote por separado la expresión “hasta el 30 de septiembre de 2007”.



Si resulta necesario, por los argumentos que aquí se han entregado, que se suspenda la adjudicación de los casinos que estaban establecidos para el primer bimestre del 2007, no me parece lógico que nos autoimpongamos un plazo para legislar acerca de un proyecto que todavía no ingresa, que no sabemos en qué consiste, y cuya tramitación va a ser tan discutida o polémica como lo fue la de la actual ley. No veo la necesidad -repito- de autoimponernos una fecha y creo que la suspensión debiera durar el tiempo necesario hasta que legislemos en forma adecuada para poder adjudicar los casinos que estaban dispuestos a partir de 2007.



Por lo tanto, solicito que se vote por separado la fecha, pues quienes somos partidarios de que no haya un plazo definido para reanudar las adjudicaciones pensamos que la suspensión debe extenderse hasta que la ley que perfeccione la normativa sobre casinos establezca las nuevas fechas de adjudicación de todas aquellas que están siendo suspendidas con el presente proyecto.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, en la Comisión de Hacienda, el Ejecutivo expresó su plena confianza en que los procesos de licitación se habían efectuado con absoluta transparencia y en que el Consejo Resolutivo es una instancia que da amplias garantías.



Fuera de la explicación entregada por el Gobierno, en la Comisión no tuvimos mayores antecedentes como para avalar o desmentir tal afirmación. Pero una Comisión Investigadora en la Cámara de Diputados va a analizar en detalle todo el proceso de otorgamiento de esos permisos.



Por lo tanto, si algún señor Senador tiene  inquietud sobre el punto, confiamos en que la referida Comisión pueda tratar a fondo este asunto, porque, obviamente, materias como ésta deben ser resueltas con la mayor transparencia y objetividad.



Considero razonable la petición de votación separada de la frase, porque a lo mejor la tramitación del proyecto que implique una reforma a la Ley de Casinos toma más tiempo del que nos estaríamos autoimponiendo en esta norma.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, en la misma línea de lo señalado por el Senador señor Novoa, debo expresar que las explicaciones que se me dieron apuntaban básicamente a dos objetivos. 



En primer lugar, las conclusiones de la Comisión Investigadora de la Cámara de Diputados deberían servir de base para las modificaciones legales que se pretende introducir, a pesar de que el Ejecutivo tiene claras muchas de ellas.



En segundo término, en cuanto a las enmiendas futuras, debo manifestar que las más inmediatas estaban dirigidas a dos aspectos: a los temas vinculados con la fiscalización y a impedir que quienes posean la titularidad de los derechos de los casinos hagan donaciones para campañas políticas.



A ese ámbito se orientaban las modificaciones que se desea introducir a la Ley de Casinos, sin perjuicio de otras que puedan surgir fruto de la labor de la Comisión Investigadora de la Cámara Baja.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación electrónica.

El señor ORPIS.- ¿Qué se vota?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En primer lugar, la idea de legislar. Después se votará la supresión de la frase.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba en general el proyecto (23 votos a favor, uno en contra y una abstención).



Votaron por la afirmativa los señores Allamand, Alvear, Arancibia, Bianchi, Chadwick, Coloma, Espina, Frei, García, Girardi, Gómez, Longueira, Matthei, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Orpis, Prokurica, Romero, Sabag y Vásquez.



Votó por la negativa el señor Escalona.



Se abstuvo el señor Ruiz-Esquide.



No votó, por haberse inhabilitado, el señor Kuschel.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Corresponde ahora pronunciarse sobre la indicación del Senador señor Longueira para suprimir la frase "hasta el 30 de septiembre de 2007".



Quienes estén de acuerdo con la supresión votan “Sí”. Los que están de acuerdo con el texto como está, “No”.



En votación electrónica.



--(Durante la votación).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.
El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, resultaría bastante discriminatorio que, por una necesidad del Ejecutivo, dejásemos sin aplicar de manera indefinida la asignación de nuevos casinos. De modo que me parece que el Gobierno está actuando al revés al colocarse una obligación. 




Yo estaba en la Comisión de Hacienda cuando el Ejecutivo se comprometió a solucionar los problemas de aquí a septiembre del año 2007. De lo contrario, le estaríamos dando al Gobierno plena libertad para que se demorara cuanto quisiera, dejando con ello de cumplir su obligación.



Por lo tanto, voy a votar en contra con el propósito de exigir que efectivamente se produzca la solución de aquí a septiembre de 2007.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Resultado de la votación: 13 votos a favor, 13 en contra, una abstención y un señor Senador que no votó por haberse inhabilitado. 


Votaron por la afirmativa los señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Chadwick, Coloma, Espina, Longueira, Matthei, Novoa, Orpis, Prokurica, Romero y Ruiz-Esquide.



Votaron por la negativa la señora Alvear y los señores Ávila, Escalona, Frei, Girardi, Gómez, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Pizarro, Sabag y Vásquez.



Se abstuvo el señor García.



No votó, por haberse inhabilitado, el señor Kuschel.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Corresponde repetir la votación, pues la abstención influye.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Resultado de la votación: por aprobar la indicación del Honorable señor Longueira, 15 votos, por rechazarla 15 votos y una abstención.


Votaron por la afirmativa los señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Chadwick, Coloma, Espina, García, Larraín, Longueira, Matthei, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Romero.



Votaron por la negativa la señora Alvear y los señores Ávila, Escalona, Frei, Gazmuri, Girardi, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Navarro, Núñez, Pizarro, Sabag y Vásquez.



Se abstuvo el señor Ruiz-Esquide.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Como la abstención influye en el resultado, conforme a lo dispuesto en el Reglamento, debe resolverse en la próxima sesión. Pero, como el proyecto tiene "discusión inmediata", no cabe sino, reglamentariamente, dar por desechada la proposición.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Por lo tanto, queda rechazada la indicación del Senador señor Longueira y aprobado el texto en los términos en que está.

El señor ESCALONA.- Un asunto de Reglamento, señor Presidente: falta votar en particular el artículo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se trata de una iniciativa de artículo único, señor Senador.

El señor ESCALONA.- Pero había indicaciones.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señor Senador, al no haber indicación, el texto definitivo del proyecto queda igual al aprobado en general. 



Creo que la idea del señor Presidente al poner en votación la citada frase fue para comprobar si se acogía el artículo en forma completa o  como venía.

El señor LETELIER.- Al parecer ha existido un problema de interpretación. 





)---------------(

El señor ORPIS.- Pido la palabra, señor Presidente. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, de común acuerdo con el Presidente de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, deseamos formular una petición: la semana pasada se aprobó que la Comisión de Minería también estudiara la moción relativa a  los contratos sobre hidrocarburos. 



Dicha iniciativa debía ser vista primero por la Comisión de Constitución, pero debido a su mayor carga de trabajo en comparación  con la de Minería, solicito la autorización de la Sala para que el análisis de la iniciativa comience en esta última y, después, pase a aquélla. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, así se procederá.



Acordado. 

RÉGIMEN SIMPLIFICADO PARA DETERMINACIÓN DE IMPUESTO A

LA RENTA DE MICRO Y PEQUEÑOS CONTRIBUYENTES
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En virtud del acuerdo unánime de los Comités, corresponde ocuparse del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un régimen simplificado para determinar el Impuesto a la Renta de los micro y pequeños contribuyentes, con informe de la Comisión de Hacienda.

--Los antecedentes sobre el proyecto (4246-03) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 55ª, en 13 de septiembre de 2006.


Informe de Comisión:


Hacienda, sesión 77ª, en 13 de diciembre de 2006.
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los objetivos principales de la iniciativa son simplificar el régimen contable-tributario para determinar el Impuesto a la Renta a que están afectos los pequeños empresarios; posibilitar un mejor cumplimiento de las obligaciones que les imponen las leyes tributarias; aliviar los problemas de liquidez que genera a estas empresas el cumplimiento de aquéllas y, finalmente, mejorar el apoyo que les brinda el Servicio de Impuestos Internos. 



La Comisión de Hacienda discutió sólo en general el proyecto y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes (Senadores señores Escalona, García, Ominami, Novoa y Sabag), en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados. 



El texto aprobado por la Comisión se transcribe en el informe que Sus Señorías tienen en sus escritorios. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En la discusión general, tiene la palabra el Honorable señor Novoa. 

El señor NOVOA.- Señor Presidente, corresponde la votación general del proyecto, y, al respecto, debo señalar que su aprobación en la Comisión de Hacienda se hizo tras el compromiso del Poder Ejecutivo de modificarlo durante la discusión en particular. 



En los términos en que viene aprobada por la Cámara, la iniciativa consiste en reemplazar el mecanismo consignado en el artículo 14 bis de la Ley de la Renta por uno nuevo, completamente distinto. 



El actual sistema tiene como objetivo fundamental que las empresas no paguen Impuesto a la Renta por las utilidades que reinviertan, sino que sólo tributen el Impuesto de Primera Categoría, de acuerdo al monto retirado. 



La filosofía del actual artículo 14 bis es estimular la reinversión, pero acotada a los pequeños empresarios cuyas ventas anuales no excedan de 3 mil UTM, o sea, poco menos de 100 millones de pesos. 



El nuevo sistema permite a esos mismos contribuyentes, es decir, a los que venden menos de 100 millones de pesos al año, llevar una contabilidad simplificada, pero tienen que tributar por todo,  con retiro o no de utilidades, lo que incluso podría ser hasta más gravoso que la situación de un contribuyente normal, ya que éste, dueño de la empresa, paga Global Complementario sólo cuando retira. En el caso del dueño de esta pequeña empresa va a pagar el Impuesto de Primera Categoría por todo lo que gane y, además, el Global Complementario, aunque no haya retirado utilidades.



Como resulta obvio, por tratarse de un volumen de ventas de 100 millones de pesos, lo más probable es que la ganancia que genere esa operación sea pequeña y, por lo tanto, en la práctica, se retire en su totalidad.



Pero, aunque no filosóficamente pero sí doctrinaria y estructuralmente, se trata de dos sistemas distintos.



La Comisión de Hacienda, por unanimidad, aprobó en general el proyecto, en el entendido de que el Ejecutivo presentará una indicación para que ambos sistemas coexistan: el actual, que tiene una filosofía tributaria determinada; y el nuevo –que va a ser el artículo 14 ter-, con una simplificación en materia contable, tendrá un tratamiento tributario distinto al del 14 bis.



Para ser específico, el acuerdo consiste en que el 14 bis se mantiene como opción a este nuevo 14 ter.



Donde no hubo consenso –lo que queda sujeto a lo que resuelva la Sala- es en que el Gobierno mantenga el 14 bis, pero con algunas modificaciones, las que se discutirán y votarán en su mérito.



Nosotros solicitaremos que no se derogue el 14 bis. Probablemente estemos de acuerdo con las enmiendas del Ejecutivo, siempre que el techo de él sea mayor, de manera que pequeñas y medianas empresas puedan aprovechar el sistema.



Si no llegamos a un acuerdo, el Gobierno no va a patrocinar nuestra indicación. Pero ésas son las reglas del juego que acordamos hoy.



Tendremos dos sistemas, uno de los cuales corresponde al 14 bis. Éste podría seguir igual. Pero con restricciones o con ampliaciones, va a quedar sujeto a  la votación de la Sala. En cuanto a que se mantenga como opción, constituye un acuerdo y forma parte del consenso a que llegamos en la Comisión de Hacienda.



En ese entendido, vamos a votar a favor de la idea de legislar.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, informaré el proyecto en representación de la Comisión de Hacienda, dado que su Presidente tuvo que ausentarse.



Su objetivo principal es la creación de un sistema de tributación simplificado para las pequeñas empresas.



La iniciativa apunta a micro y pequeños contribuyentes con ventas menores a 3 mil UTM anuales, equivalentes  a cerca de 95 millones de pesos, y organizados como empresas individuales, que corresponden al 67 por ciento de las  afectas al Impuesto de Primera Categoría del país. 



Son pequeñas, pero muchas. Incluso se habla de empresas cuyas utilidades anuales promedio son inferiores a 1,6 millones de pesos. Por tanto, viven de sus utilidades y su ahorro es mínimo.



El 78 por ciento retira la totalidad de sus utilidades; y un porcentaje superior al 90 por ciento distribuye más de 80 por ciento de ellas. Por eso, se requiere un sistema diseñado para el tipo de empresa que las retira.



Más de 90 por ciento de estos contribuyentes está afecto a una tasa marginal del Impuesto Global Complementario igual o inferior a 5 por ciento; y 82,1 por ciento se halla exento.



Adicionalmente, el sistema general de tributación les exige procedimientos complejos, con gastos importantes de tiempo y recursos. Éstos resultan procedentes para contribuyentes más grandes y sofisticados y no se justifican para las características de los negocios de estas empresas.



El contenido del proyecto es el siguiente.



Se crea un régimen optativo de tributación simplificada para micro y pequeños contribuyentes.



Se elaborará a partir del mínimo de requerimientos contables. 



Se utilizará la información de registros y documentación básica ya existente para otros propósitos, como el libro de IVA y de remuneraciones.



Asimismo, se reducirán los montos pagados por concepto de PPM y se facilitará su cálculo. 



1.- Contribuyentes del nuevo régimen.



Podrán incorporarse a este régimen los empresarios individuales y las empresas individuales de responsabilidad limitada.



Deberán, además, ser contribuyentes del IVA.



Podrán tener un promedio máximo de 3.000 UTM de ventas anuales durante los últimos 3 ejercicios (95 millones de pesos aproximadamente).



2.- Base imponible.



El régimen tributario se facilita mediante la simplificación de la base imponible, la que corresponderá a la diferencia entre los ingresos y los egresos del contribuyente.



Se permitirá descontar un 0,5 por ciento de las ventas como egresos y gastos no documentados.



3.- Incentivo a la inversión.



En el régimen simplificado las compras de activos fijos y existencias son descontadas en forma automática, mientras que en el régimen general las compras de activos fijos son rebajadas de la base tributaria en  forma paulatina a través de la depreciación, y las existencias son descontadas en la medida en que se realizan las ventas.



Como resultado, se genera un fuerte incentivo para que las empresas que se acojan al régimen simplificado efectúen mayores inversiones.



4.- Liberación de los registros de contabilidad.



La base tributaria se calcula solamente a partir del libro de IVA y de remuneraciones. Por ende, los contribuyentes que se acojan a este régimen estarán liberados, para efectos tributarios, de: llevar contabilidad completa, practicar inventario, confeccionar balances, efectuar depreciaciones, confeccionar el registro FUT y aplicar la corrección monetaria.



5.- Simplificación del PPM.



Se propone un mecanismo que fija la tasa de los PPM en 0,25 por ciento de las ventas brutas mensuales.



Producto de lo anterior, se simplifica el cálculo de las tasas y se reducen significativamente los pagos objeto de devolución, estimándose que disminuirán las devoluciones de impuestos para más del 80 por ciento de estos contribuyentes y, además, el total de impuestos a la renta devueltos a ellos se reducirá en 66,3 por ciento.



6.- Propuesta de declaración vía Internet.



El Servicio de Impuestos Internos elaborará una propuesta de declaración de impuesto para las empresas que se acojan al sistema, la cual será similar a la del Impuesto Global Complementario.



La propuesta se enmarcará dentro del “Portal Tributario MIPYME”. Éste incluirá, además de la asistencia de la declaración de impuesto a la renta, la emisión de facturas electrónicas y una mesa de ayuda para el soporte en línea.



Se minimizará la brecha de tiempo existente entre el evento económico, la contabilización y la posterior declaración y pago de impuestos para los usuarios.



El régimen del artículo 14 bis actual.



Dicho sistema consiste en un método optativo y alternativo de tributación para empresas con igual nivel de ventas que el régimen propuesto. En éste, se pagan impuestos a la renta sólo por los retiros efectuados, es decir, las utilidades que se retienen no pagan impuesto alguno hasta ser retiradas.



A pesar de ser en apariencia muy conveniente, muy pocos utilizan dicho régimen. De los 404 mil contribuyentes que califican para adherir a él, sólo 23 mil lo han hecho, apenas el 5,9 por ciento. Esto ocurre por una serie de razones:



Primero, la mayoría de las empresas de este tamaño retiran casi la totalidad de sus utilidades, por lo que la suspensión del pago de impuestos por los montos no retirados casi no existe.



Segundo, no obstante que no existen PPM, cualquier retiro debe pagar provisionalmente una tasa de 17 por ciento.



Tercero, si bien para efectos tributarios no deben llevar libros ni registros contables, en la práctica éstos son requeridos para otros fines (gratificaciones, disminuciones de capital, etcétera).



Si las empresas acogidas actualmente al artículo 14 bis se trasladaran al nuevo régimen, 89 por ciento de ellas no pagarían más impuesto.



No parece justificable la existencia de un régimen para el mismo tipo de contribuyentes que el propuesto, pero que beneficia sólo al 1 por ciento de los que tienen acceso a él.



Se incorpora un período de transición en que los que tributan actualmente de acuerdo con el artículo 14 bis podrán seguir haciéndolo hasta por los próximos 15 ejercicios.



El señor Ministro de Hacienda explicó que se limita a 15 ejercicios porque, si ya en la actualidad beneficia a un conjunto muy pequeño de empresas, de las que el 89 por ciento estará mejor con el nuevo sistema, no tiene sentido permitir que exista para siempre un mecanismo que atienda a un subconjunto reducido.



Además, comunicó la disposición del Ejecutivo para presentar en su oportunidad, cuando se discuta en particular el proyecto, una indicación que proponga, por una parte, la mantención indefinida del sistema del artículo 14 bis y, por otra, un perfeccionamiento que impida que se preste para abusos.



A eso se refirió fundamentalmente el Senador señor Novoa en su intervención.



El señor Ministro también subrayó que el Ejecutivo espera que el sistema alternativo pueda estar operativo para ser utilizado en el año 2007, lo que mueve a no hacer ahora la discusión de fondo respecto al mecanismo del artículo 14 bis.



Por eso, señor Presidente, la Comisión propone unánimemente a la Sala aprobar el proyecto en general.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, vamos a concurrir a votar favorablemente la idea de legislar, porque nos parece que la simplificación tributaria es una necesidad, en particular para la pequeña y mediana empresas. 



Y, en tal sentido, valoramos lo que se hace en la iniciativa.



Desde el comienzo manifestamos nuestro desacuerdo en cuanto a que se eliminara en la práctica el artículo 14 bis, porque estimamos que esa forma de tributación de la pequeña y mediana empresas constituye un estímulo al ahorro y la reinversión de sus utilidades, al no gravarlas con impuestos cuando éstas no son retiradas.



Por lo tanto, siempre le expresamos al Ejecutivo nuestro ánimo, nuestra disposición de llegar a un acuerdo en el sentido de que el artículo 14 bis se mantuviera como un régimen alternativo.



En la mañana de hoy -como ya lo explicó el Senador señor Novoa-, alcanzamos un acuerdo en términos de que los detalles se verán en la discusión en particular y, bajo esa premisa, ese contexto, vamos a sumar nuestros votos a la idea de legislar en la materia.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, sólo alcancé a revisar someramente el proyecto. Por lo tanto, no me referiré a cuestiones de fondo, más aún cuando se trata de un primer informe.



Sin embargo, quiero hacer un llamado al Ejecutivo sobre algunos puntos fundamentales.



En primer término, hoy en día decimos que Chile desea constituirse en un país de servicios, pero resulta que, de acuerdo con el decreto ley Nº 824, sobre Impuesto a la Renta, hay servicios que están afectos al IVA y, otros, no. Y ocurre que, para poder acogerse a este régimen, la letra b) del artículo 14º bis que se propone señala que se requiere ser contribuyente del Impuesto al Valor Agregado.



En segundo lugar, mucho me temo que de repente legislamos con cierto tipo de prevenciones que no me parecen adecuadas.



Sucede que a los contribuyentes de menor cuantía, con menos de 3 mil UTM de ventas y de 6 mil UTM de capital, se les permite acogerse a un régimen simplificado. Sin embargo, se les prohíbe deducir del Impuesto de Primera Categoría cualquier crédito o rebaja por concepto de exención en franquicias tributarias.



Es decir, los contribuyentes de menor entidad son precisamente los que más ayuda y reconocimiento del Estado requieren, a los que hay que incentivar en el emprendimiento. Y, sin embargo, les negamos las exenciones o franquicias tributarias.



Y, en tercer lugar, no me parece lógica dicha disposición, teniendo presente -si las cifras señaladas por el Senador señor Sabag en su informe son efectivas- que los empresarios de menor entidad aplican, sin lugar a dudas, el concepto de sueldo patronal, o sea, rebajan el Impuesto de Primera Categoría de lo que constituye su propia remuneración por el trabajo al interior de la empresa.



De darse dicha situación, esto es, que del Impuesto de Primera Categoría no pueda deducirse ningún crédito o rebaja por concepto de exención o franquicia tributaria, se van a producir dos fenómenos: primero, se perderá la posibilidad de la aplicación del sueldo patronal y, segundo,  con ello por supuesto aumentaría el Impuesto de Primera Categoría y también el Global Complementario para el o los contribuyentes que formen parte de sociedades de personas.



Por lo tanto, votaré favorablemente la idea de legislar, pero quiero dejar constancia, aprovechando la presencia del señor Ministro de Hacienda, de que cierto tipo de regulaciones deben ser revisadas, pues pueden resultar altamente perjudiciales para los intereses de los pequeños empresarios.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Kuschel.

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, yo también votaré a favor de la  idea de legislar.



Sin embargo, quiero solicitar al Ejecutivo que considere la posibilidad de triplicar o cuadruplicar el tope máximo de 95 millones de pesos anuales en ventas, porque en Chile consideramos pequeña o mediana a una empresa que en Argentina o Brasil sería clasificada como mínima.



Nosotros hemos desvirtuado, distorsionado el tamaño de las empresas, pues en el país hay muchas empresas pequeñas que son consideradas medianas o incluso grandes.



Pienso que debemos cambiar la forma de medirlas y -como digo- triplicar o cuadruplicar el límite máximo de ventas (95 millones de pesos), especialmente en el caso de empresas regionales.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación general el proyecto.

El señor HOFFMANN (Secretario General).-  ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (29 votos a favor y un pareo) y se fija plazo para presentar indicaciones hasta el martes 2 de enero, a las 12.


Votaron por la afirmativa los señores Allamand, Alvear, Arancibia, Ávila, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Matthei, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero y Sabag.



No votó por estar pareado el señor Vásquez.
COMPETENCIA DESLEAL. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley sobre competencia desleal, con urgencia calificada de "suma" (Boletín Nº 3356-03). (Véase en los Anexos documento 10).

--Los antecedentes sobre el proyecto (3356-03) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 14ª, en 12 de julio de 2005.


En trámite de Comisión Mixta, sesión 4ª, en 4 de abril de 2006.


Informes de Comisión:


Economía, sesión 39ª, en 5 de octubre de 2005.


Economía (segundo), sesión 62ª, en 8 de marzo de 2006.

Mixta, sesión 77ª, en 13 de diciembre de 2006.

Discusión:



Sesiones 41ª, en 12 de octubre de 2005 (se aprueba en general); 2ª, en 15 de marzo de 2006 (se aprueba en particular).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La controversia entre ambas ramas del Parlamento se originó en el rechazo de la Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, a dos enmiendas introducidas por el Senado.



El informe de la Comisión Mixta formula la proposición destinada a resolver las divergencias entre ambas Corporaciones, que consiste en contemplar como artículo 1º el despachado por el Senado (votaron en contra de esta sugerencia el Senador señor  Orpis y el Diputado señor Uriarte) y como artículo 10 una disposición que faculta  al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia para aplicar multas por actos de competencia desleal. Esta última propuesta fue aprobada por unanimidad.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado que transcribe la tramitación de la iniciativa. En las dos últimas columnas se consignan las proposiciones de la Comisión Mixta y el texto que resultaría si ellas se aprobaran.



Asimismo, debo hacer presente que el artículo 10 del proyecto reviste rango de norma orgánico constitucional, por lo que requiere para su aprobación el voto conforme de 22 señores Senadores.



Finalmente, cabe señalar que la Honorable Cámara de Diputados, en sesión de miércoles 6 del presente mes, dio su aprobación al informe del órgano bicameral. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  En discusión el informe de la Comisión Mixta.



Si le parece a la Sala…

El señor ORPIS.- No, señor Presidente. Pido la palabra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Puede hacer uso de ella el Honorable señor  García; luego, el Senador señor Orpis.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, el proyecto de ley sobre el cual recae el informe de la Comisión Mixta fue trabajado rigurosamente durante varios meses del año pasado por la Comisión de Economía del Senado.



Tuvimos una discrepancia con la Cámara de Diputados, porque el Senado despachó el proyecto, a diferencia de como fue concebido en la otra rama legislativa y como era la idea primitiva de sus autores, sin la posibilidad de aplicar multas.



Por ello, luego de varias reuniones y de realizar diversas consultas con especialistas e intercambiar opiniones con el Ejecutivo, llegamos al acuerdo de que cuando se encuentre firme una sentencia por competencia desleal, el tribunal que la dicte deberá remitir todos los antecedentes del juicio a la Fiscalía Nacional Económica, la cual podrá requerir al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia la aplicación de multas.



En seguida, nos dimos cuenta de que las multas establecidas en el decreto ley Nº 211, que fija normas para la libre competencia, podrían resultar demasiado altas frente a este tipo de actos de competencia desleal.



Por lo tanto, se acogió una indicación destinada a que, en los casos en que el Fiscal Nacional Económico recurra al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia y solicite la aplicación de multas, éstas fluctúen entre 2 y mil unidades tributarias mensuales, montos bastante menores a los establecidos en el decreto ley Nº 211.



Por esa razón, he concurrido con mi voto favorable al informe.



Debo destacar que la Comisión contó con mucha asesoría profesional, del mejor nivel, y que se elaboró un muy buen proyecto, 



Por último, creo que, una vez solucionado el problema de las multas -tal como sugiere el informe de la Comisión Mixta- y aprobado el texto por el Senado, la iniciativa quedaría en condiciones de promulgarse como ley.



Votaré favorablemente el informe que nos propone la Comisión Mixta.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Tiene la palabra el Honorable señor  Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, mi objeción -y así ha quedado establecido en el informe de la Comisión Mixta- no dice relación al artículo que ha mencionado el Senador señor  García, sino básicamente al artículo 1º. Y voy a mantenerla, en función de los siguientes fundamentos.



En Chile, en materia de mercado, rige en general el principio de la especialidad. Es decir, cuando se afectan los derechos de los consumidores, se aplica la ley sobre protección de los derechos de los consumidores; cuando se vulnera la propiedad intelectual o industrial, el problema se resuelve conforme a los cuerpos legales que regulan cada una de esas áreas; y lo mismo ocurre en el plano de la libre competencia.



El presente proyecto, cuya idea de legislar aprobé, contiene la preceptiva que falta en el ámbito de los mercados y llena el vacío existente, pues hoy no se encuentra regulada la relación horizontal. Aquí se parte de la base de que hay libre competencia, pero se busca que ella sea transparente, ética, acorde con las sanas prácticas comerciales. Ése es el propósito que se persigue.



Entonces, el énfasis de la iniciativa está puesto en la relación horizontal entre competidores. 



¿Y cuál es mi objeción? La voy a explicar.



En el artículo 1º -respecto de él presenté una indicación que fue rechazada- se declara que la ley en proyecto tiene por objeto "proteger a competidores, consumidores y, en general, a cualquier persona afectada en sus intereses legítimos por un acto de competencia desleal". O sea, esta disposición pone el énfasis, no sólo en la relación horizontal, donde a mi juicio debería estar exclusivamente, sino también en cualquier persona que se vea afectada, lo cual da origen a una normativa de carácter residual.



¿Que peligro veo en eso? Que al final se produzca una superposición de estatutos, pues un consumidor quedaría facultado para accionar por competencia desleal y, paralelamente, por la ley que protege sus derechos en cuanto tal. Podría haber sentencias contradictorias y, desde mi punto de vista, se judicializaría toda la actividad comercial.



Por eso, voy a votar en contra del informe de la Comisión Mixta, la cual, en mi opinión, no resolvió bien el artículo 1º, que yo habría restringido única y exclusivamente a la relación horizontal.



Debo reconocer que en primera instancia aprobé la citada disposición, tal cual está. Pero lo bueno del proceso legislativo es que permite que durante su curso uno reflexione y profundice ciertas materias. Y, en definitiva, he llegado a la convicción de que tanto el artículo 1º como el 6º, en la forma como quedaron establecidos, no consagran estatutos claros y específicos, favorecen la superposición de ellos y terminarán judicializando innecesariamente la relación comercial.



Creo que la Comisión Mixta no arribó a una buena solución, señor Presidente, y por eso votaré en contra del informe.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, tal como se ha indicado en la Sala, la iniciativa, que se originó en moción, ha tenido un trámite bastante largo y fue analizada en forma muy exhaustiva en la Comisión Mixta.



Allí trabajamos en conjunto con Diputados y el Ejecutivo -representado por el Ministerio de Economía-, y contamos con la información y la opinión fundada de técnicos y profesionales muy importantes y prestigiados en la materia, que es sensible y difícil de comprender, en algunos casos.



Después de un largo debate, llegamos en ella a acuerdos relevantes y claros en las dos normas donde hubo discrepancias entre la Cámara y el Senado. 



El tema más discutido fue el relativo a las multas. La otra rama del Parlamento rechazó en el tercer trámite la modificación que nosotros introdujimos, consistente en suprimir el precepto que las establecía. 



Sobre el particular, se trató de dilucidar, entre otros, los siguientes aspectos: primero, si el proyecto contemplaría la aplicación de multas para el caso de infracción a la normativa sobre competencia desleal; segundo, en el supuesto de que así se resolviera, si aquéllas debían ser impuestas por el tribunal civil ante el cual se estuviera tramitando el juicio por competencia desleal o por el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia; y tercero, lo concerniente a la gradación de las multas.



Finalmente, luego de un prolongado debate, se aprobó una disposición del siguiente tenor:



"Si la sentencia firme establece que han existido uno o más actos de competencia desleal, el juez declarará en la misma resolución si el asunto tiene interés público atendidas la gravedad de la infracción o la extensión del perjuicio provocado. Si así lo decidiere, remitirá copia de todos los antecedentes del juicio al Fiscal Nacional Económico, quien tendrá la facultad de requerir al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia la aplicación de la multa correspondiente de conformidad con esta ley.



"El Fiscal Nacional Económico podrá interponer la acción ante el Tribunal de la Libre Competencia dentro de los dos años siguientes a la recepción de los antecedentes.".



Además, se acordó agregar al artículo 18 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Economía, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley Nº 211, el siguiente número 3), nuevo:



"3) Conocerá, asimismo, de los requerimientos interpuestos por el Fiscal Nacional Económico según dispone el artículo 10 de la ley sobre competencia desleal.".



Ahora bien, en atención a que la norma aprobada por la Comisión Mixta abordaba una materia de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, solicitamos a la Presidencia de la República patrocinar una indicación de ese tenor. Y fue así como se nos envió una con el texto referido, que, por lo demás, había contado con el aporte de Enrique Barros y Mauricio Tapia, destacados profesionales que colaboraron con aquel órgano bicameral.



En definitiva, el artículo 1º, en la forma como fue despachado, dispone:



"Esta ley tiene por objeto proteger a competidores, consumidores y, en general, a cualquier persona afectada en sus intereses legítimos por un acto de competencia desleal.". 



A decir verdad, la normativa en debate se aplicará de manera muy excepcional o residual a los consumidores y demás personas afectadas: solamente en aquellos casos que no estén contemplados en las leyes específicas. Y, a mi entender, en la práctica no se producirá el riesgo planteado por el Honorable señor Orpis. Hubo una larga discusión sobre el punto, y la gran mayoría de los integrantes de la Comisión llegamos a ese convencimiento.



En cuanto al artículo 10, la propuesta consensuada señala lo siguiente: 



"Si la sentencia firme establece que han existido uno o más actos de competencia desleal, el tribunal que la dictó deberá remitir todos los antecedentes del juicio al Fiscal Nacional Económico, quien tendrá la facultad de requerir al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, atendidas la gravedad de la infracción o la extensión del perjuicio provocado, la aplicación de la multa correspondiente de conformidad con esta ley.".



Luego viene el mismo inciso segundo leído más atrás, y a continuación se precisa que la multa a que se refiere el inciso primero "fluctuará entre 2 y 1.000 unidades tributarias mensuales, y se aplicará a beneficio fiscal". Y se agrega que "Para la determinación del monto de la multa, se considerarán, entre otras, las siguientes circunstancias: el beneficio económico obtenido con motivo de la infracción, la gravedad de la conducta y la calidad de reincidente del infractor.".



Así que, señor Presidente, después de una larga tramitación, la iniciativa en estudio, que fue muy discutida y analizada en los dos puntos donde hubo discrepancias, resultó aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión Mixta en lo relativo a su artículo 10 y por mayoría de votos en lo que dice relación a su artículo 1º, respecto del cual el Senador señor Orpis manifestó una postura distinta. 



En consecuencia, espero que el Senado acoja el informe por consenso, tal como ya lo hizo la Cámara de Diputados.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- ¿Honorable señora Matthei?

La señora MATTHEI.- Nosotros vamos a solicitar segunda discusión, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Muy bien. Pero deben formalizar su petición.

El señor ORPIS.- Lo que pasa, señor Presidente, es que existe la duda.



Tenemos que legislar bien en esta materia. Y se ha planteado la interrogante acerca de si nos hallamos en presencia de una normativa estrictamente residual. Pero yo no estoy tan claro, porque, en función del texto despachado por la Comisión, existe el riesgo de superposición y de actuación en paralelo.



Estando de acuerdo en que hay que legislar en materia de competencia desleal, considero importante clarificar en buena forma el punto. Mi único alcance se refiere al ámbito y extensión de la ley. Y estas bancadas tienen dudas en cuanto a la situación descrita, sobre la base de lo que he indicado. 



Por lo tanto, señor Presidente, solicito segunda discusión.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En consecuencia, el informe quedaría para la próxima sesión ordinaria.

El señor VÁSQUEZ.- Pero si se ha pedido segunda discusión, señor Presidente, quiere decir que en este momento debemos dar la información necesaria para que exista claridad cuando ella tenga lugar. Y por eso estoy pidiendo la palabra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En la primera discusión, tiene la palabra Su Señoría.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, en el artículo 1º está muy claro el objetivo de la ley en proyecto: sancionar la competencia desleal. Y al sancionarse la competencia desleal se debe castigar las conductas que son fuente de ella. En consecuencia, la única forma de hacer competencia desleal es por vía de los consumidores al engañarlos diciéndoles que una persona tiene a la venta determinada cantidad de un artículo o producto u ofrece un servicio con deméritos inexistentes, o bien, expresándoles que lo que uno está entregando en algún momento posee cualidades competitivamente mejores que las de otros cuando eso no es cierto.



En definitiva, el mecanismo para llegar a la competencia desleal necesariamente dice relación al consumidor. Pero eso no significa…

La señora MATTHEI.- ¿Me concede una interrupción, señor Senador?

El señor VÁSQUEZ.- Con mucho gusto, Su Señoría, pero permítame terminar mi intervención.



Ahora, señor Presidente, quiero hacer una puntualización.



La relación regulada por la Ley del Consumidor es vertical, donde el proveedor engaña respecto de la calidad, cantidad o garantía del producto o servicio que entrega.



Sin embargo, no es ése el engaño que aquí se sanciona, sino aquel en que se incurre cuando se dice al consumidor que es malo lo que tiene el otro, no lo que yo le ofrezco para venderle u otorgarle como servicio.



En consecuencia, los ámbitos son absolutamente distintos. Y en la iniciativa no hay competencias que se topen.



Con la venia de la Mesa, concedo la interrupción que me pidió la Senadora señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Muchas gracias, señor Senador, pero ya entendí perfectamente lo que quería consultar.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Puede continuar, Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Ya concluí mi intervención, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Recuerdo a Sus Señorías que respecto del informe de la Comisión Mixta se pidió segunda discusión.



Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, me parece bien que el informe quede para segunda discusión. Y no puedo estar más en desacuerdo con el Senador señor Vásquez con respecto a su interpretación restrictiva acerca de lo que es la competencia desleal.



Por eso mismo, considero muy adecuado abrir el debate, pues se trata de una materia de suyo significativa. Porque uno de los fenómenos de la competencia desleal es precisamente aquel hoyo negro existente en la legislación relativa a la libre competencia y en lo que dispone el decreto ley Nº 211.



En tal sentido, tenemos el problema de una libre competencia, a mi juicio, bastante distorsionada. Y ésa es una de las fuentes -además de la Ley del Consumidor- de la competencia desleal. Porque ésta puede darse entre empresarios que distorsionan el mercado.



Por lo que entendí, la interpretación del Senador señor Vásquez es un poco más acotada.



En todo caso, señor Presidente, creo que la segunda discusión nos viene muy bien.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En la primera discusión, ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



--El informe de la Comisión Mixta queda para segunda discusión.
ENMIENDA A ley general de telecomunicaciones PARA

mayor participación de empresas en

proyectos de conectividad
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto, en primer trámite constitucional e iniciado en moción de los Senadores señores Pizarro, Zaldívar y Horvath, que modifica la Ley General de Telecomunicaciones para ampliar la participación de las empresas en los proyectos de conectividad, con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y urgencia calificada de “simple”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (4521-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción de los señores Pizarro, Zaldívar y Horvath).

En primer trámite, sesión 55ª, en 13 de septiembre de 2006.


Informe de Comisión:


Transportes y Telecomunicaciones, sesión 76ª, en 12 de diciembre de 2006.
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es permitir que en los concursos para asignar proyectos de conectividad del Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones participe el mayor número de empresas que cumplan con los requisitos legales y reglamentarios para ser titulares de la concesión o permiso de servicios de telecomunicaciones de que se trate.



La Comisión de Transportes y Telecomunicaciones discutió en general y en particular el proyecto, por ser de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Horvath, Novoa, Orpis y Pizarro.



El texto de la iniciativa se consigna en la parte pertinente del informe.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión general y particular.



Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, este proyecto es muy simple. Mediante él se intenta corregir algunas de las limitaciones existentes para la buena aplicación del Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones.



Como todos sabemos, ese Fondo fue creado el año 1994. Y se establece la posibilidad de acceder, mediante concurso, al financiamiento de proyectos que ayuden al aumento de la cobertura de servicios telefónicos o de telecomunicaciones en áreas rurales y urbanas de bajos ingresos.



Ello es particularmente interesante para las zonas geográficas más extremas o aisladas, que hoy por hoy siguen teniendo problemas con la cobertura de telecomunicaciones tanto en telefonía fija y celular como en términos de acceso a televisión o a otros servicios para localidades con mayor ruralidad, en fin.



La idea es que una serie de proyectos que se hallan vigentes puedan postular al Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones.



La experiencia habida en la práctica es que, con las restricciones que colocamos a dicho Fondo, sólo es factible que participen en ese tipo de proyectos o los ejecuten las empresas constituidas como sociedades anónimas y que podrían ser filiales de las actualmente establecidas, que son aquellas que poseen todo el know-how, la capacidad financiera, la tecnología, y en algunos casos todavía no desarrollan las inversiones por falta de rentabilidad.



Por consiguiente, mediante esta iniciativa permitimos a las mencionadas empresas participar en ese tipo de proyectos por la vía de acceder al Fondo en comento, para lo cual se otorga flexibilidad.



Como ejemplo práctico, señor Presidente, puedo señalar que la iniciativa resulta muy interesante para la gente de la Undécima Región, porque permitiría que todo el proyecto de la fibra óptica postulara al Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones. Y lo pueden hacer las empresas que se encuentran en condiciones de desarrollar una obra de esa índole, que es de gran envergadura, o también, al revés, en casos más modestos pero igualmente significativos, la gente.



En mi Región, en la comuna de Monte Patria, sector de Tulahuén, hemos conseguido que una de las empresas de telefonía celular instale y desarrolle un proyecto de cobertura telefónica. Pero lo ideal, lo lógico, habría sido que ella hubiera participado del citado Fondo, donde todavía hay recursos, los cuales han sido aumentados mediante la Ley de Presupuestos.



En resumen, nos interesa facilitar la implementación de ese tipo de proyectos, sobre todo en las áreas de la ruralidad y en los sectores más vulnerables de nuestro país.



Por eso, en la Comisión aprobamos la iniciativa por unanimidad en general y particular, con el compromiso de que ojalá la despachemos lo antes posible, porque ello permitiría hacer del Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones un instrumento más eficiente.



He dicho.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, sólo deseo complementar lo que aquí se ha señalado.



El Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones despertó un fuerte movimiento para llegar, mediante el procedimiento establecido, a las localidades rurales, a los pueblos menores, donde había que agregar un pequeño delta -por así decirlo- para hacer atractiva las instalaciones pertinentes, pues no constituían un negocio claro.



Sin embargo, ha existido un desarrollo de las telecomunicaciones. Hemos modificado la ley respectiva incorporando, por ejemplo, los celulares. Ahora vienen la fibra óptica, los sistemas Wi-Fi u otros, para entrar con localidades completas a las comunicaciones.



No obstante, las empresas intermedias -como señaló el Senador señor Pizarro- se quedaron sin adelanto tecnológico, sin las espaldas económicas para resolver el punto. Y, hoy en día, una gran cantidad de sistemas no están  funcionando, por las más diversas razones. Incluso, hay localidades de la Región de Aisén donde los teléfonos públicos se llenan de monedas que nadie retira y, por lo tanto, no pueden seguir siendo utilizados. 



En tal sentido, es importante dar mayores facilidades para que empresas con adelantos tecnológicos, con mejor presencia en las distintas Regiones, puedan participar del sistema y poner al día las comunicaciones rurales en Chile.



Por eso proponemos al Senado votar favorablemente el proyecto. 



He dicho.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, respaldo con especial beneplácito esta iniciativa, porque apunta a un problema del mundo real -de aquellos que no siempre se ven en el Senado-, que exige la preocupación de todos nosotros.



Por ejemplo, en días pasados solicité  a la Secretaría Ministerial de Educación de la Séptima Región, un estudio relativo al número de escuelas municipalizadas con acceso a Internet. Según las cifras oficiales, el 68,5 por ciento de esos establecimientos no está conectado a dicha red, lo que revela un problema de competitividad brutal.



Si se compara tal porcentaje con los informes de competitividad regional que elabora la Subsecretaría de Desarrollo Regional,  se percibe que, para una misma Región, existe directa relación entre la capacidad de estar conectada a Internet -particularmente en el mundo educacional- y la de ser competitiva.



Es evidente que aquí estamos ante un cuello de botella, que este tipo de iniciativas algo ayuda a resolver. En todo caso, no es suficiente. ¿Por qué? Porque el tema de la cantidad de escuelas públicas sin acceso a Internet obviamente se relaciona, en mi Región, con el alto grado de ruralidad que en ella existe. 



Los proyectos para intentar proveer conectividad por esta vía son de un extraordinario costo, lo que impide que muchas empresas chicas puedan abordarlos. Según el informe, un tercio de ellas no ha podido seguir el proceso o han tenido que devolver los dineros. Incluso, hay más de 90 juicios vinculados al incumplimiento de compromisos  por  parte de quienes han tratado de usar el Fondo para proporcionar conectividad a localidades rurales, pero, por el tamaño -imagino-, no han sido capaces de lograrlo.



Además de la importancia de dicho Fondo, este tipo de modificaciones permite enfrentar un asunto que, de otra manera, dejaría enormemente atrasados a esos sectores. A mi juicio, para todos resulta insultante que dos tercios de los jóvenes de algunas Regiones no tengan posibilidad de conectarse con el mundo. Ello retrasa, en forma dramática, la opción de desarrollo.



Para graficar la situación, doy el siguiente ejemplo: algunos estudiantes de Regiones se preparan para rendir la PSU con un solo facsímile -¡uno solo!- que les llega al año, el cual se saben de memoria, a diferencia de otros jóvenes que tienen conexión a Internet u otros medios de tipo comunicacional, con lo que pueden hacer 50, 100 ó 150 ensayos.



Otra ventaja de la iniciativa -y también aparece en el informe- es la capacidad de mejorar la información del pequeño mundo rural. En la actualidad se observa una situación muy difícil en materia de precio de productos: los campesinos no saben lo que está pasando en el mercado; por tanto, muchas veces son objeto de abusos por parte de comerciantes que cuentan una realidad por completo distinta de lo que efectivamente se está pagando en el resto del país y del mundo por determinado producto, a fin de comprar a precios muy bajos.



Aunque se trata de un proyecto de términos acotados y, por lo mismo, no va a solucionar el problema del acceso rural a la conectividad, creo que, por lo menos, abre espacio de acceso a  la competencia para que haya proyectos potentes que de alguna manera puedan revertir el proceso de aislamiento que vive el sector rural con relación a un mundo que avanza a pasos agigantados, pero que, como dije, en algunas partes se detiene en forma dramática.



Me parece que la iniciativa apunta en el sentido correcto y espero que todos la aprobemos.



He dicho

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, no cabe duda de que el Fondo al que se refiere el proyecto es tremendamente importante, como también lo es destacar que en la actualidad se aspira a incrementar los recursos que se destinan a él. Y ampliar el universo de actores que ayude a expandir el acceso a las nuevas tecnologías en todo el territorio nacional es, quizá, más necesario que antes. 



Por ello, no tengo nada que decir en contra de la iniciativa. Al contrario, la considero muy relevante.



Sin perjuicio de lo anterior, me asiste una duda respecto de la  remisión contenida en el texto sustitutivo del inciso segundo del artículo   28 F, que expresa: “Podrán presentarse al concurso las personas jurídicas que cumplan con los requisitos legales y reglamentarios para ser titulares de la concesión o permiso del servicio de telecomunicaciones de que se trate, según los casos.”. 



Mi preocupación es que terminemos restringiendo, por el lado administrativo, lo que queremos ampliar a través de esa norma: la cantidad de actores que presenten proyectos.



Tengo la impresión de que nos encerramos en un concepto un poco restrictivo acerca de quiénes están en condiciones de postular al Fondo. Y eso se relaciona con la visión que tenemos hoy.



Si no me equivoco, el concepto que se usa en el informe es distinto del que se consigna en el proyecto. En el primero se habla más bien de la participación de empresas, que era el concepto inicial; y en el segundo, de personas jurídicas con ciertas características. 



Mi inquietud apunta a prevenir que queden restringidos, por la vía reglamentaria, actores diferentes cuya participación intentamos asegurar.



Deseo dejar constancia de ello, porque la iniciativa es muy importante.



Como planteó el Senador señor Coloma, hay Regiones de la macrozona central que, por su cercanía con la Región Metropolitana o con Valparaíso, uno piensa que poseen gran acceso a las nuevas tecnologías. Sin embargo, la situación es distinta: en las comunas de la provincia de Cardenal Caro, en la Sexta Región, ni siquiera hay acceso a celulares y los municipios todavía no tienen Internet. 



Por lo tanto, es necesario que haya más actores que puedan postular a esos concursos. Estoy seguro de que éste es el espíritu de los autores de la moción, por lo cual votaremos a favor.



Espero que quienes deban redactar los reglamentos pertinentes no terminen excluyendo a actores que pretendemos dejar dentro de la ley.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra. 


Cerrado el debate.



Si le parece a la Sala, se aprobará la iniciativa.



--Se aprueba en general y en particular el proyecto y queda despachado en este trámite.
MODIFICACIÓN DE LEY N° 19.537 EN CUANTO A ORGANIZACIÓN Y ADMINISTRACIÓN DE CONDOMINIOS DE VIVIENDAS SOCIALES

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Corresponde analizar el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.537, sobre Copropiedad Inmobiliaria, para facilitar la organización y administración de los condominios de viviendas sociales, con segundo informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo.


--Los antecedentes sobre el proyecto (3804-14) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 19ª, en 6 de junio de 2006.


Informes de Comisión:


Vivienda, sesión 42ª, en 9 de agosto de 2006.

Vivienda (segundo), sesión 73ª, en 5 de diciembre de 2006.

Discusión:



Sesiones 45ª, en 29 de agosto de 2006 (se aprueba en general); 75ª, en 6 de diciembre de 2006 (queda para segunda discusión).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La relación de este proyecto se efectuó en sesión del día 6 de diciembre pasado.



La Comisión dejó constancia de que el artículo 2º transitorio no fue objeto de indicaciones ni de modificaciones, dándose por aprobado en  la sesión mencionada.



De las enmiendas introducidas por la Comisión de Vivienda y Urbanismo al proyecto aprobado en general, dos de ellas fueron acordadas por mayoría y el señor Presidente las pondrá en discusión y votación oportunamente.



Las modificaciones acogidas en forma unánime, de conformidad con el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento, se deben votar sin debate, salvo que algún señor Senador solicite discutirlas o que haya indicaciones renovadas, lo que no es el caso.



Las letras f), h), i), j) y k) del artículo único y el artículo 1º transitorio tienen rango de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación el voto conforme de 22 señores Senadores.



Sus Señorías pueden consultar el boletín comparado, el cual en su tercera columna transcribe las enmiendas efectuadas por la Comisión de Vivienda y Urbanismo, y en la cuarta figura el texto final del proyecto que resultaría en caso de que ellas fueran aprobadas.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- En discusión particular.



Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, éste es un proyecto relativamente simple. Introduce un conjunto de modificaciones a la ley Nº 19.537, sobre Copropiedad Inmobiliaria, a fin de facilitar la organización y administración de los condominios de viviendas sociales. Para ese efecto, establece nuevas responsabilidades y obligaciones a los gobiernos regionales, municipalidades y Servicios de Vivienda y Urbanización.



Consta de artículo único, el que contempla 11 literales y 2 artículos transitorios.



La idea de legislar ya fue aprobada por la Sala y en el segundo informe se presentaron 4 indicaciones.



La primera propuso suprimir la obligación, acogida en general, de que en los condominios de viviendas sociales haya, a lo menos, un estacionamiento por cada dos unidades de vivienda. Fue aprobada por 2 votos a favor y 1 en contra. 



Lo que se pretende con esta supresión es rebajar los costos de esta clase de viviendas.



La segunda tenía por objeto efectuar una precisión en la letra h)  -que pasó a ser g-, la cual establecía que en los condominios de viviendas sociales no podrán edificarse conjuntos de más de 150 unidades. Pues bien, a ello se agregó la expresión “de viviendas”, debido a que en los condominios se consideran unidades, no sólo las viviendas, sino también los estacionamientos, bodegas y locales. Se aprobó por 2 votos contra 1.



La tercera indicación, del Senador señor Horvath, consistía en facultar a las municipalidades, a los gobiernos regionales y a los Servicios de Vivienda y Urbanización para destinar recursos en programas de capacitación para los miembros del Comité de Administración y Administradores en materias propias de sus cargos. Fue aprobada por unanimidad.



Y la cuarta indicación, también del Honorable señor Horvath, disponía que las actuaciones que deban efectuar los condominios de viviendas sociales estuvieran exentas totalmente de los derechos arancelarios que corresponde pagar a notarios, conservadores de bienes raíces y archiveros.



La Comisión, por unanimidad, la rechazó y mantuvo la exención de 50 por ciento que se aprobó en el primer informe, debido a que, conforme al artículo 2º transitorio, las actuaciones que realicen los condominios de viviendas sociales para dar cumplimiento a las modificaciones contenidas en este proyecto, quedarán exentas del pago de tales derechos durante los tres primeros años, y posteriormente tendrán una exención del 50 por ciento.



Señor Presidente, pido a la Sala que apruebe la iniciativa, ya que, como dije, es simple y tiene como único propósito dar facilidades a las organizaciones de condominios sociales.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, este proyecto reviste una importancia central en el desarrollo de los condominios. 



En el artículo 29 se reemplaza la primera oración, que dice: “El primer reglamento de copropiedad será dictado por la persona natural o jurídica propietaria del condominio”, por las siguientes: “El primer reglamento de copropiedad será dictado por la persona natural o jurídica propietaria del condominio, teniendo en consideración las características propias del condominio. Deberá contener las menciones específicas para los diferentes aspectos a que se refiere el artículo 28.”.



Cabe señalar que, hasta hoy, uno de los grandes problemas que aquejan a los condominios es que se requiere un alto quórum para que el reglamento de copropiedad sea modificado por la asamblea de copropietarios. En esas condiciones, como es evidente, es necesario que ese reglamento esté restringido lo suficiente para que sea aplicable en los condominios actuales y, de modo fundamental, en los que se construirán en el futuro. 



Por ejemplo, el proyecto obliga a contar con un estacionamiento por cada dos viviendas. Y ello debe quedar contemplado necesariamente en el reglamento de copropiedad, porque aquél tiene que asignarse a las viviendas respectivas. De no ocurrir así, podría burlarse el espíritu de la ley en estudio, la cual pasaría a ser simplemente declarativa, y no expresa, respecto de su forma de aplicación. Porque cada estacionamiento deberá asignarse a los copropietarios determinados dentro de un condominio.

Lo mismo acontece con el uso de los bienes comunes y las destinaciones que de éstos se hagan a las viviendas en los condominios.



En consecuencia, es legítimo pensar que, con las modificaciones que estamos haciendo, vamos a garantizar a los adquirentes de viviendas de los condominios sociales que se construyan de aquí en adelante una convivencia efectivamente grata, porque muchos de los problemas que hoy existen se deben a la falta de regulación, cuestión que corrige esta nueva legislación.



Señor Presidente, por cierto, anuncio mi voto favorable respecto de tales enmiendas, que son importantes para el avance de la convivencia en los condominios de viviendas sociales.



En seguida,  me parece útil la restricción que se establece en el artículo 39 respecto del número de unidades que podrán construirse en un condominio, con el fin de que no se levanten conjuntos habitacionales que hagan inviable la relación entre los vecinos. 



De esa manera, estamos procurando, primero, que los condominios sean vivibles, y segundo, que cuenten con un reglamento que los copropietarios puedan verificar y modificar en la forma en que les sea posible de acuerdo con las normas generales.



En razón de las disposiciones señaladas, señor Presidente, anuncio mi voto favorable al proyecto.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.



Se hallan inscritos a continuación los Senadores señores Gómez, Pérez Varela y Longueira. 

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, sin duda el proyecto viene a llenar un vacío tremendo y responde a una necesidad que hemos constatado a través de las múltiples acciones que ha realizado el Ministerio de Vivienda y con las cuales se deja a los vecinos en el “limbo”, porque, en definitiva, se les pide que administren un conjunto habitacional que se rige por normas específicas que hasta ahora no se habían explicitado. 



En efecto, al final, los departamentos o los espacios públicos del condominio eran administrados sobre la base de una legislación general: se creaba la junta de vecinos, pero no se procedía a la división de los espacios comunes. Y eso está provocando severas discrepancias y hasta enfrentamientos entre los copropietarios.



Lo que hace este proyecto de ley es establecer un marco jurídico -diría- inapelable, no en el sentido autoritario del concepto, sino en el referencial. Se trata de que los vecinos puedan tomar conciencia y asumir responsabilidades para compartir dichos espacios. 



He participado en múltiples reuniones en Penco, en Tomé, en Coronel, donde la disputa sobre una nueva edificación, por la ocupación del patio o  la construcción de un puente ha generado peleas irreconciliables.



Creo que estamos intentando reparar -y debiéramos haberlo hecho hace mucho tiempo- un problema real. Cuando construimos casas no sólo debemos preocuparnos de los materiales que se emplean, sino, también, de que en ellas habitarán personas, familias, que  requieren relacionarse. 



Por eso, la administración del espacio físico contiene un elemento material, pero también uno humano. Hasta ahora sólo habíamos dedicado esfuerzos a construir condominios preocupándonos del 8 por ciento para áreas verdes; de la superficie destinada a la instalación de las organizaciones comunitarias. No había interés por determinar que también la convivencia dentro de ese espacio y en las áreas comunes debía ser normada.



En ese sentido, a pesar de las observaciones que pudieran realizarse, el proyecto constituye un avance. Y siento que su objetivo principal no concluye con su aprobación. Con ella comienza un largo y complejo proceso de aprendizaje. Porque si las juntas de vecinos tienen el funcionamiento que muestran hoy, que en muchos lugares es escaso; si, en definitiva, las atribuciones de sus dirigentes no son conocidas por la inmensa mayoría de ellos, la generación de condiciones para que una asamblea de copropietarios comprenda que efectivamente cuenta con facultades para elegir un comité de administración demandará medidas alternativas de parte del Ministerio.



Y deseo hacer presente a la señora Ministra que la ley es una, pero su implementación es otra. En el aspecto a que hago referencia se requiere mucha capacitación -lo dije la vez anterior-, al igual que seguimiento del proceso por parte de la Secretaría de Estado a su cargo. Alguien debe responsabilizarse de cómo se lleva a cabo el procedimiento. Ello no es una intervención: constituye una explicación respecto de la administración de los espacios urbanos compartidos.



En tal sentido, es muy importante la letra d) que el artículo único del proyecto agrega en el artículo 33 de la ley, pues dispone que “tratándose de condominios de viviendas sociales, el juez podrá disponer que un funcionario del tribunal o de la municipalidad respectiva notifique la citación a asamblea mediante la entrega de esta última a cualquier persona adulta que se encontrare en el domicilio del copropietario o a través de su fijación en la puerta de ese lugar”. Ése es un mecanismo expedito, rápido, que permite que, en definitiva, la información llegue.



En segundo lugar, quiero señalar que también es relevante el hecho de que el comité de administración podrá postular, coherentemente, a todas las opciones que ofrece el Ministerio para el mejoramiento de los condominios sociales. Existió un programa muy interesante al respecto hace algunos años, y la señora Ministra recordará perfectamente que se destinaban más de 700 millones de pesos a esa finalidad, es decir, a efectuar las mantenciones generales. Y, para ello, se postulaba. Configuró un programa piloto. Fue tal el éxito que, al parecer, el Ministerio se asustó un poco con el número de postulaciones. Y no sé si lo hizo desaparecer, pero, en último término, se ha incrementado la dificultad de la participación.



En ese ámbito, claramente se requerirá un fortalecimiento, particularmente, en el caso de los condominios sociales, de los fondos concursables o las acciones de financiamiento que permitan dar un cierto sentido al proceso en curso. Porque, cuando se ordena el espacio territorial dentro del condominio, en muchos casos no será exigible que el costo sea asignado a los propietarios, toda vez que en el diseño de lo material y también de lo humano debió contemplarse la concepción que se tuvo en cuenta. Es decir, al realizarse dicho diseño también se debiera prefijar su modo de crecimiento y, en especial, su modo de relación. Y para ello debe existir un programa especial de parte del Ministerio de Vivienda, que coadyuve a que la ley en proyecto cumpla su objetivo -así lo esperamos-, ordene el espacio territorial e integre a los vecinos.



Lo anterior no se contrapone con el papel de las juntas de vecinos. Entiendo que el punto ha sido debatido en la Comisión de Vivienda. Y puede darse, necesariamente, una contradicción en quién toma las decisiones: si la asamblea de copropietarios o la junta de vecinos, en caso de existir una coincidencia, de acuerdo con la división territorial en el conjunto habitacional.



Creo que la norma general debiera establecer que una y otra entidad no se oponen, que la junta de vecinos está para preocuparse de todos los aspectos de la comunidad y que, sobre todo en lo relativo a las viviendas y al ordenamiento del espacio territorial, son las asambleas de copropietarios y, en especial, el comité de administración, las que tomarán las decisiones, que esperamos que no se contrapongan con las correspondientes a las juntas de vecinos.



En cuanto al ámbito de estas últimas, estoy muy agradecido de la rapidez con que el Senado de la República despachó las disposiciones respectivas, particularmente la Comisión de Gobierno, conforme a las cuales podemos señalar hoy que en esas agrupaciones se permite votar a los jóvenes de 14 años. Éste es un dato político y sociológico no menor. La ley Nº 20.131, en efecto, dispone que, a partir de los 14 años, ellos tienen derecho a voto en las juntas de vecinos en todo Chile. No pueden ser dirigentes hasta los 18 años, lo que me parece correcto y sabio, pero sí pronunciarse por aquellos que se preocuparán, sin duda, de sus problemas.



Sobre el particular, le he preguntado a mi Honorable colega Sabag, de la Comisión de Vivienda, respecto del reglamento de funcionamiento. La asamblea de copropietarios y el comité de administración deben decidir la participación de un representante por familia. Porque no pueden estar todos los integrantes de ella: debe ser una persona por grupo familiar. La definición reglamentaria es importante para poder determinar cómo se efectúa ese nombramiento. Eso facilitará que se materialice. En muchos casos recaerá en el jefe de familia, o bien, como ocurre mayoritariamente en las juntas de vecinos, en la jefa de hogar. Y el reglamento debe ser muy claro respecto de quién participa.



Ha sucedido numerosas veces, cuando se trata de los beneficios del subsidio de la vivienda, que, al final, el que debe firmar es el propietario legal, sin que pueda intervenir en los trámites quien la habita. El reglamento debe clarificar, primero, que, en muchos casos, aun cuando la vivienda se encuentre a nombre del jefe de hogar, del que trabaja, pero es la mujer la que participa, el rol a que hago referencia puede cumplirlo ella legítimamente y de manera muy adecuada. Y, en segundo lugar, tratándose de una casa arrendada -imagino que la Comisión también consideró esa situación-, corresponde acreditar la existencia de la familia. Es preciso definir el período que permite integrar con derecho a voto el comité, sobre la base de un tiempo real de permanencia en la vivienda.



Todos esos aspectos, señor Presidente, aunque pudieran parecer nimios o excesivamente detallistas, deben hallarse aclarados a la hora de hacer efectiva la ley en proyecto, a fin de facilitar su implementación.



Sin duda, votaremos a favor. Y deseo consignar que se trata de un paso más, pero no de carácter definitivo. Espero que la señora Ministra y el Ministerio de Vivienda puedan generar los fondos de concursabilidad necesarios para seguir mejorando los condominios de viviendas sociales, ya que si les permitimos organizarse debe ser por un objetivo. Y si existen esos recursos, la experiencia me ha demostrado que los ocupan de manera eficaz y oportuna. Espero que la Secretaría de Estado formule un anuncio al respecto.



He dicho.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Por haber terminado el Orden del Día, permanecerán inscritos para usar de la palabra los Senadores señores Pérez Varela, Gómez, Longueira, Letelier y Ruiz-Esquide.



--Queda pendiente la discusión particular del proyecto.

VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario General).-Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)------------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor GARCÍA:



Al señor Subsecretario del Interior, a fin de que informe sobre PROYECTOS DE COMUNIDAD EDUCATIVA DE ESCUELA PARTICULAR Nº 258 “SANTA INÉS”, FREIRE, Y DE JUNTA DE VIGILANCIA DE QUIRIPÍO (NOVENA REGIÓN).



Del señor HORVATH:



Al señor Ministro de Salud, a la señora Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional del Medio Ambiente y al señor Subsecretario de Pesca, para que proporcionen antecedentes acerca de VERTIMIENTO DE RESIDUOS EN RÍO ALLIPÉN (DÉCIMA REGIÓN).



Del señor NARANJO:



Al señor Ministro de Obras Públicas, para requerir INFORMACIÓN SOBRE OBRAS EN COMUNAS DE VILLA ALEGRE, SAN JAVIER, YERBAS BUENAS, COLBÚN, LINARES, LONGAVÍ, RETIRO, PARRAL, CAUQUENES, CHANCO Y PELLUHUE.

)-------------------(

El señor NARANJO (Vicepresidente).- En Incidentes, los Comités Demócrata Cristiano, Mixto (Partido Por la Democracia y Partido Radical Social Demócrata) y Unión Demócrata Independiente no intervendrán.



En el turno del Comité Renovación Nacional e Independiente, tiene la palabra el Senador señor Kuschel.


ESTADO DE AVANCE DE PLAN CHILOÉ. OFICIOS
El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, deseo solicitar un informe sobre el estado de avance del plan Chiloé, con el detalle de las obras consideradas en cada uno de los ministerios, porque hasta ahora contamos sólo con antecedentes parciales. Han transcurrido ya casi ocho meses desde los primeros anuncios, se ha cambiado al responsable del asunto -por lo menos, en el Ministerio de Obras Públicas- y no hemos logrado todavía una claridad total acerca de las que ejecutarán, en cada una de las comunas, las Secretarías de Estado involucradas.



Así que pido oficiar a estas últimas para consultar cuáles son las obras incorporadas en el plan Chiloé -que se está ejecutando como consuelo por la no concreción del puente del canal de Chacao- y cuáles son los montos involucrados, las fechas contempladas, así como las obras normales que se están realizando, porque sucede que algunas de las ejecutadas con mucha anterioridad y que se están concluyendo son puestas a cuenta de esa iniciativa, lo que creo que no corresponde.



Gracias.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del Honorable señor Kuschel, conforme al Reglamento.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- El Comité Socialista no hará uso de la palabra.



Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:24.








Manuel Ocaña Vergara,








  Jefe de la Redacción

ANEXOS

SECRETARÍA DEL SENADO

ACTAS APROBADAS

LEGISLATURA NÚMERO 354

SESION 72ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 29 DE NOVIEMBRE DE 2.006



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Frei.



Asisten los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Asisten, asimismo, el señor Ministro del Relaciones Exteriores, don Alejandro Foxley Ríoseco, la señora Ministra de Defensa Nacional, doña Vivianne Blanlot Soza, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia subrogante, Edgardo Riveros Marín y la señora Ministra de Educación, Yasna Provoste Campillay.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Conteras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones sexagésima séptima y sexagésima octava, ambas ordinarias, y sexagésima novena, extraordinaria, de 8, 14 y 15 de Noviembre de 2.006, respectivamente, que no han sido observadas.

_________________

CUENTA

Oficios



Dos de la señora Contralora General de la República subrogante:



Con el primero, informa respecto del programa de fiscalización de la entidad para el año 2007, en cuanto al Instituto Nacional de Deportes.



Con el segundo, contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Larraín, sobre el retraso en el pago de los contratistas del Ministerio de Obras Públicas.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores subrogante y de la señora Ministra de Defensa Nacional, por el que responden un Acuerdo del Senado, tocante a la conservación del krill antártico.



Del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, mediante el que da respuesta a un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, respecto de una cámara hiperbárica para Aysén.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, por el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre el aumento del monto de los subsidios habitacionales para las regiones extremas.



Del señor Ministro de Agricultura, que responde un oficio despachado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, en cuanto a la fiscalización que debe realizar la CONAF.



Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre licitación de plantas de revisión técnica.



De la señora Subsecretaria de Vivienda y Urbanismo, que da contestación a un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, relativo a la entrega de subsidios habitacionales.



Del señor Vicepresidente Ejecutivo subrogante de la Corporación de Fomento de la Producción, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre la continuidad del Centro de Formación Técnica Lota-Arauco.



Del señor Jefe de Gabinete de la Dirección Nacional del Servicio Médico Legal, por el que contesta un oficio despachado en nombre del Honorable Senador señor Frei, relativo a los exámenes de ADN.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.
Informes



De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, recaído en el oficio de Su Excelencia el Vicepresidente de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para prorrogar la autorización de permanencia en Haití de tropas y medios nacionales (con la urgencia establecida en el inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental) (Boletín Nº S 927-05).



De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaídos en los siguientes proyectos de ley:



1) El que autoriza la construcción de un monumento, en la ciudad de Santiago, en memoria del cantautor y director de teatro Víctor Jara Martínez (Boletín Nº 3.335-04).



2) El que autoriza erigir monumentos en memoria de los fallecidos en la tragedia de Antuco (Boletín N° 3.882-04).



3) El que autoriza erigir un monumento en la localidad de Chañaral Alto, comuna de Monte Patria, en memoria de don Alejandro Chelén Rojas (Boletín N° 3.911-04).



4) El relativo a la construcción de un monumento en memoria de don Andrónico Luksic Abaroa (Boletín Nº 4.460-04).



5) El relativo a la construcción de un monumento en memoria de don Hernán Briones Gorostiaga (Boletín Nº 4.461-04).



6) El relativo a un monumento conmemorativo de la Primera Acta de Independencia de Chile (Boletín Nº 4.652-04).



7) El relativo a un monumento en memoria de don Miguel Kast Rist (Boletín Nº 4.654-04).



8) El que modifica la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, en materia de educación sexual (Boletín Nº 4.514-04).



-- Quedan para tabla.

Moción



De los Honorables Senadores señores Naranjo y Ruiz-Esquide, que modifica el Código Sanitario, en materia de advertencia sobre los riesgos de la automedicación (Boletín Nº 4.698-11).



-- Pasa a la Comisión de Salud.

Proyectos de acuerdo



De diversos señores Senadores, sobre publicidad de las actuaciones de los servicios y organismos de la Administración del Estado (Boletín Nº S 928-12).



De diversos señores Senadores, en que solicitan a la Presidenta de la República un pronunciamiento sobre el tema del aborto (Boletín Nº S 929-12).



-- Quedan para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.

Comunicación



De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, mediante la cual solicita que el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite efectuar anticipos de subvenciones estatales para fines educacionales, en casos que indica (Boletín Nº 4.653-05), que fue enviado a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, pueda ser también discutido posteriormente por ella, en atención a que se refiere a materias propias de su competencia.



-- Se accede a lo solicitado.

- - -



El señor Presidente recaba el acuerdo unánime de la Sala para discutir, en el primer lugar del Orden del día de la sesión de hoy, la solicitud de Su Excelencia el señor Vicepresidente de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para prorrogar la autorización de permanencia en Haití de tropas y medios nacionales, correspondiente al Boletín Nº S 927-05.



Consultado el parecer de la Sala, no habiendo oposición, así se acuerda.

_______________

ORDEN DEL DIA

Oficio de Su Excelencia el señor Vicepresidente de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para prorrogar la autorización de permanencia en Haití de tropas y medios nacionales, con informe de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, 

unidas.



El señor Presidente anuncia que corresponde pronunciarse acerca de la solicitud de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del oficio de Su Excelencia el señor Vicepresidente de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para prorrogar la autorización de permanencia en Haití de tropas y medios nacionales, correspondiente al Boletín Nº S 927-05, para cuyo despacho ha hecho presente la urgencia en los términos establecidos en el inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.



Agrega que las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, aprobaron la solicitud por 5 votos a favor, de los Honorables Senadores señores Gazmuri (2 votos, su calidad de miembro de ambas Comisiones) Muñoz Barra, Pizarro y Zaldívar, 3 en contra, de los Honorables Senadores señores Coloma (2 votos en su calidad de miembro de ambas Comisiones) y Arancibia y 2 abstenciones, de los Honorables Senadores señores Prokurica y Romero, las que, luego de repetida la votación, se suman a la mayoría, en virtud de lo dispuesto en el artículo 178 del Reglamento del Senado.

- - -



Ofrecida la palabra, intervienen los Honorables Senadores señores Muñoz Barra, Arancibia, Prokurica, Gazmuri, Coloma, Pizarro, Zaldívar, Novoa, Larraín y Romero, la señora Ministra de Defensa Nacional y el señor Ministro de Relaciones Exteriores.



Cerrado el debate y sometida a votación, la proposición de Su Excelencia el señor Vicepresidente de la República es aprobada por  25 votos a favor y 8 en contra.



Votan por la aprobación, los Honorables Senadores señores Allamand, Ávila, Bianchi, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Votan por el rechazo, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Chadwick, Coloma, Larraín, Novoa, Orpis y Pérez Varela.


Fundan su voto, los Honorables Senadores señores Ruiz-Esquide, Núñez y Escalona.



Que terminada la discusión de este asunto. 

- - -



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día.

______________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo, de diversos Honorables Senadores, en que solicitan al Ejecutivo información respecto de personas contratadas a honorarios en la Administración Central del 

Estado.



El señor Presidente anuncia que corresponde votar el asunto de la referencia.



El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Coloma, Espina, García y Pérez Varela, mediante el Boletín Nº S 926-12, proponen aprobar el siguiente 

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1.- Que es indispensable efectuar un conjunto de acciones de diversa índole a fin de frenar los problemas de corrupción que existen al interior del aparato público;
2.- Que es imprescindible transparentar la situación del personal contratado a honorarios en la Administración Central del Estado, tanto porque tal situación de informalidad es lesiva al concepto de "trabajo decente" que debe primar tanto en el sector público como en el privado, como porque su extensión y falta de control favorece prácticas de clientelismo y de "captura del Estado" que todos los sectores políticos han repudiado.


En virtud de lo anterior, el Senado acuerda solicitar a Usía que el Ministerio a su cargo, a través de la Dirección de Presupuesto, proporcione en forma electrónica, a fin de hacer comparables y verificables los antecedentes, la información relativa a todas las personas contratadas a honorarios (sea a suma alzada o asimilado a grado) entre el 1 de julio del 2005 y el 1 de julio del 2006 en las Subsecretarías, Servicios y Programas de la Administración Central del Estado (se excluye en consecuencia la información relativa a la administración municipal), en lo siguientes términos:
1.- Nombre de la persona contratada.
2.- RUT de la misma.
3.- Fecha de celebración del contrato y plazo del mismo.
4.- Repartición o programa que celebra el contrato.
5.-Descripción de la función contratada.
6.- Monto mensual o total, según corresponda.”.

- - -



Sometido a votación, el proyecto de acuerdo es aprobado por 14 votos a favor, 1 en contra y 1 abstención. 



Votan por la aprobación, los Honorables Senadores señores Allamand, Coloma, Espina, Frei, García, Gazmuri, Horvath, Kuschel, Letelier, Muñoz Aburto, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide y Zaldívar.



Vota por el rechazo, el Honorable Senador señor Núñez.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Pizarro.



Queda despachado este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el anteriormente transcrito.

______________



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día 

_______________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los Honorables señores Senadores que a continuación se señalan, han solicitado se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Bianchi al señor Director Ejecutivo de la Fundación para la Innovación Agraria (FIA), solicitando información acerca de los resultados del proyecto “Desarrollo de un sistema de producción de carne y piel con liebres en cautiverio orientado a mercados de exportación”, ejecutado en el año 2001, en el Fundo Santa Domitila, comuna de Chanco, VII Región.



- Del Honorable Senador señor Espina:



1) A la señora Contralor General de la República subrogante, solicitando investigar las responsabilidades funcionarias de autoridades que indica en la no inversión de fondos en la IX Región, y 



2) Al señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero y, por su intermedio, al señor Director Regional del Organismo en la IX Región, solicitando el envío del expediente Nº 037421, de la Contraloría General de la República.



- Del Honorable Senador señor Frei:



1) Al señor Ministro de Relaciones Exteriores, solicitando considerar la presentación efectuada por los directivos de la Universidad Santo Tomás de Chile en relación con la creación de una casa de estudios de idéntico nombre en el Ecuador; 



2) Al señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, solicitando considerar la presentación efectuada por la empresa RR Donnelley Chile Limitada, en relación con la exclusión del sistema de reintegro a los pequeños y medianos exportadores de productos no tradicionales; 



3) A la señora Ministra de Salud, solicitando que considere la presentación efectuada por los Directorios de las Asociaciones de Funcionarios de Oficinas Provinciales de la Secretaria Regional Ministerial de Salud de X Región, en la que solicitan el establecimiento de un ordenamiento jerárquico básico, con la finalidad de optimizar los recursos humanos existentes; 



4) Al señor Intendente de la X Región, en relación con la petición de la señora Alcaldesa de la Ilustre Municipalidad de La Unión, para tramitar y asignar recursos que permitan llevar a cabo la cartera de proyectos presentada por esa administración comunal, y 



5) Al señor Secretario Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo de la X Región, solicitando que considere la posibilidad de acoger la petición formulada por el comité habitacional “Esperanza para Todos”, de la ciudad de Valdivia, para la adquisición de terrenos para postular a proyectos de vivienda.



Del Honorable Senador señor García:



1) A los señores Ministros de Hacienda y de Justicia, solicitando un pronunciamiento en relación con el beneficio del quinquenio penitenciario que correspondería a los pensionados de Gendarmería de Chile; 


2) Al señor Ministro de Obras Públicas, en relación con la situación de los contratistas encargados de construir las nuevas cárceles de Valdivia y Puerto Montt, VCGP Chile S.A.; 



3) A las señoras Ministras de Vivienda y Urbanismo y de Bienes Nacionales, solicitando información acerca del catastro de loteos irregulares existentes en la IX Región, por comuna, indicando para cada uno de ellos los requerimientos para su regularización, costos involucrados, fecha de ejecución y de obtención del título definitivo y un pronunciamiento acerca de la posibilidad de aplicar la ley Nº 16.741;



4) Al señor Fiscal Regional del Ministerio Público de la IX Región, sobre el aumento en la comisión del delito de abigeato y la sensación de impunidad que existe entre sus víctimas, y 



5) Al señor Alcalde la comuna de Temuco, solicitando que disponga las medidas que permitan a la Agrupación de Mujeres “Las Amapolas”, de la población Pichi Cautín, de esa comuna, continuar con el desarrollo de sus actividades de beneficio social.



- Del Honorable Senador señor Horvath:



1) A los señores Ministros de Hacienda, de Transportes y Telecomunicaciones y al Director del Servicio de Impuestos Internos, solicitando información en relación con la situación tributaria de los cruceros que en la temporada estival surcan el mar jurisdiccional del país, recalando en varios puertos del territorio nacional y aquélla que se aplica a los armadores y empresas nacionales que realizan recorridos locales con los pasajeros de esas naves; 



2) Al señor Ministro de Obras Públicas, a la señora Ministra de Bienes Nacionales y al señor Intendente de la XI Región en relación con el estado en que se encuentran las instalaciones del Ministerio de Obras Públicas en la Región y acerca de la habilitación de terreno que indica para la construcción de una vivienda para uso comunitario; 



3) A las señoras Ministra de Minería y Energía y Superintendenta de Electricidad y Combustibles solicitando investigar las causas y evaluar los efectos de los reiterados cortes de energía acaecidos en la XI Región y, en especial, a la comuna de Aysén; 



4) Al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones y a la señora Intendenta de la XI Región, solicitando estudiar la posibilidad de establecer una rebaja sustancial en el costo del transporte marítimo desde y hacia la XI Región, y



5) A las señora Ministra de Salud e Intendenta de la XI Región y, por su intermedio, al señor Director Ejecutivo de la Agencia de Desarrollo Regional de esa Región, en relación con la posibilidad de elevar de categoría al Hospital de Puerto Aysén.

_____________



En el tiempo del Comité del Partido Renovación Nacional e Independiente, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Allamand quien se refiere a los problemas ocasionados en la X Región por la importación de harina para consumo humano, por parte de la empresa DIFER Limitada, la que es ingresada al país como harinilla para consumo animal y solicita dirigir oficio, en su nombre, a la señora Subsecretaria de Hacienda y al señor Director Nacional de Aduanas, requiriendo información acerca de la situación en que se encuentra la aludida empresa y de las medidas que se están adoptando para evitar que se vulneren las bandas de precios mediante el mecanismo descrito y adjuntando copia de su intervención.



Adhiere a este oficio, en su nombre, el Honorable Senador señor Frei.



A continuación, el Honorable Senador señor Allamand se refiere al destacado accionar de la Corporación de Desarrollo Social del Sector Rural, con un reconocimiento al apoyo empresarial brindado y a la actividad realizada por los profesores y alumnos de esta Institución.



Adhiere a este reconocimiento, en su nombre, el Honorable Senador señor Horvath.



Finalmente, el Honorable Senador señor Allamand se refiere a la consulta ciudadana que se efectuó en la ciudad de Osorno el domingo 19 de noviembre pasado en relación con la creación de la nueva región de Los Ríos y la incorporación de la ciudad de Osorno a esa Región.

- - -



Se deja constancia que no hacen uso de su tiempo los Comités de los Partidos Unión Demócrata Independiente, Socialista, Demócrata Cristiano, Por la Democracia y Radical Social Demócrata, 

- - -



El señor Presidente anuncia que ha llegado la hora de término de la sesión.

______________

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado

SESION 74ª, ESPECIAL, EN MIERCOLES 6 DE DICIEMBRE DE 2.006


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Frei.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei, y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Asisten, asimismo, los señores Ministros del Interior, don Belisario Velasco Baraona, y de Justicia, don Isidro Solís Palma y la señora Ministra de Salud, doña María Soledad Barría Iroume.


Actúan de Secretario y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

CUENTA

Permiso constitucional



Comunicación del Honorable Senador señor Pizarro, por medio de la cual solicita permiso constitucional para ausentarse del país a contar del día 6 de diciembre de 2006.



-- Consultado el parecer de la Sala, no habiendo oposición, se otorga el permiso solicitado.

________________
ORDEN DEL DIA

Oficio de Su Excelencia la señora Presidente de la República mediante el cual recaba el acuerdo del Senado para designar, como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema, al señor Pedro Pierry Arrau, con informe de la Comisión de 

Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del oficio de Su Excelencia la señora Presidente de la República, por el que solicita el acuerdo del Senado para designar al magistrado señor Pedro Pierry Arrau, como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema, correspondiente al Boletín Nº S 924-05.


Informa que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por las consideraciones expuestas en su informe, acordó, por la unanimidad de sus integrantes presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz Aburto, informar a la Sala que en la proposición para nombrar a don Pedro Pierry Arrau como Ministro de la Corte Suprema se ha dado cumplimiento a los requisitos, formalidades y procedimientos  previstos por el ordenamiento jurídico.



Finalmente, el señor Secretario General hace presente que, de conformidad con lo dispuesto en el número 9) del artículo 53 y en el inciso tercero del artículo 78, ambos de la Constitución Política de la República, la designación debe contar para su aprobación con el voto conforme de los dos tercios de los señores Senadores en ejercicio.

- - - 


Ofrecido el uso de la palabra, hacen uso de ella los Honorables Senadores señores Naranjo y Espina, el señor Ministro de Justicia, y los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Gazmuri, Ominami, Ávila y Longueira.



Cerrado el debate y puesta en votación, la solicitud de Su Excelencia la señora Presidente de la República es aprobada por 33 votos a favor y 1 abstención, de 37 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento de esta forma a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 78 de la Carta Fundamental.



Votan a favor los Honorables Senadores señoras Matthei y Alvear y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Se abstiene, el Honorable Senador señor Naranjo.



Queda terminada la discusión de este asunto.

____________________

Oficio de Su Excelencia la señora Presidente de la República mediante el cual recaba el acuerdo del Senado para designar, como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema, al señor Héctor Guillermo Carreño Seaman, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y 

Reglamento.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del oficio de Su Excelencia la señora Presidente de la República, por el que solicita el acuerdo del Senado para designar al magistrado al señor Héctor Guillermo Carreño Seaman, como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema, correspondiente al Boletín Nº S 925-05.


Informa que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por las consideraciones expuestas en su informe, acordó, por la unanimidad de sus integrantes presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz Aburto, informar a la Sala que en la proposición para nombrar a don Héctor Guillermo Carreño Seaman, como Ministro de la Corte Suprema se ha dado cumplimiento a los requisitos, formalidades y procedimientos  previstos por el ordenamiento jurídico.



Finalmente, el señor Secretario General hace presente que, de conformidad con lo dispuesto en el número 9) del artículo 53 y en el inciso tercero del artículo 78, ambos de la Constitución Política de la República, la designación debe contar para su aprobación con el voto conforme de los dos tercios de los señores Senadores en ejercicio.

- - - 


Ofrecido el uso de la palabra, hacen uso de ella los Honorables Senadores señores Muñoz Barra, Naranjo y Allamand, señora Matthei y señores Navarro y Coloma.



Cerrado el debate y puesta en votación, la solicitud de Su Excelencia la señora Presidente de la República es aprobada por 34 votos a favor y 1 abstención, de 37 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento de esta forma a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 78 de la Carta Fundamental.



Votan a favor los Honorables Senadores señoras Matthei y Alvear y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Se abstiene, el Honorable Senador señor Naranjo.



Queda terminada la discusión de este asunto.

________________

Se levanta la sesión.
CARLOS HOFFMANN CONTRERAS






Secretario General del Senado

DOCUMENTOS
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INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE PRORROGA APLICACIÓN DE COEFICIENTES DE DISTRIBUCIÓN DEL FONDO COMÚN MUNICIPAL VIGENTES DURANTE EL AÑO 2006, PARA EL AÑO 2007

(4705-06

HONORABLE SENADO:


Esta Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra emitir su informe acerca del proyecto de ley señalado en el epígrafe, iniciado en mensaje de S.E. la señora Presidenta de la República y con urgencia calificada de “discusión inmediata”.


A la sesión en que la Comisión se ocupó de este asunto concurrieron, además de sus miembros, los Jefes de las Divisiones Legislativa y de Municipalidades de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señores Rodrigo Cabello y Samuel Garrido, respectivamente. 

I. OBJETIVO DEL PROYECTO


Prorrogar la aplicación de los coeficientes de distribución del Fondo Común Municipal vigentes durante el año 2006, para el año 2007.

II. CUESTIÓN PREVIA


Hacemos presente que de conformidad con el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, este proyecto de ley debe discutirse en general y en particular a la vez, por haber sido calificada su urgencia de “discusión inmediata”.

III. ANTECEDENTES

3.1. De Derecho


1. Constitución Política.


2. Ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.


3. Ley Nº 20.033, sobre modificaciones al D.L. Nº 3.063, de 1979, Ley sobre Rentas Municipales.


4. Decreto Ley Nº 3.063, sobre Rentas Municipales.

3.2. De Hecho


El mensaje con que S.E. la señora Presidenta de la República inició este proyecto de ley, junto con recordar el carácter constitucional del Fondo Común Municipal, definido como un mecanismo de redistribución solidaria de los ingresos propios entre las municipalidades del país, expresa que el Ejecutivo ha avanzado una propuesta de modificaciones a la actual estructura de ese Fondo, hoy en trámite en el Congreso Nacional.


Agrega que sumados a la propuesta originaria otros antecedentes emanados de las diversas instancias que intervinieron en esta iniciativa, han surgido elementos que apuntan a rediseñar el sistema de distribución del Fondo como un instrumento que dé efectivas garantías de asignación solidaria de los recursos municipales.


Hace presente, enseguida, que las nuevas fórmulas que se proponen para el cálculo de los coeficientes de distribución del Fondo, en los próximos años, no tendrían en consideración los efectos originados por la aplicación de la ley Nº 20.033, denominada ley de “rentas municipales II”, situación que podría acarrear distorsiones en el mecanismo de distribución del Fondo, pues los impactos permanentes de la ley Nº 20.033 sólo serían cuantificados al término del año 2006 y, en consecuencia, no servirían para calcular los nuevos coeficientes del Fondo.


Enseguida, el mensaje expresa que uno de los componentes de cálculo del Fondo es el constituido por los ingresos propios permanentes de cada municipio y la relación entre predios exentos y predios afectos al pago del impuesto territorial, elementos que con ocasión de la ley “Rentas Municipales II” han experimentado variaciones en lo que respecta a su monto.


Estima el mensaje que en razón de lo expuesto es conveniente que el Congreso Nacional disponga de mayor tiempo para el análisis de los antecedentes técnicos y jurídicos que han de considerarse en el rediseño del Fondo, lo que no es posible de realizar en el resto de este año y que impide, por consiguiente, aplicar los nuevos coeficientes de distribución a partir del 1º de enero del año 2007.


Por lo anterior, continúa, y sin perjuicio de avanzar en el trámite del proyecto sobre rediseño del Fondo, el Ejecutivo propone mantener su actual régimen de distribución, de modo de garantizar que todos los municipios reciban durante el año 2007 ingresos similares a los percibidos en el año 2006.

IV. ESTRUCTURA Y CONTENIDO DEL PROYECTO


El proyecto en informe está constituido por un artículo único, cuyo inciso primero propone que los coeficientes de distribución del Fondo Común Municipal para el año 2007 sean los mismos que los aplicados en el año 2006.


En su inciso segundo, prevé un mecanismo de compensación para los municipios que, por aplicación de los mencionados coeficientes, fueren afectados por reducciones de los aportes estimados del Fondo en el año 2007, en relación con las sumas percibidas durante el año 2006. Agrega que dicha compensación cubrirá el 100% de la reducción de ingresos.


Finalmente, en su inciso tercero, el artículo único del proyecto dispone que la mencionada compensación se financiará con cargo al Fondo Común Municipal, y que la determinación del monto de las respectivas compensaciones y las oportunidades en que serán distribuidas durante el año 2007 se efectuará mediante decreto supremo del Ministerio del Interior.

V. DISCUSIÓN DEL PROYECTO Y ACUERDO


En sesión de hoy, esta Comisión se abocó al estudio del proyecto en informe, con urgencia calificada de “discusión inmediata”. Con los antecedentes del mensaje y las explicaciones que durante la sesión expresaron los representantes del Ejecutivo, esta Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Bianchi, Orpis, Pérez Varela y Sabag, prestó su aprobación en general y en particular a esta iniciativa, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados en el primer trámite constitucional.

- - -


El texto de la iniciativa que esta Comisión propone a la Sala aprobar es del siguiente tenor:


PROYECTO DE LEY:


“Articulo único.- Durante el año 2007, los coeficientes de distribución del 90% y del 10% del Fondo Común Municipal serán aquellos vigentes durante el año 2006.


Las municipalidades que, por aplicación de los coeficientes antes señalados, vieren reducidas las cantidades estimadas a recibir del Fondo Común Municipal en el año 2007 respecto de las cantidades percibidas de dicho Fondo durante el año 2006, recibirán una compensación que cubra el cien por ciento de la reducción de ingresos.  La referida reducción se calculará considerando los recursos municipales percibidos por cada municipio con cargo al Fondo durante el año 2006, según información proporcionada por el Servicio de Tesorerías, en relación con los recursos a percibir durante el año 2007 por aplicación de los coeficientes señalados en el inciso precedente.


Mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio del Interior, el que será suscrito además por el Ministro de Hacienda, se determinará el monto de la compensación para el año 2007, a percibir por cada municipio que en dicho año viere reducida su participación en el Fondo, según lo previsto en el inciso anterior, así como las fechas de su entrega por el Servicio de Tesorerías.  Esta compensación se financiará con cargo al Fondo Común Municipal.".
- - -


Acordado en sesión celebrada hoy, 13 de diciembre de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señores Víctor Pérez Varela (Presidente), Carlos Bianchi Chelech, Jaime Orpis Bouchon y Hosain Sabag Castillo.


Sala de la Comisión, a 13 de diciembre de 2006.

(Fdo.):Mario Tapia Guerrero,
Secretario de la Comisión
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CERTIFICADO DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE PRORROGA APLICACIÓN DE COEFICIENTES DE DISTRIBUCIÓN DEL FONDO COMÚN MUNICIPAL VIGENTES DURANTE EL AÑO 2006, PARA EL AÑO 2007

(4705-06)





Certifico que en el día de hoy se reunió la Comisión de Hacienda para tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que prorroga la aplicación de los coeficientes de distribución del Fondo Común Municipal vigentes durante el año 2006, para el año 2007, Boletín Nº 4.705-06, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.





A la sesión en que se analizó el proyecto asistieron los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Novoa, Ominami y Sabag.


Concurrieron, asimismo, el Jefe de la División Jurídica de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Rodrigo Cabello; el Jefe del Departamento Finanzas Municipales de esa Subsecretaría, señor Víctor Miranda, y el Jefe de la División Municipalidades de la señalada Repartición, señor Samuel Garrido.

El proyecto de ley en informe fue analizado previamente por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


Los representantes del Ejecutivo dejaron constancia de que no existirá en el futuro otro proyecto de ley de prórroga en la materia, debido a que se agilizará el tratamiento de la iniciativa que perfecciona el método de financiamiento del Fondo Común Municipal, actualmente en tramitación en la Cámara de Diputados.


- Sometido el proyecto a votación, fue aprobado en general y en particular por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Escalona, Ominami, Novoa y Sabag, en los mismos términos en que fue despachado por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.
FINANCIAMIENTO


El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda señala que el proyecto no implica gasto fiscal.
- - -





En mérito de lo expuesto, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que fue despachado por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.





Valparaíso, 13 de diciembre de 2006.

(Fdo.):Roberto Bustos Latorre,
Secretario
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CERTIFICADO DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS SOBRE OTORGAMIENTO DE PERMISOS PARA OPERACIÓN DE CASINOS DE JUEGO

(4706-05)


Certifico que con esta fecha, 13 de diciembre de 2006, la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización del Senado aprobó con la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Bianchi, Orpis, Pérez Varela y Sabag, un proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados sobre otorgamiento de permisos para operación de casinos de juego (Boletín Nº 4.706-05), cuyo tenor es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


"Artículo único.- Sólo para efectos del proceso de otorgamiento de permisos de operación para Casinos de Juego que debe iniciarse en el primer bimestre del año 2007, suspéndese, hasta el 30 de septiembre de 2007, la aplicación de lo dispuesto en los artículos 19, 20, 21, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28 y 29 de la ley N° 19.995 y de todas las normas reglamentarias relacionadas con dichos artículos.".

- - -


Certifico, además, que el texto de ley transcrito incluye tres enmiendas -que se destacan en dicho texto- propuestas por el Ejecutivo también con esta fecha, que fueron aprobadas con la misma votación señalada.

(Fdo.):Mario Tapia Guerrero,
Secretario de la Comisión
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CERTIFICADO DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS SOBRE OTORGAMIENTO DE PERMISOS PARA OPERACIÓN DE CASINOS DE JUEGO

(4706-05)





Certifico que en el día de hoy se reunió la Comisión de Hacienda para tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que prorroga la aplicación de sobre otorgamiento de permisos para operación de casinos de juego, Boletín Nº 4.706-05 iniciado en Moción, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.





A la sesión en que se analizó el proyecto asistieron los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Novoa, Ominami y Sabag.


Concurrieron, asimismo, el Honorable Senador señor Vásquez; el Ministro de Hacienda, señor Andrés Velasco; la Subsecretaria de esa Cartera de Estado, señora María Olivia Recart, y las asesoras de la Superintendencia de Casinos de Juego, señoras Marissa Reichberg y Rosita Rojas.

El proyecto de ley en informe fue analizado previamente por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, que lo aprobó en general y en particular, con enmiendas.


El Honorable Senador señor Novoa solicitó que se dejara constancia de que el único propósito del proyecto en informe es suspender el proceso de otorgamiento de permisos para operación de casinos de juego.


- Sometido el proyecto a votación, fue aprobado en general y en particular por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Escalona, Ominami, Novoa y Sabag, en los mismos términos en que fue despachado por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.
FINANCIAMIENTO


Los representantes del Ejecutivo hicieron presente que la iniciativa no implica gasto fiscal.
- - -





En mérito de lo expuesto, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que fue despachado por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.





Valparaíso, 13 de diciembre de 2006.

(Fdo.):Roberto Bustos Latorre,
Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE ESTABLECE UN RÉGIMEN SIMPLIFICADO PARA DETERMINAR IMPUESTO A LA RENTA DE MICRO Y PEQUEÑOS CONTRIBUYENTES

(4246-03)

Honorable Senado:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, individualizado en el rubro, originado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República.


A las sesiones en que se debatió la iniciativa asistieron, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Adolfo Zaldívar Larraín; el Ministro de Hacienda, señor Andrés Velasco; el Director del Servicio de Impuestos Internos, señor Ricardo Escobar; el Subdirector de esta Repartición del Estado, señor René García; el Coordinador de Política Económica del Ministerio de Hacienda, señor Marcelo Tockman; el asesor de esa Cartera de Estado, señor Juan Cristóbal Marshall; el Presidente de la Confederación Gremial Nacional Unida de la Mediana, Pequeña, Microindustria y Servicios Artesanales de Chile (CONUPIA), señor Iván Vuskovic; los Directores nacionales de la Confederación del Comercio Detallista y Turismo de Chile, señores Oscar Bruna, Oscar Hormazábal y Heriberto Neira; el Presidente del Consejo Nacional de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa de Chile, CONAPYME, señor Andrés Ovalle, y su Presidente, señor Ramón Morrás.


Hizo llegar sus observaciones por escrito la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras de Chile.

- - -


Cabe destacar que este proyecto fue discutido sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación.

- - -

OBJETIVOS FUNDAMENTALES DEL PROYECTO


Los principales objetivos de la iniciativa en informe son los siguientes: simplificar el régimen contable- tributario para determinar el Impuesto a la Renta a que están afectos los pequeños empresarios; posibilitar un mejor cumplimiento de las obligaciones que les imponen las leyes tributarias; aliviar los problemas de liquidez que genera a estas empresas el cumplimiento tributario, y mejorar el apoyo que les brinda el Servicio de Impuestos Internos.

- - - 

ANTECEDENTES


Para una adecuada comprensión de la iniciativa en informe deben tenerse presentes los siguientes antecedentes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


- Decreto Ley N° 824, sobre Impuesto a la Renta.


- Código del Trabajo.


- Ley N° 19.518, que fija el nuevo estatuto de capacitación y empleo.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO

Mensaje

En dicho documento se señala que las pequeñas empresas juegan un rol clave para alcanzar un crecimiento económico sostenido y equitativo que beneficie a cada uno de los sectores del país. Las políticas públicas destinadas a potenciar a estas empresas deben apoyar e incentivar su desarrollo de manera de hacerlas más competitivas y capaces de adaptarse a nuevas condiciones económicas.
Se agrega que, en esta línea, es indispensable mantener una atención continua al mejor funcionamiento del sistema tributario con el objeto de perfeccionarlo, especialmente en materias que aumentan su eficiencia a través de criterios de simplificación y racionalidad.

El Mensaje continúa explicando que en la actualidad, para el cumplimiento tributario, las empresas requieren realizar una serie de procedimientos complejos que a los micro y pequeños contribuyentes les significa gastos importantes de tiempo y recursos.

Se informa que el proyecto de ley propone un sistema que busca simplificar el régimen contable-tributario para determinar el impuesto a la renta de estos empresarios, a un nivel que signifique una solución efectiva y real que posibilite un mejor cumplimiento de las obligaciones que las leyes tributarias les imponen. El proyecto también permite aliviar los problemas de liquidez que les genera el cumplimiento tributario a estas empresas. Asimismo, mediante el sistema propuesto, se permite un mejor apoyo para este sector de contribuyentes por parte del Servicio de Impuestos Internos, el cual a través de sus sistemas tecnológicos asistirá en la elaboración de las declaraciones de impuesto a la renta.
Para ello, el proyecto de ley en informe crea un régimen optativo de contabilidad simplificada para efectos tributarios que exige el mínimo de  requerimientos, diseñado con la información de los registros y documentación básicos ya existentes.

La estructura simple de este régimen tiene por finalidad principal incorporar a los micro y pequeños empresarios individuales y empresas individuales de responsabilidad limitada, con un máximo de 3.000 UTM de ventas y servicios anuales ($ 95.000.000 aproximadamente), los que representan un 67% de los contribuyentes de primera categoría del país, a quienes, por las características de su negocio tienen dificultades para cumplir integralmente las exigencias tributarias generales.

Además, según estadísticas del Servicio de Impuestos Internos, estos contribuyentes, por sus bajos niveles de ingresos, consumen prácticamente en el mismo ejercicio las utilidades que en él se generan, con lo cual actualmente se les complica innecesariamente la administración de sus negocios con la exigencia de llevar una variedad de controles y registros que contempla la ley común, los que resultan procedentes para otro nivel de contribuyentes más grandes y sofisticados.

Por consiguiente, dado la simplicidad de sus operaciones habituales, casi exclusivamente compuestas de ventas y compras, que además el consumo de sus utilidades se produce prácticamente en el mismo ejercicio en que se generan, y al bajo monto de su tasa efectiva promedio del impuesto final a la renta, se llega incuestionablemente a la conclusión que es indispensable simplificar la forma en que estos contribuyentes deben cumplir con el impuesto a la renta, estructurando un sistema que refleje su realidad operativa y económica, armonizando el cumplimiento tributario con la forma en que administran el negocio, y poniendo a disposición de los contribuyentes las herramientas tecnológicas con que cuenta el Servicio de Impuestos Internos.

El Mensaje detalla las características del régimen, que son las siguientes:

- Libros de Compras y Ventas y de Remuneraciones como fuente principal de información.

La fuente principal de información de este régimen será la contenida en el Libro de Compras y Ventas que se lleva actualmente para el control del IVA, y el Libro de Remuneraciones, además de boletas, facturas o contratos, que no tienen que registrarse en los señalados libros y que representan, en general, gastos no relevantes en este tipo de contribuyentes.

- Utilidad afecta a Impuesto a la Renta y deducción inmediata de gastos.

La utilidad afecta al impuesto a la renta, tanto con el tributo de primera categoría como con el global complementario o adicional será, en resumen, la diferencia anual que se determine entre la suma de los ingresos por ventas y servicios, y la suma de las compras, utilización de servicios y pago de sueldos y honorarios y otros gastos generales. Adicionalmente, se considerará como gasto no documentado hasta un 0,5% de las ventas brutas, con un mínimo de 1 UTM y un máximo de 15 UTM por contribuyente. Esta forma de calcular la utilidad implicará una mayor coherencia entre la capacidad de pago de los contribuyentes y sus impuestos por pagar.

Se destaca la deducción inmediata como gasto de los desembolsos que se efectúen para adquirir bienes del activo inmovilizado, lo que se traducirá, a su vez, en un fuerte incentivo para que estas empresas puedan realizar este tipo de inversiones.

- Liberación de obligaciones contables.

Para concretar la simplificación del sistema, se libera a los contribuyentes que se acojan a él de una serie de procedimientos, registros y cálculos complejos para este nivel de empresario, como es la confección de balances, la aplicación de la corrección monetaria, la realización de inventarios, etc.

- Simplificación del cálculo de Pagos Provisionales Mensuales (PPM).

De acuerdo a los antecedentes del Servicio de Impuestos Internos, más del 90% de los potenciales contribuyentes de este régimen posee una tasa marginal de impuesto Global Complementario inferior al 17% del impuesto de Primera Categoría, lo que implica que en la actualidad estos contribuyentes le prestan recursos al Estado por concepto de Pagos Provisionales Mensuales (PPM). El mecanismo que se propone en este proyecto de ley fija la tasa de los PPM en un 0,25% de las ventas brutas mensuales, lo que por un lado simplifica el cálculo de las tasas y por el otro reduce significativamente los pagos objetos de devolución. En efecto, este mecanismo significa una reducción de estos pagos para más del 80% de los potenciales contribuyentes de este régimen, contribuyendo a aliviar los problemas de liquidez que enfrentan estas empresas.

- Se mantiene la tributación integrada entre Impuesto de Primera categoría y los impuestos personales.

Por otra parte, se mantiene el régimen vigente que considera el impuesto a la renta en forma integrada, dando derecho a crédito por el impuesto de categoría pagado, a fin de evitar una doble tributación. En igual forma no se innova en cuanto al derecho de trasladar las pérdidas de un ejercicio a los períodos siguientes.

El establecimiento de este régimen simplificado tiene obviamente como objetivo central facilitarle al micro y pequeño contribuyente el correcto y oportuno cumplimiento tributario; pero, además, se persigue simplificar la Ley de la Renta, y permitir a su vez de este modo que el Servicio de Impuestos Internos pueda prestarle un apoyo tecnológico más efectivo y oportuno. En suma, el régimen permitirá a los contribuyentes que se acojan a éste concentrar sus energías en emprender nuevos proyectos, aumentar sus capacidades de inversión y mejorar su productividad.

En el Mensaje se consigna que el ingreso al sistema es voluntario, pero que una vez que el contribuyente se ha incorporado al nuevo régimen deberá permanecer en él por un plazo no inferior a tres ejercicios comerciales, a menos que deje de cumplir las condiciones de permanencia en el sistema. 

Los contribuyentes que opten por ingresar al régimen simplificado deberán, al término del ejercicio anterior al ingreso al mismo, considerar como retiradas la totalidad de las rentas contenidas en el Fondo de Utilidades Tributables. El primer día del ejercicio inicial se deberán considerar como egresos las pérdidas tributarias acumuladas, los activos fijos físicos a su valor neto tributario y las existencias de bienes del activo realizable a su valor tributario.

Si se deja de cumplir con los requisitos de ingreso y permanencia al sistema, los contribuyentes quedarán sujetos a todas las normas comunes de la Ley sobre Impuesto a la Renta. Al incorporarse al régimen común, los contribuyentes deberán elaborar un inventario inicial que registrará el activo físico y el realizable determinado al 31 de diciembre del último ejercicio acogido al régimen simplificado.

Aquellos contribuyentes que abandonen el régimen simplificado, voluntaria u obligatoriamente, no podrán reintegrarse a él hasta después de transcurridos tres ejercicios comerciales en el régimen común.

DISCUSIÓN EN GENERAL


Al darse inicio al análisis de la iniciativa en informe, el señor Ministro de Hacienda efectuó la presentación del proyecto de ley en informe, ocasión en que se refirió a los siguientes aspectos:


I.- Fundamento.-


- El rol de las pequeñas empresas es clave en el desarrollo económico del país.


- Las políticas públicas en este ámbito deben orientarse a ayudar a estas empresas a ser más competitivas y capaces de adaptarse a los cambios.


- En esta línea, un sistema de tributación simple y eficiente puede implicar un paso significativo en el cumplimiento de los objetivos mencionados.


II.- Objetivo.-


El principal objetivo de la iniciativa es la creación de un sistema de tributación simplificado para las pequeñas empresas.


III.- Contexto.-


- El proyecto apunta a contribuyentes pequeños. Micro y pequeños contribuyentes con ventas menores a 3.000 UTM anuales, equivalentes aproximadamente a $95 millones, y organizados como empresas individuales, que corresponden al 67% de los contribuyentes de primera categoría del país. Son empresas pequeñas, pero son muchas.


- Se habla de empresas cuyas utilidades anuales promedio son inferiores a $1,6 millones. Se trata, por tanto, de empresas que viven de sus utilidades y en que el ahorro es mínimo.


- Un 78% retira la totalidad de sus utilidades y más de un 90% distribuye más de un 80% de sus utilidades. Por ello, se requiere un sistema diseñado para el tipo de empresa que retira sus utilidades.


- Más de un 90% de estos contribuyentes está afecto a una tasa marginal de Impuesto Global Complementario igual o inferior al 5%, y un 82,1% está exento de impuestos.


- Adicionalmente, el sistema general de tributación les exige procedimientos complejos con gastos importantes de tiempo y recursos.


- Éstos resultan procedentes para contribuyentes más grandes y sofisticados y no se justifican para las características del negocio de estas empresas.


- El costo mínimo asociado al régimen General de Impuesto a la Renta según el Colegio Nacional de Contadores de Chile, es el que sigue:

Balance general:                        $280.000

Declaración anual:                     $  80.000

Total:                                            $360.000


- Conclusión.- 


Para estas empresas existe un sistema tributario complejo, que les produce problemas de liquidez, costos de tiempo y recursos, y que no se justifica desde un punto de vista de recaudación fiscal. Se requiere de un sistema que refleje su realidad operativa y económica y se alinee con la forma en que éstos administran sus negocios.


Los gastos si bien no serían de monto elevado para una empresa grande son cuantiosos para una empresa pequeña, y además tiene el carácter de gastos fijos. Ellos consisten en gastos contables, de papel y legales.


IV. Objetivos.-


- Objetivo 1: simplificar el régimen contable tributario para sí posibilitar un mejor y más fácil cumplimiento de las obligaciones tributarias.


- Objetivo 2: asistir a los contribuyentes en la elaboración de las declaraciones de impuesto a la renta mediante los sistemas tecnológicos del Servicio de Impuestos Internos.


- Objetivo 3: aliviar los problemas de liquidez que genera el actual cumplimiento tributario por pago de PPM.


V. Contenido del proyecto.-


- Se crea un régimen optativo de tributación simplificada para micro y pequeños contribuyentes.


- Se elaborará a partir del mínimo de requerimientos contables.


- Se utilizará la información de registros y documentación básica ya existente para otros propósitos, como el libro de IVA y de remuneraciones.


- Se reducirán los montos pagados por concepto de PPM y se facilitará su cálculo.


1.- Contribuyentes del nuevo régimen.-


- Podrán incorporarse a este régimen los empresarios individuales y empresas individuales de responsabilidad limitada.


- Deberán, además, ser contribuyentes de IVA.


- Podrán tener un promedio máximo de 3.000 UTM de ventas anuales durante los últimos tres ejercicios ($95 millones aproximadamente).


2.- Base imponible.-


El régimen tributario se simplifica mediante la simplificación de la base imponible.


- La base imponible corresponderá a la diferencia entre los ingresos y los egresos del contribuyente.


- Se permitirá descontar un 0,5% de las ventas como egresos y gastos no documentados.

Ingresos:

Ventas con y sin IVA.

Exportaciones.

Prestaciones de servicios.

Otros ingresos del giro.

Egresos:

Compras e importaciones.

Servicios recibidos.

Remuneraciones y honorarios.

Pago de intereses.

Pérdidas de ejercicios anteriores.

Adquisiciones de activos fijos.


3.- Incentivo a la inversión.-


- En el régimen simplificado la compra de activos fijos y existencias son descontadas en forma instantánea, mientras que en el régimen general las compras de activos fijos son descontadas de la base tributaria en forma paulatina a través de la depreciación y las existencias son descontadas en la medida en que se realizan las ventas.


- Resultado: se genera un fuerte incentivo para que aquellas empresas que se acojan al régimen simplificado realicen mayores inversiones.


4.- Liberación de registros contables.-


- La base tributaria se calcula a partir del libro de IVA y de remuneraciones.


- Resultado: los contribuyentes que se acojan a este régimen estarán liberados para efectos tributarios de: llevar contabilidad completa; practicar inventario; confeccionar balances; efectuar depreciaciones; confeccionar el registro FUT, y aplicar corrección monetaria.


5.- Simplificación PPM.-


- Se propone un mecanismo que fija la tasa de los PPM en un 0,25% de las ventas brutas mensuales.


- Resultado: se simplifica el cálculo de las tasas y se reducen significativamente los pagos objeto de devolución.


i. Se estima que se reducirán las devoluciones de impuestos para mas del 80% de estos contribuyentes.


ii. Además, el total de impuestos a la renta devueltos a estos contribuyentes disminuirá en un 66,3%.


6.- Propuesta declaración vía internet.-


- El Servicio de Impuestos Internos elaborará una propuesta de declaración de impuesto para las empresas que se acojan al sistema en forma similar a la propuesta del Impuesto Global Complementario.


- La propuesta se enmarcará dentro del “Portal Tributario MIPYME”.


- Este incluirá, además de la asistencia de declaración de impuesto a la renta, la emisión de facturas electrónicas y de una mesa de ayuda para el soporte en línea.


- Se minimizará la brecha de tiempo existente entre el evento económico, la contabilización y la posterior declaración y pago de impuestos para los usuarios.


VI. Costo del proyecto.-


- Los efectos fiscales del proyecto surgen porque se cambia el momento en que algunos gastos son reconocidos.


1.- Descuento instantáneo de la compra de activos fijos versus depreciación lineal o acelerada.


2.- Rebaja instantánea de existencia versus descuento en el momento de la venta.


- Con ello, la estimación de costo fiscal, de acuerdo a datos del SII, es la siguiente:

Año                                                                                      MMUS$

2007                                                                                        7,4

2008                                                                                       10,7

2009 en adelante                                                                   8,6


VII. Críticas al proyecto. ¿Por qué se excluye a las sociedades?


- Llevar contabilidad completa no es sólo un medio para determinar impuestos, sino que una herramienta de control y gestión de los negocios.


- Para las sociedades la contabilidad es indispensable para la solución de controversias, arbitrajes, liquidación de derechos, herencias, aportes de terceros, etc.


- Que un proyecto tributario incentive la eliminación de los registros contables puede parecer beneficioso desde un punto de vista tributario, pero contraproducente desde una perspectiva distinta de la señalada.


- En el caso de las empresas individuales estas preocupaciones no existen o son de menor envergadura.


- ¿Por qué se reemplaza el 14 bis?


- El régimen 14 bis actual consiste en un método optativo y alternativo de tributación para empresas con igual nivel de ventas que el régimen propuesto.


- En éste se pagan impuestos a la renta sólo por los retiros efectuados, es decir, las utilidades que se retienen no pagan impuesto alguno hasta ser retiradas.


- A pesar de ser en apariencia muy conveniente, muy pocos lo utilizan. De los 404.000 contribuyentes que califican para adherirse a él sólo 23.000 lo han hecho, apenas el 5,9%. Esto ocurre por una serie de razones:


i. La mayoría de las empresas de este tamaño retiran casi la totalidad de sus utilidades, por lo que la suspensión del pago de impuestos por los montos no retirados casi no existe.


ii. A pesar de que no existen PPMs, cualquier retiro debe pagar provisionalmente una tasa de 17%.


iii. Si bien para efectos tributarios no deben llevar libros ni registros contables, en la práctica éstos son requeridos para otros efectos (gratificaciones, disminuciones de capital).


- Si las empresas acogidas actualmente al 14 bis se trasladaran al nuevo régimen, un 89% de ellas no pagaría más impuestos.


- No parece justificable la existencia de un régimen para el mismo tipo de contribuyentes que el propuesto, pero que beneficia a sólo el 1% de los que tienen acceso a él.


- Se incorpora un período de transición en el que los que tributan actualmente en el 14 bis podrán mantenerse en ese sistema hasta por los próximos 15 ejercicios.


El señor Ministro explicó que se limita a 15 ejercicios porque si ya en la actualidad beneficia a un conjunto muy pequeño de empresas, de las que el 89% estará mejor con el nuevo sistema, permitir que exista para siempre un mecanismo que atienda a un subconjunto pequeño no tendría sentido.


El Honorable Senador señor García observó que las cifras indicadas en la exposición del señor Ministro no coinciden con las informadas por el Director del Servicio de Impuestos Internos al referirse al gasto tributario, porque en aquella oportunidad se señaló que para calcular el gasto tributario asociado al artículo 14 bis se estimaba que un porcentaje algo superior al 60% de las utilidades quedaba con impuesto postergado.


Los personeros del Ejecutivo señalaron que ese dato se refiere al promedio para todas las empresas del país.


- A pesar de estar afectos a bajas tasas de impuesto, el régimen general les obliga a efectuar Pagos Provisionales Mensuales (PPM) equivalentes al Impuesto de Primera Categoría (tasa 17%).


- Los PPM son a cuenta del Impuesto Global Complementario, por lo que bajas tasas de Global Complementario implican que una proporción importante de estos pagos deberán ser devueltos.


- Éstos sólo son devueltos en abril, al momento de realizar la declaración del Impuesto Global Complementario, lo que significa que estos contribuyentes le están prestando dinero al Estado durante todo el año tributario.


- Así, se genera un problema de liquidez, ya que, en general, son éstas las empresas con mayores dificultades para acceder a financiamiento.


El Honorable Senador señor Ominami solicitó una estimación acerca del monto que pagan por concepto de PPM las referidas empresas. Los representantes del Ejecutivo señalaron que dicha cifra corresponde al 17% de $1,6 millones.


El Honorable Senador señor García estimó interesante el proyecto de ley en informe. Sin embargo, consideró necesario efectuar cortes en las cifras mencionadas. Por ejemplo, sostuvo, al afirmarse que el promedio de utilidades es de $1,6 millones, le parece necesario distinguir cuántos contribuyentes tienen pérdidas en sus respectivos ejercicios, con lo que el promedio de utilidades disminuiría.


Llamó la atención hacia la circunstancia de que puede estar mezclándose a empresarios realmente pequeños con otros que no lo son y que constituyen motores de la economía, particularmente a nivel regional.


Solicitó una explicación adicional respecto de la afirmación de que sólo se beneficia del 14 bis el 1% de los que tiene acceso al mismo.


Consideró de la mayor importancia escuchar la opinión de los involucrados, porque si bien encuentra atractiva la idea de que no deba hacerse FUT ni llevar balance, existen empresas a las que el 14 bis beneficia, especialmente en lo que dice relación con la reinversión de utilidades.


El Honorable Senador señor Novoa manifestó que discrepa de la filosofía del proyecto de ley en informe, porque bajo el esquema de desarrollo de las PYME se plantea algo que puede constituir una simplificación para un sector muy pequeño. Opinó que el concepto de la pequeña y mediana empresa, que crece y genera empleo, no cabrá en el proyecto. Sobre el particular observó que se señaló que se elimina el FUT, lo que es obvio, puesto que se tendrán que pagar de inmediato todos los impuestos.


Observó que el 14 bis, que es un instrumento para el desarrollo de las empresas que generan empleo y que invierten, no debiera eliminarse.


Apuntó que si bien se sostuvo que sólo se beneficia con el 14 bis el 1% de los que tienen acceso al sistema, ello equivale a 2.500 empresas. Añadió que si cabe alguna crítica al 14 bis, es que el techo es muy bajo, y que si se busca desarrollar PYMES habría que subir el techo, e imponer trabas a las empresas que abusen del sistema, sin descartarlo, porque es un buen instrumento.


Señaló que de nada sirve que se mantengan 15 años para los actuales contribuyentes, porque si les va bien se tiene que salir del sistema porque su promedio de ventas anuales supera el promedio autorizado o no van a existir al cabo de los 15 años. A su juicio hay que tomar en consideración a los potenciales beneficiarios y no a los actuales.


El Honorable Senador señor Zaldívar puso de relieve que se había expresado que la lógica del proyecto es fortalecer a los pequeños empresarios y que ello debiera conllevar una posición respecto de la clase de país que se quiere para el futuro. Precisó que no ve reflejado esto en la iniciativa. Si bien la simplicidad se orienta en tal sentido, ello no sería suficiente.


Subrayó que al suprimirse el 14 bis se avanza justamente en el camino contrario. Junto a la simplicidad tributaria, que es conveniente y tiende a fortalecer a las PYME, debería haberse alzado el monto de las 3.000 UTM, con el mismo criterio que se utilizó respecto del FOGAPE. Tener PYMEs fuertes y que exista trabajo es lo que debería potenciarse.


Expresó que el proyecto, en los términos en que está planteado, tiene un contrasentido en si mismo, razón por la cual si bien su postura es favorable a la idea de simplicidad que significa, habría que reconsiderarlo.


El Honorable Senador señor Sabag valoró que la iniciativa está enfocada a apoyar a los empresarios más pequeños, no obstante lo cual habría que contemplar la posibilidad de elevar los montos inicialmente planteados. Consideró imprescindible escuchar la opinión de los interesados, puesto que los beneficios propuestos podrían resultar insuficientes.


El Honorable Senador señor Zaldívar destacó que las 3.000 UTM de tope están fijadas desde la vigencia del sistema del artículo 14 bis, esto es, desde el año 1990, fecha en que el producto geográfico bruto del país era sustancialmente menor que en la actualidad.


El señor Ministro de Hacienda comentó la opinión del Honorable Senador señor Novoa en relación con la filosofía del proyecto y manifestó que es necesario hacer una evaluación del sistema optativo que se propone en el proyecto, porque a su juicio los beneficios de éste para los más pequeños son indudables.


Respecto del límite de 3.000 UTM que se propone en el nuevo régimen, aseveró que una empresa que pasa de ser pequeña a mediana no va a crecer si no tiene contabilidad, por lo que el sistema es apropiado para los verdaderamente pequeños. Una vez que se superó ese límite la empresa tendría que llevar contabilidad completa.


Reiteró que la eliminación del 14 bis se propone porque no es conveniente tener varios sistemas funcionando al mismo tiempo, y que, atendido que la evaluación del Ejecutivo es que a la inmensa mayoría de los que actualmente están acogidos al 14 bis les convendría el nuevo sistema, se descarta el otro.


El Honorable Senador señor Ominami opinó que el proyecto apunta en buena dirección y expresó estar dispuesto a apoyarlo.


No obstante lo anterior, manifestó dudas en cuanto a que si una empresa quisiera desarrollarse debiera llevar contabilidad, y desde ese punto de vista el proyecto podría no ser adecuado. Asimismo, le parece que podría ampliarse el límite de las 3.000 UTM, que le merece dudas. Sobre el particular hizo presente que si bien tiene la convicción de que se han realizado cosas bien inspiradas, ellas han sido de impacto modesto en el fomento de las actividades económicas. Puntualizó que la definición de pequeño contribuyente del año 1990 podría ser objeto de revisión el año 2006.


En relación con el sistema del artículo 14 bis, planteó que sería factible considerar mantenerlo y que compita con el propuesto en el proyecto. Consideró atendible el argumento de quienes sostienen que la iniciativa les entrega por una parte y les quita por otra.


El Director del Servicio de Impuestos Internos subrayó que el propósito del proyecto consiste sólo en dar una alternativa más simple a empresarios pequeños que hoy en día tienen que hacer contabilidad sólo porque tiene que pagar impuestos, por lo que se busca facilitarles ese trámite.


Además, expresó, los datos que maneja el SII permiten apreciar que el régimen del artículo 14 bis, después de 16 años de operación, cuenta con 24.000 personas inscritas, esto es, sólo un 5,9% del universo potencial. Enfatizó que para la gran mayoría -89%- de los actuales contribuyentes del artículo 14 bis, el nuevo sistema propuesto sería más conveniente, lo que se explica por un problema de diseño del mecanismo del artículo 14 bis, que supone que el gran beneficio que le da a las empresas es no pagar impuesto de primera categoría ni global complementario mientras no se retiren las utilidades, para un universo de personas que deben vender cifras no superiores a $95 millones al año.


El Honorable Senador señor Adolfo Zaldívar observó que si se sube el tope el beneficio, ello sería útil a un universo más amplio y se potenciaría un sector de importancia económica y social.


El Director del Servicio de Impuestos Internos insistió en que la tendencia en las empresas pequeñas es la no utilización del régimen del artículo 14 bis. Si bien subir el límite permitiría el ingreso de más empresas, la idea original no consistía en crear un sistema para empresas más grandes, sino uno sencillo, para empresas pequeñas.


Los representantes de CONAPYME expusieron la posición de la entidad frente al proyecto de ley en informe.


Se mostraron partidarios de mantener el texto propuesto por el Ejecutivo en el Mensaje, en lo referente a la simplificación en la tributación de las microempresas. No obstante, manifestaron que discrepan de la propuesta del Ejecutivo en cuanto a eliminar el mecanismo contenido en el texto vigente del artículo 14 bis, que permite aplicar el impuesto de primera categoría sólo cuando las utilidades se realizan. Señalaron que la modificación propuesta significará un alza en la tributación de las microempresas, porque se desalentará la capitalización y los incentivos para generar nuevos empleos.


Sugirieron aprovechar la reforma a la normativa vigente no para su supresión, sino para ampliar el límite de 3.000 UTM a 25.000 UTM, esto es, al monto exigido en el FOGAPE como pequeño y mediano empresario, con lo que sería posible incorporar más contribuyentes al sistema. Al tributar sobre utilidad retirada se podría incentivar fuertemente la capitalización de la micro y pequeña empresa y generar con ello nuevos empleos que irían en beneficio del país.


Hicieron notar que los candidatos a la Presidencia de la República se comprometieron a mejorar el marco regulatorio de las micro, pequeñas y medianas empresas y acordaron la eliminación del impuesto a las utilidades de estas empresas cuando sean re invertidas en el mismo giro del negocio, por lo que el proyecto, en los términos en que se ha planteado, vulneraría ese acuerdo de los candidatos a la Presidencia.


Los representantes de la Confederación del Comercio Detallista y Turismo de Chile formularon algunas consideraciones generales, e hicieron presente que como fundamento para la derogación del actual artículo 14 bis se ha señalado que solamente un pequeño universo de contribuyentes utilizan el actual artículo 14 bis.


Sobre el particular afirmaron que si bien se indica que menos del 6% de las empresas que podrían acogerse hoy en día al sistema especial lo utilizan, de aquellas solamente un pequeño número se ubica dentro del parámetro de contribuyentes del 14 bis. El resto retira o distribuye las utilidades, provocando la tributación de los impuestos generales de la Ley de la Renta. Ello no implica que la norma actual no tenga utilidad alguna o que no tenga un universo importante de contribuyentes para quienes tenga importancia o que su vigencia revista utilidad, o que su derogación no implique un alza de la tributación para la micro, pequeña y mediana empresa.


Sobre el texto del actual artículo 14 bis, plantearon que dicha norma establece un sistema de tributación que, básicamente, consiste en diferir el pago de los impuestos de primera categoría y global complementario para el momento en que las utilidades generadas por la sociedad sean retiradas por los socios o distribuidas a sus accionistas. O sea, no hay impuestos de la Ley de la Renta mientras los dineros generados por estos contribuyentes se mantengan invertidos en las sociedades, cumpliendo los demás requisitos legales para acogerse a esta normativa, tales como capital, límite de ventas, etc.


Respecto del proyecto de ley en discusión, manifestaron que no guarda relación alguna con quienes actualmente forman parte del grupo de contribuyentes usuarios del actual artículo 14 bis. Se propone que sólo podrán acogerse a este nuevo régimen los contribuyentes de IVA, que tengan a su vez el carácter de empresarios individuales o empresas individuales de responsabilidad limitada que no tengan por giro las rentas derivadas de la explotación de bienes raíces, aquellas derivadas de capitales mobiliarios, la venta de inmuebles o actividad inmobiliaria en general, actividad financiera, y que no tengan inversiones relativas a la posesión o explotación de derechos sociales, u otras formas de asociación. Además, se propone cambiar la modalidad de tributación a un sistema de utilidades devengadas. O sea, se tributaría con total prescindencia de si las utilidades fueron retiradas o reinvertidas en la empresa.


Por otro lado, se deja al margen de esta iniciativa a un importante grupo de contribuyentes que son PYMEs, a quienes se discrimina sin existir fundamentos plausibles para ello. Las sociedades de personas quedan fuera del sistema y lo mismo aquellos contribuyentes que no sean contribuyentes de IVA. O sea, con la nueva norma se sustrae a parte importante de los actuales beneficiarios del actual sistema del artículo 14 bis, otorgándoles una vigencia diferida para permanecer acogidos a la actual franquicia.


Hicieron presente algunas sugerencias:


1.- Si el objetivo del legislador es el de restringir el uso del 14 bis, ello podría ser materia de un proyecto de ley específico, que establezca nuevas condiciones para su utilización, tales como permitir que sólo las sociedades de personas, integradas por personas naturales adscriban a la franquicia, o que, en su caso, se modifiquen las bases de cálculo de la renta promedio anual, o las de determinación de capital propio.


2.- De acuerdo con lo anterior, sugirieron la revisión del proyecto en cuanto a su planteamiento original, para ampliar la base de contribuyentes que puedan tener acceso al sistema vigente del artículo 14 bis, bajo las siguientes condiciones:


i. Mantener del texto propuesto por el Ejecutivo todo lo referido a la simplificación de la tributación de las mipymes incorporadas en el nuevo artículo 14 bis de la Ley de Impuesto a la Renta. Ello implica modificar las normas legales que sean pertinentes, sin afectar al universo de contribuyentes que hoy se benefician con el régimen simplificado del artículo 14 bis.


ii. Mantener el actual sistema del texto vigente que aplica el impuesto de primera categoría sólo cuando las utilidades se retiran, para contribuyentes de IVA como persona natural o jurídica (sociedad de personas), cambiar los máximos de ventas anuales: ampliar desde 3.000 UTM a UF 5.262 a 14.253 UTM o UF 25.000.


iii. Establecer la salida del sistema de los contribuyentes que sobrepasen los límites de ventas o servicios anuales, calculando el promedio de los tres últimos ejercicios.


Con lo anterior se ampliaría un sistema ya existente y se daría impulso para capitalizar a las micro, pequeñas y medianas empresas.


En conclusión, si lo que se pretende es incentivar el desarrollo de las pequeñas mediante sistemas tributarios que promuevan la inversión y el ahorro, lo que debe hacerse es mantener vigente la tributación que regula el actual artículo 14 bis, y el nuevo sistema tributario debe estar orientado a la conformación de un estatuto de tributación simplificada para pequeños contribuyentes, como un régimen tributario alternativo y adicional para las micro, pequeñas y medianas empresas. Propusieron introducir un nuevo artículo, 14 ter, o modificar el párrafo segundo del Título II de la Ley de Impuesto a la Renta, denominado “De los pequeños contribuyentes”. El nuevo sistema debe fomentar la reinversión, mediante normas que permitan que no se tribute mientras las rentas no sean retiradas.


Los representantes de la CONUPIA manifestaron su acuerdo con el proyecto en informe. Observaron que estiman fundamental el compromiso existente en cuanto a simplificar la tributación de los pequeños empresarios del país, que se está cumpliendo, a pesar de lo cual preferirían que no sólo se redujera los trámites de índole administrativo, sino que hubiera además una modernización en los temas relativos al control de las pequeñas empresas.


Enfatizaron la importancia de la forma en que se implementará el sistema. Destacaron la rebaja de los PPM al 0,25% por parejo, sobre la base del cálculo de que en general las PYME tributan del orden del 5%, por lo que con el 0,25% sería posible pagar y no tener que prestar dinero al Estado, como sucede en la actualidad. Ello permitiría la capitalización de las empresas, al estar los fondos disponibles para futuros emprendimientos.


Manifestaron que el grupo de usuarios del mecanismo del artículo 14 bis son esencialmente empresarios que se dedican a las inversiones y que en un sistema de escala eluden el pago del impuesto.


Reiteraron que lo relevante en la materia es que los empresarios que quieran acceder al nuevo sistema que se propone puedan hacerlo, con el agregado de poder diferir el pago de IVA hasta los días 20 de cada mes.


Se valoró que el proyecto en informe permite focalizar el beneficio en las empresas 


Los representantes del Colegio de Contadores de Chile efectuaron un análisis comparativo del sistema actual y del que se propone en el proyecto.


Sobre el particular detallaron que el sistema actual rige para todo contribuyente; si no se retiran utilidades no se paga primera categoría ni global complementario; se exime de 5 obligaciones tributarias; la base del pago del impuesto es el retiro; la tasa de PPM es un 17% del retiro y se paga sólo cuando hay retiro; se ingresa al sistema sin mayores costos tributarios; la base afecta al primera categoría y global complementario son los retiros, y los que ahorran tienen premio, porque postergan el global complementario.


El régimen propuesto es sólo para empresas individuales y de responsabilidad limitada afectos a IVA; si no se retira utilidades paga primera categoría y global complementario, sobre una base ajustada; se exime igualmente de 5 obligaciones tributarias; la base del pago es un cálculo más sofisticado; la tasa es 0,25% de las ventas y se paga todos los meses; los que ahorraron y quieran ingresar a este sistema deben pagar global complementario por todo lo acumulado; los activos históricos se consideran un egreso del nuevo sistema, es decir, rebajan, pero de los ingresos futuros; la base afecta a primera categoría y global complementario es la diferencia entre ingresos y egresos, y los que ahorran pagan impuestos.


Señalaron que el análisis efectuado permite llegar a las siguientes conclusiones:


Las fortalezas del nuevo sistema serían las siguientes:


- Menor tasa de PPM.


- El Servicio de Impuestos Internos ofrece asistencia en la declaración de impuesto a la renta.


- Se anticipa llevar a gastos los activos.


Por otra parte, las debilidades del sistema propuesto serían las siguientes:


- No premia el ahorro.


- El anticipar el gasto por los activos que se adquieren baja efectivamente las utilidades, pero hoy con el régimen del 14 bis no se tributa por las utilidades.


- No aporta beneficios de simplificación adicional a lo que ya existe.


- Restringe la simplificación tributaria existente hoy para todo contribuyente.


- Pone altas barreras para el ingreso al sistema, ya que se exige el pago por el FUT acumulado.


- La declaración de IVA se debe hacer igual que antes.


- No es claro que se ahorre en contador. Las responsabilidades en materia tributaria siguen vigentes: hacer el libro de compraventas; decidir qué activos y gastos dan derecho a IVA; confeccionar la declaración mensual; timbrar documentos y tramitar desbloqueos.


Asimismo, siguen las responsabilidades en materia laboral: contratos de trabajo; liquidaciones de sueldo mensual; confecciones de planillas de declaración previsional y tramitación de licencias médicas.


También hay responsabilidades municipales: obtención de patentes municipales; presentación de antecedentes anuales para la determinación del monto de la patente.


Si bien el SII “asiste” en la declaración de renta, la responsabilidad siempre es del contribuyente.


Los representantes del Colegio de Contadores propusieron mantener el actual artículo 14 bis y agregar un artículo 14 ter, y corregir el actual artículo 14 bis agregando el beneficio de un PPM menor.


La Asociación de Bancos e Instituciones Financieras de Chile hizo llegar por escrito los siguientes comentarios a la iniciativa en informe:


- El nuevo sistema presenta algunas restricciones que generan costos y complejidades que pueden no ser atractivos para las empresas que se pretende beneficiar. Parece inconveniente derogar una norma que establece claros beneficios para los contribuyentes, sin dar a los contribuyentes la libertad de optar por acogerse a dicho régimen.


Al efecto sugirieron que el nuevo régimen simplificado sea optativo y adicional, con el fin de evitar que se eliminen beneficios que actualmente los contribuyentes tienen.


- El beneficio de la reinversión contemplado actualmente en el artículo 14 bis permite a los contribuyentes postergar el pago  de sus impuestos tanto de primera categoría como global complementario o adicional, hasta aquel ejercicio en que efectúen retiros de sus respectivas empresas. Este es un beneficio importante para el país, pues los flujos financieros del caso se destinan a capital de trabajo y no a consumo, siendo la inversión uno de los elementos motores para el crecimiento de la economía. Sugirieron restablecer el beneficio contemplado en el artículo 14 bis.


En síntesis, hicieron presente, sus comentarios se pueden resumir en que consideran importante que el Ejecutivo promueva iniciativas legales que simplifiquen los trámites tributarios de las micro y pequeñas empresas, pero a su vez estas iniciativas no deben menoscabar los beneficios del régimen simplificado. Se debe dejar libertad al contribuyente para escoger el régimen que mejor favorezca sus intereses.


El señor Ministro de Hacienda manifestó que si bien el Gobierno considera que el artículo 14 bis no constituye el mecanismo ideal para fomentar la inversión en la PYME, se estima preferible diferir la discusión acerca del futuro de esa normativa y que ello no impida el surgimiento del sistema alternativo que plantea el proyecto, para lo cual propuso a la Comisión aprobar en general la iniciativa, manteniendo el sistema actual del artículo 14 bis, además del régimen simplificado que establece la iniciativa en informe.


Destacó que existiría consenso respecto de que el régimen del artículo 14 bis adolece de algunas imperfecciones y que habría que introducirle modificaciones en materias relativas a préstamos con relacionados y a reinversión de utilidades que provienen de actividades que no son productivas, ya que es un instrumento de incentivo a la inversión productiva.


Comunicó la disposición del Ejecutivo para presentar, en su oportunidad, una indicación que proponga, por una parte, la mantención indefinida del sistema del artículo 14 bis y, por otra, un perfeccionamiento que impida que se preste para abusos.


Subrayó que el Ejecutivo espera que el sistema alternativo pueda estar operativo para ser utilizado el año 2007, lo que mueve a no hacer ahora la discusión de fondo respecto del mecanismo del artículo 14 bis.


El Honorable Senador señor Novoa puso de relieve una diferencia de criterio con el Ejecutivo, ya que considera que el artículo 14 bis, en los términos en que opera en la actualidad, constituye un estímulo adecuado para aquellos que tiene un nivel de ventas que les permita una potencialidad de crecimiento mayor y que puedan, realmente, reinvertir.


Recordó que por ello se había sugerido ampliar el mecanismo del artículo 14 bis y, bajo el criterio de tener un tope mayor, acotarlo a empresas de tamaño mediano.


Enfatizó que en conversaciones con sectores de pequeñas y medianas empresas existe la convicción de que se puede obtener un beneficio con la postergación del pago de impuestos. Sugirió dejar un sistema simplificado para las empresas realmente pequeñas y uno con contabilidad y con el beneficio para las empresas medianas.


Sometido a votación en general el proyecto, la idea de legislar resultó aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Ominami, Novoa y Sabag.

- - -

FINANCIAMIENTO


El informe financiero acompañado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de fecha 15 de junio de 2006, señala:


“Los efectos fiscales de este sistema simplificado surgen debido a que éste, aunque grava los mismos ingresos que el régimen general y permite las mismas deducciones de gastos, difiere en el momento en que algunas deducciones se incorporan al cálculo de la base imponible. En efecto, el régimen simplificado permitirá diferir el pago de Impuesto a la Renta a aquellos contribuyentes que realizan inversiones en activos fijos, ya que se admite la rebaja inmediata de las compras de estos activos.


Esta modificación resultará en una menor recaudación tributaria, por cuanto los contribuyentes adelantarán la declaración de los gastos asociados a la compra de activos fijos, disminuyendo, por tanto, su utilidad tributable.


De esta manera se estiman los siguientes efectos sobre los ingresos fiscales, para los años que se señalan:


Año                                       MM US$


2007                                         -7,4


2008                                      -10,7


2009 en adelante                   -8,6”


En consecuencia, las normas de la iniciativa no producirán desequilibrios macroeconómicos, ni incidirán negativamente en la economía del país.
- - -


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación en general del proyecto de ley en informe, cuyo texto consta en el oficio N° 6380, de 12 de septiembre de 2006, de la Honorable Cámara de Diputados, y es del tenor siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974:

1) Suprímese el párrafo segundo del número 1 del artículo 2°.

2) Sustitúyese el artículo 14° bis, por el siguiente:

“Artículo 14° bis.- Los contribuyentes obligados a declarar renta efectiva según contabilidad completa por rentas del artículo 20 de esta ley, podrán acogerse al régimen simplificado que se establece en este artículo, siempre que den cumplimiento a las siguientes normas:

1.- Requisitos que deben cumplir cuando opten por ingresar al régimen simplificado:

a) Ser empresario individual o estar constituido como empresa individual de responsabilidad limitada;

b) Ser contribuyente del Impuesto al Valor Agregado;

c) No tener por giro o actividad cualquiera de las descritas en el artículo 20 números 1 y 2, ni realizar negocios inmobiliarios o  actividades financieras, salvo las necesarias para el desarrollo de su actividad principal;

d) No poseer ni explotar a cualquier título derechos sociales o acciones de sociedades, ni formar parte de contratos de asociación o cuentas en participación en calidad de gestor, y

e) Tener un promedio anual de ingresos de su giro, no superior a 3.000 unidades tributarias mensuales en los tres últimos ejercicios. Para estos efectos, los ingresos de cada mes se expresarán en unidades tributarias mensuales según el valor de ésta en el mes respectivo. En el caso de tratarse del primer ejercicio de operaciones, deberán tener un capital efectivo no superior a 6.000 unidades tributarias mensuales, al valor que éstas tengan  en el mes del inicio de las actividades.

2.- Situaciones especiales al ingresar al régimen simplificado.

Las personas que estando obligadas a llevar contabilidad completa, para los efectos de esta ley, opten por ingresar al régimen simplificado, deberán efectuar el siguiente tratamiento a las partidas que a continuación se indican, según sus saldos al 31 de diciembre del año anterior al ingreso a este régimen:

a) Las rentas contenidas en el fondo de utilidades tributables, deberán considerarse íntegramente retiradas al término del ejercicio anterior al ingreso al régimen simplificado;

b) Las pérdidas tributarias acumuladas, deberán considerarse como un egreso del primer día del ejercicio inicial sujeto a este régimen simplificado;

c) Los activos fijos físicos, a su valor neto tributario, deberán considerarse como un egreso del primer día del ejercicio inicial sujeto a este régimen simplificado, y

d) Las existencias de bienes del activo realizable, a su valor tributario, deberán considerarse como un egreso del primer día del ejercicio inicial sujeto a este régimen simplificado.

3.- Determinación de la base imponible y su tributación.

a) Los contribuyentes que se acojan a este régimen simplificado deberán tributar anualmente con el Impuesto de Primera Categoría y, además, con los Impuestos Global Complementario o Adicional, según corresponda. La base imponible del Impuesto de Primera Categoría, Global Complementario o Adicional, del régimen simplificado corresponderá a la diferencia entre los ingresos y egresos del contribuyente.

i) Para estos efectos, se considerarán ingresos las cantidades provenientes de las operaciones de ventas, exportaciones y prestaciones de servicios, afectas o exentas del Impuesto al Valor Agregado, que deban registrarse en el Libro de Compras y Ventas, como también todo otro ingreso relacionado con el giro o actividad que se perciba durante el ejercicio correspondiente, salvo los que provengan de activos fijos físicos que no puedan depreciarse de acuerdo con esta ley, sin perjuicio de aplicarse en su enajenación separadamente de este régimen lo dispuesto en los artículos 17° y 18°.

ii) Se entenderá por egresos las cantidades por concepto de compras, importaciones y prestaciones de servicios, afectos o exentos del Impuesto al Valor Agregado, que deban registrarse en el Libro de Compras y Ventas; pagos de remuneraciones y honorarios; intereses pagados; impuestos pagados que no sean los de esta ley, las pérdidas de ejercicios anteriores, y los que provengan de adquisiciones de bienes del activo fijo físico salvo los que no puedan ser depreciados de acuerdo a esta ley.

Asimismo, se aceptará como egreso de la actividad el 0,5% de los ingresos del ejercicio, con un máximo de 15 unidades tributarias mensuales y un mínimo de 1 unidad tributaria mensual, vigentes al término del ejercicio, por concepto de gastos menores no documentados, créditos incobrables, donaciones y otros, en sustitución de los gastos señalados en el artículo 31°.

b) Para lo dispuesto en este número, se incluirán todos los ingresos y egresos, sin considerar su origen o fuente o si se trata o no de sumas no gravadas o exentas por esta ley.

c) La base imponible calculada en la forma establecida en este número, quedará afecta al Impuesto de Primera Categoría y Global Complementario o Adicional, por el mismo ejercicio en que se determine. Del Impuesto de Primera Categoría, no podrá deducirse ningún crédito o rebaja por concepto de exenciones o franquicias tributarias.

4.- Liberación de registros contables y de otras obligaciones.

Los contribuyentes que se acojan al régimen  simplificado establecido en este artículo, estarán liberados para efectos tributarios, de llevar contabilidad completa, practicar inventarios, confeccionar balances, efectuar depreciaciones, como también de llevar el detalle de las utilidades tributables y otros ingresos que se contabilizan en el Registro de la Renta Líquida Imponible de Primera Categoría y Utilidades Acumuladas a que se refiere el artículo 14°, letra A), y de aplicar la corrección monetaria establecida en el artículo 41°.

5.- Condiciones para ingresar y abandonar el régimen simplificado.

Los contribuyentes deberán ingresar al régimen simplificado a contar del 1 de enero del año que opten por hacerlo, debiendo mantenerse en él a lo menos durante tres ejercicios comerciales consecutivos. La opción para ingresar al régimen simplificado se manifestará dando el respectivo aviso al Servicio de Impuestos Internos desde el 1 de enero al 30 de abril del año calendario en que se incorporan al referido régimen. Tratándose del primer ejercicio tributario deberá informarse al Servicio de Impuestos Internos en la declaración de inicio de actividades.

Sin embargo, el contribuyente deberá abandonar obligatoriamente, este régimen, cualquiera sea el período por el cual se haya mantenido en él, cuando se encuentre en alguna de las siguientes situaciones:

a) Si deja de cumplir con alguno de los requisitos señalados en las letras a), b), c) y d) del número 1 de este artículo, y 

b) Si el promedio de ingresos anuales es superior a 3.000 unidades tributarias mensuales en los tres últimos ejercicios, o bien, si los ingresos de un ejercicio supera el monto equivalente a 5.000 unidades tributarias mensuales. Para estos efectos, los ingresos de cada mes se expresarán en unidades tributarias mensuales según el valor de ésta en el mes respectivo. Para la determinación de estos límites, se excluirán los ingresos que provengan de la venta de activos fijos físicos.

6.- Efectos del retiro o exclusión del régimen simplificado.

Los contribuyentes que opten por retirarse o deban retirarse del régimen simplificado, deberán mantenerse en él hasta el 31 de diciembre del año en que ocurran estas situaciones, dando el aviso pertinente al Servicio de Impuestos Internos desde el 1 de enero al 30 de abril del año calendario siguiente.

En estos casos, a contar del 1 de enero del año siguiente quedarán sujetos a todas las normas comunes de la Ley sobre Impuesto a la Renta.

Al incorporarse el contribuyente al régimen de contabilidad completa deberá practicar un inventario inicial para efectos tributarios, acreditando debidamente las partidas que éste contenga.

En dicho inventario deberán registrar las siguientes partidas determinadas al 31 de diciembre del último ejercicio acogido al régimen simplificado:

a) La existencia del activo realizable, valorada según costo de reposición, y

b) Los activos fijos físicos, registrados por su valor actualizado al término del ejercicio, aplicándose las normas de los artículos 31°, número 5°, y 41°, número 2°.

Asimismo, para los efectos de determinar el saldo inicial positivo o negativo del registro a que se refiere el artículo 14°, deberán considerarse las pérdidas del ejercicio o acumuladas al 31 de diciembre del último ejercicio acogido al régimen simplificado, y, como utilidades, las partidas señaladas en las letras a) y b), anteriores. La utilidad que resulte de los cargos y abonos de estas partidas, constituirá el saldo inicial afecto al Impuesto Global Complementario o Adicional, cuando se retire, sin derecho a crédito por concepto del Impuesto de Primera Categoría. En el caso que se determine una pérdida, ésta deberá también anotarse en dicho registro y podrá deducirse en la forma dispuesta en el inciso segundo del número 3° del artículo 31°.

En todo caso, la incorporación al régimen general de la Ley sobre Impuesto a la Renta no podrá generar otras utilidades o pérdidas, provenientes de partidas que afectaron el resultado de algún ejercicio bajo la aplicación del régimen simplificado.

Los contribuyentes que se hayan retirado del régimen simplificado, no podrán volver a incorporarse a él hasta después de tres ejercicios en el régimen común de la Ley sobre Impuesto a la Renta.”.

3) Suprímese, en el inciso primero del artículo 38° bis, la frase “o en el inciso segundo del artículo 14° bis, según corresponda,”.

4) Sustitúyese, en el párrafo segundo del número 1° del artículo 54°, la palabra “retiradas” por “determinadas”.

5) Sustitúyese, en el inciso séptimo del artículo 62°, la expresión “retiradas de acuerdo al artículo 14° bis.” por “determinadas de acuerdo al artículo 14° bis, devengándose el impuesto al término del ejercicio.”.

6) Suprímese, en el párrafo primero del número 4° del artículo 74°, la frase “o de las cantidades retiradas o distribuidas a que se refiere el artículo 14° bis”.

7) Sustitúyese, la letra g) del artículo 84°, por la siguiente:

“g) Los contribuyentes acogidos al régimen del artículo 14° bis de esta ley, efectuarán un pago provisional con la tasa de 0,25% sobre los ingresos mensuales de su actividad.”.

8) Suprímese, en el inciso primero del artículo 91°, la frase “o de aquel en que se efectúen los retiros y distribuciones, tratándose de los contribuyentes del artículo 14° bis,”.

Artículo 2°.- Los contribuyentes acogidos al régimen del artículo 14° bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenido en el artículo 1° del decreto ley Nº 824, de 1974, podrán acceder al financiamiento señalado en los artículos 48 y 49 de la ley Nº 19.518, para ejecutar las acciones de capacitación a que se refiere el literal a) del articulo 46 de la misma ley, cuando su planilla anual de remuneraciones imponibles sea inferior a 90 unidades tributarias mensuales en el año calendario anterior al de postulación al referido beneficio. Asimismo, será aplicable a este financiamiento lo dispuesto en el artículo 50 de la ley Nº 19.518.

Artículo 3°.- Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 47 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2002, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Código del Trabajo, se entenderá:

1) Que los contribuyentes que se acojan al régimen contenido en el artículo 14° bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta cumplen con el requisito de llevar libros de contabilidad.

2) Por utilidades o excedentes líquidos, lo que resulte de aplicar lo dispuesto en el número 3 del artículo 14° bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta, sin deducir las pérdidas de ejercicios anteriores y no se aplicará lo dispuesto en el inciso primero del artículo 48 del Código del Trabajo.

Artículos transitorios

Artículo 1°.- Lo dispuesto en los artículos 1°, 2° y 3° de esta ley, regirá desde el 1 de enero del año 2007.

Artículo 2°.- Los contribuyentes acogidos al 1 de julio del año 2006, al régimen contenido en el artículo 14° bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta, que por esta ley se sustituye, podrán continuar acogidos a todas las normas aplicables a dicho régimen por un período máximo de quince ejercicios consecutivos a contar del presente ejercicio, salvo que con anterioridad al término de dicho plazo opten por retirarse o que al no cumplir con sus requisitos deban excluirse de él.

Sin perjuicio de lo anterior, a contar del ejercicio del año 2012, para la determinación del promedio anual máximo de 3.000 unidades tributarias mensuales a que se refiere el inciso primero del artículo 14° bis de la Ley sobre Impuesto a la Renta, que por esta ley se sustituye, deberán sumar a sus ventas, servicios u otras actividades del giro, las realizadas por sociedades o personas relacionadas, según las normas contenidas en el artículo 20°, N° 1, letra b) de la Ley sobre Impuesto a la Renta.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 30 de octubre, 8 de noviembre y 12 de diciembre de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Ominami Pascual (Presidente), Camilo Escalona Medina, José García Ruminot, Jovino Novoa Vásquez y Hosain Sabag Castillo.


Sala de la Comisión, a 13 de diciembre de 2006.

(Fdo.):Roberto Bustos Latorre,

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE REDUCE TASAS DE IMPUESTO ADICIONAL A INCORPORACIÓN DE CONOCIMIENTO Y TECNOLOGÍA DESDE EL EXTERIOR

(4510-05)

Honorable Senado:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, individualizado en el rubro, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República.

- - -


A la sesión en que se debatió la iniciativa asistieron, además de sus miembros, el Ministro de Hacienda, señor Andrés Velasco; el Director del Servicio de Impuestos Internos, señor Ricardo Escobar; el Subdirector de esta Repartición del Estado, señor René García; el Coordinador de Política Económica del Ministerio de Hacienda, señor Marcelo Tockman, y el asesor de esa Cartera de Estado, señor Juan Cristóbal Marshall.

- - -


Cabe hacer presente que la Comisión estimó que el proyecto es de artículo único, y en conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, propone discutir la iniciativa en general y en particular a la vez.

- - -

OBJETIVO FUNDAMENTAL DEL PROYECTO


El principal objetivo de la iniciativa en informe consiste en reducir los costos tributarios que afectan la importación de conocimiento y nuevas tecnologías.

- - -

ANTECEDENTES


Para una adecuada comprensión de la iniciativa en informe deben tenerse presentes los siguientes antecedentes:


I.- Antecedentes de Hecho

- Mensaje

En dicho documento, se consigna que la importancia de la innovación y el conocimiento constituyen los fundamentos de la iniciativa.



El Mensaje explica que la estrategia de crecimiento de nuestro país ha sido muy exitosa, y que se ha basado en una economía abierta, con una institucionalidad consolidada y una macroeconomía ordenada, generando tasas de crecimiento aceleradas por más de una década. 


Afirma que, sin embargo, como la ventaja competitiva de Chile es la exportación de productos intensivos en recursos naturales, existe  una aprensión fundada respecto a la posibilidad de seguir creciendo a tasas elevadas y sostenidas. La evidencia internacional muestra que la mayoría de los países con una estructura de exportaciones equivalentes a las de Chile, tienden a exhibir bajas tasas de crecimiento. Menciona que afortunadamente, existen países que escapan a esta regla y que con estructuras productivas similares a la nuestra han podido crecer de manera acelerada y sostenida. Estos países son los que fueron capaces de fortalecer sus ventajas competitivas a través de la innovación, definida ésta en términos amplios como el proceso colectivo continuo, complejo e incierto, mediante el cual las empresas crean, adaptan o adoptan tecnologías con el fin de cimentar sus ventajas competitivas.


Observa que la experiencia de estos países explica el esfuerzo que se ha realizado en los últimos años para potenciar y priorizar la innovación en Chile como fuente de  crecimiento permanente. Entre las distintas medidas que están siendo implementadas se incluye la creación del Consejo Nacional de Innovación para la Competitividad, el Fondo de Innovación para la Competitividad financiado con los recursos del impuesto específico a la minería y el Plan Chile Compite. Una de las medidas comprendidas en dicho plan, y que se materializa a través de este proyecto de ley, es facilitar la incorporación del conocimiento y las tecnologías generadas en el exterior.



El Mensaje destaca que una parte importante del conocimiento en una economía pequeña y abierta como la chilena necesariamente provendrá del resto del mundo. Adaptar y adoptar los avances de la ciencia y tecnología mundial es probablemente la forma más eficiente y viable de innovar. En todo caso, aprovechar el conocimiento generado en otras partes del mundo también es relevante en países más desarrollados. Por ejemplo, se estima que el 86% del progreso tecnológico en Francia se basa en tecnologías extranjeras, mientras que en Estados Unidos los recursos destinados a adoptar tecnologías externas son 30 veces más que los dedicados a desarrollar tecnologías propias.



Lo anterior nos muestra que el esfuerzo en innovación no debe sustentarse exclusivamente en la generación de conocimiento interno, sino que también debe aprovecharse el conocimiento mundial. De hecho, ambos esfuerzos se complementan. Enfatiza que el proyecto de ley va en esta dirección, reduciendo los costos tributarios que afectan la importación de conocimiento y nuevas tecnologías.


El Mensaje continúa haciendo presente que el Impuesto Adicional previsto en la Ley sobre Impuesto a la Renta grava las rentas obtenidas en nuestro país por personas naturales o jurídicas que no tienen residencia ni domicilio en Chile. Se aplica con una tasa general de 35% y opera sobre la base de retiros y distribuciones o remesas de rentas al exterior. Algunos pagos por ciertas actividades específicas son, sin embargo, gravados con tasas especiales.


Así, por ejemplo, las cantidades pagadas por el uso de marcas, patentes, fórmulas, asesoría y otras prestaciones similares están gravadas con un impuesto de tasa de 30%. Por su parte, las remesas de fondos efectuados para remunerar servicios prestados en Chile o el exterior por conceptos de trabajos de ingeniería o asesorías técnicas pagan el impuesto con una tasa de 20%. Además, si existe un tratado para evitar la doble tributación vigente con el país donde se originó la prestación, la tasa de impuesto aplicada suele reducirse en la mayoría de los casos a 10%.


En el caso de la importación de programas computacionales, el Impuesto Adicional se aplica con diferentes tasas dependiendo si es considerado un producto estandarizado o a la medida. En el primer caso se paga un impuesto con una tasa de 30%, mientras que en el segundo caso se le considera una asesoría y por ello paga impuesto con una tasa de 20%.


Muchas de estas prestaciones son de especial importancia para el país porque significan una forma de transferencia tecnológica desde el extranjero. Es por ello que, mediante una disminución del impuesto relacionado a estos pagos, se pretende facilitar el acceso a procesos tecnológicos de punta provenientes del exterior, incrementando la adopción y adaptación de nuevos productos y procedimientos, así como la incorporación de nuevos conocimientos. Adicionalmente, esta medida pretende convertirse en un impulso al desarrollo de nuestra industria de software.


Acerca del contenido del proyecto, el Mensaje indica que éste es el siguiente:



- En primer lugar, se propone disminuir a 15% la tasa del Impuesto Adicional previsto en la Ley sobre Impuesto a la Renta, que grava las cantidades pagadas por el uso, goce o explotación de patentes de invención, modelos de utilidad, dibujos y diseños industriales, esquemas de trazado o topografías de circuitos integrados, nuevas variedades vegetales y programas computacionales, toda vez que estas actividades implican una transferencia de conocimiento desde el exterior.


- Enseguida, para evitar que estas trasferencias sean usadas como una forma de remesar encubiertamente utilidades a una tasa de impuesto inferior a la aplicable a la distribución de dividendos al exterior, disminuyendo así el pago de los impuestos correspondientes, la tasa reducida no se aplicará en los casos en que los pagos se efectúen a personas relacionadas o que operan desde paraísos fiscales o regímenes fiscales preferenciales nocivos, de acuerdo a la definición que ya contempla el artículo 41 D de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


- En tercer lugar, se propone también disminuir a 15% la tasa de Impuesto Adicional aplicable a las remuneraciones pagadas por trabajos de ingeniería o técnicos, así como por servicios profesionales o técnicos prestados en Chile o en el exterior. Esto último beneficiará a la remuneración de los servicios realizados por una persona o entidad conocedora de una ciencia o técnica a través de un consejo, informe o plano. Nuevamente, la tasa reducida de impuesto no se aplicará cuando los pagos se efectúen a las mismas personas señaladas previamente, esto es, partes relacionadas o situadas en  paraísos fiscales.



- Por último, el proyecto propone algunos cambios de redacción al artículo 59 de la ley señalada, que buscan ajustar la estructura de dicho artículo sin provocar cambios en la aplicación de la norma. 


II.- Antecedentes Jurídicos


- Decreto ley Nº 824, Ley sobre Impuesto a la Renta.


- Ley Nº 17.336, sobre Propiedad Intelectual.


- Ley Nº 19.039, sobre Propiedad Industrial.

DISCUSIÓN GENERAL Y PARTICULAR


El señor Ministro de Hacienda efectuó una exposición acerca de la iniciativa en informe.


Afirmó que parte importante del conocimiento en una economía pequeña y abierta como la nuestra proviene, necesariamente, del resto del mundo. Adaptar y adoptar los avances de la ciencia y tecnología mundial es probablemente la forma más eficiente y viable de innovar. Por ello que el esfuerzo en innovación no debe sustentarse exclusivamente en la generación de conocimiento interno, sino que también debe aprovecharse el conocimiento mundial.


Aseguró que el proyecto de ley en estudio va en esa dirección, reduciendo los costos tributarios que afectan la importación de conocimiento y nuevas tecnologías.


Respecto de las distintas tasas que se aplican como impuesto adicional, mencionó las siguientes situaciones especiales:

	Tasa 30%
	Tasa 20%

	Marcas

Patentes

Formulas

Prestaciones Similares
	Trabajos de Ingeniería

Asesorías Técnicas



Observó que en el caso que esté vigente un tratado para evitar la doble tributación con el país donde se originó la prestación, la tasa de impuesto corresponde en la mayoría de los casos a 10%.

Planteó que, en consideración a lo señalado anteriormente, la importación de software es gravada por el impuesto adicional, con diferentes tasas, dependiendo si es considerado un producto estandarizado o a la medida. En el primer caso, se paga un impuesto con una tasa de 30%, mientras que en el segundo caso, se considera una asesoría y paga una tasa de 20%.


Explicó que, si bien el impuesto grava a quien recibe el pago en el exterior, es la empresa que realiza el pago quien debe retener el impuesto. Así, cuando una empresa en el exterior realiza una asesoría técnica o vende un software, se producen dos casos:


Caso 1: La empresa que recibe el pago obtiene un crédito en su país de origen, por parte o la totalidad del impuesto retenido en Chile.

El resultado es una disminución de impuestos que se refleja en una disminución del crédito obtenido por la empresa, sin que aumente el pago neto que ésta recibe. Esto equivale a una transferencia entre los fiscos de ambos países.


Caso 2: La empresa negocia su pago neto de impuestos.

El resultado significa que quien paga finalmente el impuesto no es la persona o empresa que recibe el pago, sino quien contrató el servicio, es decir las empresas instaladas en Chile.

Sostuvo que un menor impuesto se traduce entonces en un menor precio asociado a estas transferencias y en un mayor incentivo a la realización de estas operaciones.


Precisó que el objetivo del proyecto de ley consiste en reducir los costos tributarios que afectan la importación de conocimiento y nuevas tecnologías. Con ello se pretende facilitar el acceso a procesos tecnológicos de punta provenientes del exterior, incrementando la adopción y adaptación de nuevos productos y procedimientos; así como, la incorporación de nuevos conocimientos. Adicionalmente, esta medida pretende convertirse en un impulso al desarrollo de nuestra industria de software.

Explicó gráficamente las modificaciones de tasas con la siguiente tabla:

	
	Tasa Actual
	Tasa Propuesta

	Patentes
	30%
	15%

	Modelos de Utilidad
	30%
	15%

	Diseños Industriales
	30%
	15%

	Esquemas de circuitos integrados
	30%
	15%

	Variedades Vegetales
	30%
	15%

	Software estandarizado
	30%
	15%

	Asesorías técnicas
	20%
	15%

	Trabajos de ingeniería
	20%
	15%

	Software a la medida
	20%
	15%



Recalcó que la tasa de 15% es considerablemente menor a la que se aplica a la distribución de dividendos al exterior (35% con un crédito del impuesto de primera categoría). Agregó que, en consecuencia, para evitar que estas trasferencias sean usadas como una forma de remesar encubiertamente utilidades, esta menor tasa no se aplicará en los siguientes casos:

1.- Cuando el pago se efectúe a empresas relacionadas.


2.- Cuando el pago se efectúe a personas que operan desde paraísos fiscales o regímenes fiscales preferenciales nocivos.


Informó que los pagos por incorporación de conocimiento y tecnología al exterior alcanzaron durante el año 2005 un monto de US$ 368 millones. De ellos, alrededor de US$ 200 millones fueron destinados a empresas no relacionadas y a países no considerados paraísos fiscales. Precisó que estos pagos cancelaron impuestos por US$ 44 millones.

Aseguró que con el proyecto de ley en informe se disminuirán los pagos de impuestos en alrededor de 30%, lo que significa un costo fiscal de US$ 12,5 millones.


El Honorable Senador señor Ominami preguntó cuántas y de qué tipo son las empresas  que pagan el tributo.


El Director del Servicio de Impuestos Internos informó que se trata de un impuesto de retención, que pagan las empresas que obtienen licencias de patentes, licencias por el uso de software, y contratan servicios tecnológicos de ingeniería. Se comprometió a enviar a la Comisión antecedentes acerca del número específico de empresas.


El Honorable Senador señor Novoa observó que no se trata de empresas que estén desarrollando actividades en Chile, sino más bien de contribuyentes chilenos que consumen el producto. Consideró que el ideal sería que toda la línea resultara favorecida por la rebaja del impuesto.


El Honorable Senador señor García consultó por qué no se rebaja hasta 0 la tasa del impuesto adicional, teniendo en consideración que el costo fiscal es de US$ 12, 5 millones y que, además, se trata de tecnologías que no se producen en Chile.


Los representantes del Ejecutivo señalaron que la exclusión de empresas relacionadas y de paraísos tributarios disminuye los mecanismos mediante los cuales podría haber una distorsión, pero no los elimina totalmente, por lo que se ha preferido que esa brecha entre el 30 y el 15% no sea más grande, porque podría ser mayor el incentivo para una práctica nociva.


Sostuvieron, asimismo, que la tasa general para los casos en que se ha pactado un acuerdo de doble tributación es de 10% y, por lo tanto, fijar la tasa en 15% permite tener algo que entregar en la negociación de los acuerdos de doble tributación.


Además, hicieron presente, existe una cantidad significativa de países desde los cuales se está importando tecnología, en que se recibe un crédito por el total del impuesto pagado en Chile. Si se bajara a 0 la tasa del impuesto adicional una parte importante de la disminución de recaudación del Fisco chileno no afectaría el precio de las importaciones, sino que sería una transferencia a países más ricos.


Sometido a votación el proyecto de ley en informe, fue aprobado en general y en particular por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Ominami, Novoa y Sabag.

FINANCIAMIENTO


El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de fecha 1 de septiembre de 2006, señala, en lo pertinente, que “La disminución de tasas implicará una menor recaudación fiscal anual de US$ 12,5 millones.”.


En consecuencia, las normas de la iniciativa no producirán desequilibrios macroeconómicos, ni incidirán negativamente en la economía del país.
- - -


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974:


1) Modifícase el artículo 59°, del siguiente modo:


a) Sustitúyese la primera parte del inciso primero hasta el último punto seguido, por el siguiente:


“Artículo 59°.- Se aplicará un impuesto de 30% sobre el total de las cantidades pagadas o abonadas en cuenta, sin deducción alguna, a personas sin domicilio ni residencia en el país, por el uso, goce o explotación de marcas, patentes, fórmulas y otras prestaciones similares, sea que consistan en regalías o cualquier forma de remuneración, excluyéndose las cantidades que correspondan a pago de bienes corporales internados en el país hasta un costo generalmente aceptado. Con todo, la tasa de impuesto aplicable se reducirá a 15% respecto de las cantidades que correspondan al uso, goce o explotación de patentes de invención, de modelos de utilidad, de dibujos y diseños industriales, de esquemas de trazado o topografías de circuitos integrados, y de nuevas variedades vegetales, de acuerdo a las definiciones y especificaciones contenidas en la Ley de Propiedad Industrial y en la Ley que Regula Derechos de Obtentores de Nuevas Variedades Vegetales, según corresponda. Asimismo, se gravarán con tasa de 15% las cantidades correspondientes al uso, goce o explotación de programas computacionales, entendiéndose por tales el conjunto de instrucciones para ser usados directa o indirectamente en un computador o procesador, a fin de efectuar u obtener un determinado proceso o resultado, contenidos en cassette, diskette, disco, cinta magnética u otro soporte material o medio, de acuerdo con la definición o especificaciones contempladas en la Ley Sobre Propiedad Intelectual.”.


b) Agrégase a continuación del punto aparte del inciso primero, que pasa a ser punto seguido, lo siguiente:


“No obstante, la tasa de impuesto aplicable será de 30% cuando el acreedor o beneficiario de las regalías o remuneraciones se encuentren constituidos, domiciliados o residentes en alguno de los países que formen parte de la lista a que se refiere el artículo 41° D, o bien, cuando posean o participen en 10% o más del capital o de las utilidades del pagador o deudor, así como en el caso que se encuentren bajo un socio o accionista común que, directa o indirectamente, posea o participe en un 10% o más del capital o de las utilidades de uno u otro. El contribuyente local obligado a retener el impuesto deberá acreditar estas circunstancias y efectuar una declaración jurada dentro de los dos meses siguientes al término del ejercicio respectivo, en la forma y condiciones que establezca el Servicio de Impuestos Internos.”.


c) Suprímese el inciso segundo del número 1).


d) Sustitúyese el inciso cuarto del número 2), por el siguiente:


“Estarán afectas a este impuesto, con una tasa de 15%, las remuneraciones pagadas a personas naturales o jurídicas, por trabajos de ingeniería o técnicos y por aquellos servicios profesionales o técnicos que una persona o entidad conocedora de una ciencia o técnica, presta a través de un consejo, informe o plano, sea que se presten en Chile o el exterior. Sin embargo, se aplicará una tasa de 20% si los acreedores o beneficiarios de las remuneraciones se encuentran en cualquiera de las circunstancias indicadas en la parte final del inciso primero de este artículo, lo que deberá ser acreditado y declarado en la forma indicada en tal inciso.”.


2) Suprímese en el inciso segundo del artículo 60°, la palabra “técnicas” y la coma (,) que la sigue.


Artículo transitorio.- Lo dispuesto en esta ley regirá desde el 1 de enero del año 2007.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 12 de diciembre de 2006, con asistencia de sus miembros, Honorables Senadores señores Carlos Ominami Pascual (Presidente), Camilo Escalona Medina, José García Ruminot, Jovino Novoa Vásquez y Hosain Sabag Castillo.


Sala de la Comisión, a 13 de diciembre de 2006.

(Fdo.):Roberto Bustos Latorre,

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE AGRICULTURA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.220, SOBRE BOLSAS DE PRODUCTOS AGROPECUARIOS

(4329-01)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Agricultura tiene el honor de informaros en general el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Diputados señora Alejandra Sepúlveda y señores Ramón Barros, Enrique Jaramillo, Rosauro Martínez e Ignacio Urrutia. 


En sesión de Sala de fecha 31 de octubre del presente año, se dio cuenta del proyecto y se acordó que fuera informado por la Comisión de Agricultura.


Cabe destacar que este proyecto fue discutido sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36, inciso sexto, del Reglamento de la Corporación.


Además de los miembros de la Comisión, estuvo presente en la sesión que se debatió el proyecto el Honorable Senador señor Sergio Romero Pizarro.


A la sesión que vuestra Comisión destinó al análisis del proyecto en informe, asistieron, especialmente invitados, por el Ministerio de Agricultura, la Subsecretaria doña Cecilia Leiva y el Fiscal, señor Mauricio Caussade; de la Superintendencia de Valores y Seguros de Chile: el Intendente de Valores, señor Hernán López y el Fiscal de Valores, señor Armando Massarente. 

En representación de Bolsa de Productos de Chile, Bolsa de Productos Agropecuarios S. A., concurrieron su Presidente don César Barros y el abogado señor Gonzalo Novoa. 

Se deja constancia que algunos de los invitados acompañaron sus exposiciones con documentos, los cuales se contienen en un Anexo que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

OBJETIVOS DEL PROYECTO

Instituir la desmutualización de las bolsas de productos agropecuarios; incorporar la factura a los instrumentos negociables en ella, y su circulación; facultarlas para emitir títulos sobre contratos y facturas sobre productos; regular los efectos  de la quiebra o insolvencia  de alguna de las partes involucradas en las transacciones que se realizan en la bolsa de productos o en las cámaras de compensación que aquéllas pudiesen constituir o integrar; disponer la certificación de calidad obligatoria  para la emisión de transacción de títulos, excluyendo a los productos; fijar un plazo de dos años a las bolsas de productos para adecuarse al mínimo de corredores miembros exigidos. 

ANTECEDENTES


Para una adecuada exposición de la iniciativa en informe, se deben tener presente los siguientes antecedentes:

I.-  JURÍDICOS

a) Constitución Política de la República:

- Artículo 19 Nº 21, que garantiza el derecho a desarrollar cualquier actividad económica que no sea contraria a la moral, al orden público o a la seguridad nacional, respetando las normas legales que la regulen.

- Artículo 63 Nº 20, que señala como materia de ley toda otra norma de carácter general y obligatoria que estatuya las bases esenciales de un ordenamiento jurídico.

b)  Ley N° 19.220, del 31 de mayo de 1993, regula establecimiento de bolsas de productos agropecuarios, y su modificación contenida en la ley N° 19.826, del 2 de octubre de 2002.

c)  Ley N° 18.045, del 22 de octubre de 1981, Ley de Mercado de Valores; y sus modificaciones.


d) Ley N° 18.046, del 22 de octubre de 1981, Ley sobre Sociedades Anónimas; y sus modificaciones.


e)  Decreto ley N° 3.538, de 1980, publicado en el Diario Oficial del 23 de diciembre del mismo año, crea la Superintendencia de Valores y Seguros.


f)    Ley N° 18.175, del 28 de octubre de 1981, modifica la Ley de Quiebras y fija su nuevo texto; y sus modificaciones.


g)  Código Civil, especialmente, el Título XLI del Libro IV, que contiene las reglas de Derecho común aplicables en materia de prelación de créditos.


h)  Ley N° 19.983, del 15 de diciembre de 2004, regula la transferencia y otorga mérito ejecutivo a copia de la factura.


i)  Resolución exenta N° 548, del 23 de septiembre de 2005, de la Superintendencia de Valores y Seguros, autoriza el Reglamento General de la Bolsa de Productos de Chile.

II.- DE HECHO

a) Moción legislativa.


La Moción que inicia este proyecto de ley refiere que el cuerpo legal al que dirige sus modificaciones, esto es, la ley N° 19.220, sobre bolsas de productos agropecuarios, fue promulgada en 1993, con el propósito de establecer un mercado bursátil nuevo que regulara la transacción directa e indirecta de dichos productos, y que sería operado por entidades de esa denominación y sus respectivos corredores de productos.


En su texto original, la ley mencionada estableció,  para aplicar el Impuesto al valor agregado que grava la enajenación de productos en las bolsas, una norma que delegaba al Ejecutivo la precisión de las mismas, por vía de un reglamento, lo que la hizo inaplicable, por tratarse de una materia propia de ley.


Ante el requerimiento de una regulación especial para aplicar el referido tributo a las transacciones bursátiles de productos agropecuarios, se tornó evidente la necesidad de reformarla en aquel aspecto, lo que llevó a que en mayo de 1996, S. E. el Presidente de la República enviara un Mensaje con dicho objeto, proyecto que se debatió durante los años 1996 y 1997, sin lograr un acuerdo satisfactorio acerca de la forma de resolver los problemas inherentes a la aplicación del citado impuesto.  En octubre de 2001, el Ejecutivo formuló nuevas indicaciones al proyecto que condujeron a la aprobación de la Ley N° 19.826, que se publicó el 2 de octubre de 2002 y, entre otras materias, incluía una solución definitiva al problema del IVA, en el Diario Oficial.


Al aprobarse dicha ley, tanto en el Senado como en la Cámara de Diputados, se dejó constancia en los informes y actas, respectivamente, que, una vez transcurrido un año de aplicación, se evaluaría el funcionamiento de las modificaciones, con el objeto de detectar falencias y otros aspectos que fueran necesarios de ajustar o mejorar en ella.


Refiere que en 2004, por iniciativa privada y con el apoyo del Ministerio de Agricultura, se dio forma jurídica a la primera bolsa de productos del país, hoy denominada Bolsa de Productos de Chile, Bolsa de Productos Agropecuarios S.A., la que inició sus operaciones en diciembre de 2005, con 15 accionistas, una vez desarrolladas y aprobadas por la autoridad, las normas internas y procedimientos necesarios para su funcionamiento; agrega que la evaluación de la aplicación práctica de las normas vigentes revela la conveniencia de modificar y complementarla para  potenciar esta actividad.


Consigna que las modificaciones propuestas en la Moción tienden a ampliar el concepto de "producto" más allá de la agricultura y de la agroindustria, y refieren que hubo un intercambio de opiniones con el Ministerio de Minería para integrar a los pequeños mineros al esquema de financiamiento de la bolsa, dado que producen "commodities", con lo cual el esquema sería de fácil estructuración y sus beneficios -vía Empresa Nacional  de Minería- muy evidentes. Lo mismo ocurre con subsectores industriales ligados a la Asociación de Exportadores de Manufacturas y Servicios de Chile, Asexma, y a la construcción que no quieren quedarse al margen de los beneficios de la Bolsa en consideración al financiamiento de stocks de "commodities" como cemento, fierro y otros. Sin embargo, prosigue, donde se requiere una ampliación mayor de la cobertura de la Bolsa, es en el ámbito de los derivados financieros (futuros y opciones) donde las recomendaciones internacionales hacen ver la necesidad de ampliar nuestras definiciones. Al efecto se propone un nuevo texto para el artículo 4° de la ley.


En referencia a la mención de las facturas entre los instrumentos negociables en las bolsas de productos, explica que la ley N° 19.983 otorgó mérito ejecutivo a la tercera copia cedible de la factura, fortaleciendo su carácter negociable y circulación.  Indica el enorme potencial en la transacción de las obligaciones de pago contenidas en facturas del mundo agrícola, mediante la directa negociación de estos documentos en las bolsas de productos. Esto le conviene a los pequeños y medianos productores que ahora tendrán una alternativa de financiamiento más segura y confiable, al poder descontar directamente sus facturas en las bolsas de productos.


Explica que la Bolsa, aunque autorizada por la Superintendencia de Valores y Seguros a transar facturas, lo ha hecho con contratiempos debidos a la falta de precisión legal en la materia, lo que torna necesario modificar la ley, para incorporar en ella una referencia expresa a las facturas como documentos negociables en las bolsas de productos, incluyendo además las normas que sean pertinentes a fin de dar firmeza a la negociación de esta clase de documentos en los mercados de las bolsas de productos.


Al efecto, propone introducir diversas modificaciones al artículo 5° de la ley, que, en particular, tienden a conferirle mérito ejecutivo a las facturas, puesto que se han detectado ciertas dificultades operativas en la correcta aplicación de la ley N° 19.983, para que un adquirente de productos o servicios y pagador de facturas pueda aplicar descuentos o compensar, a título legal o contractual, el valor total de la factura, por la relación comercial existente entre éste y el vendedor o emisor del documento. Esto implica una evidente desprotección para el adquirente de estos instrumentos en el mercado regulado de las bolsas de productos.  Lo anterior, se consigna, obsta al adecuado desarrollo del mercado de transacción de facturas.


Argumenta la Moción que es de suma importancia incorporar a la ley una norma que incentive la formalización de los pagadores respecto del oportuno e íntegro pago de las facturas sobre productos que se transan en las bolsas de productos, para lo cual se propone modificar el artículo 21 de la ley.


Acerca de la atribución de facultades a la Bolsa para emitir títulos relativos a contratos y facturas sobre productos, la Moción, vista la necesidad de que las bolsas de productos estandaricen y conviertan en valores de fácil negociación, contratos y facturas sobre productos de diversa índole, por vía de su correspondiente conversión en títulos emitidos por las propias bolsas, con el respaldo de los contratos o facturas respectivos, así como por otras garantías y cauciones, según sea el caso, propone incluir una referencia expresa a esta clase de instrumentos, modificando los artículos 5° y 20 de la ley.


En lo que se refiere a limitar la certificación obligatoria de calidad sólo a la emisión y transacción de títulos, se indica que la normativa legal modificada circunscribe la certificación de calidad a los productos que van a ser transados en las bolsas de productos, pero para una transacción directa de productos entre corredores, aquélla no resulta necesaria, toda vez que las partes tienen suficiente conocimiento del estado de los mismos y que la entrega es, por lo general, muy rápida.  Por consiguiente, prevé que sólo se justifica que las partes incurran en los costos que significa la certificación de calidad, cuando se vayan a negociar en bolsa títulos emitidos con el respaldo en productos físicos, ya sea para operaciones de financiamiento o cobertura (derivados).  Para lo anterior se requiere modificar el artículo 33 de la ley, a fin de establecer el carácter excepcional de la ya citada certificación.


En relación con las normas relativas a la quiebra de un participante, la Moción introduce una modificación a la ley N° 18.175, que procura una regulación adecuada de los efectos de la quiebra o insolvencia de alguna de las partes involucradas en las transacciones que se realizan tanto en las bolsas de productos como también en las cámaras de compensación que aquellas pudieran constituir o integrar.  El objeto fundamental de lo anterior es generar condiciones de estabilidad y proteger a los inversionistas que operan en este mercado público regulado, respecto de eventuales acciones revocatorias o concursales, derivadas de procesos de quiebra que pudiera enfrentar su contraparte-fallida, por operaciones válidamente celebradas a través de las bolsas de productos.  Al efecto, se propone aislar de las acciones revocatorias propias de la quiebra, todas aquellas  operaciones efectuadas por el fallido durante el periodo sospechoso. También se propone determinar con precisión los efectos de la declaración de quiebra sobre las operaciones pendientes y no liquidadas del fallido, resguardando la validez de las compensaciones legales que pudieran operar en el contexto de la aceleración de obligaciones que produce la referida declaración.


También,  preconiza un cambio de sujeto obligado a solventar los gastos de la Bolsa.   En efecto  se alega que el N° 8 del artículo 2° de la ley establece que los gastos y costos de conservación y mantenimiento de las bolsas de productos serán de cargo de sus accionistas, en circunstancias que lo justo sería dejarlos de cargo de los corredores activos de las bolsas de productos, para lo cual se sugiere.  Al efecto se propone modificar el N° 8 del artículo 2° de la ley.


En consonancia con  lo precedente, dispone radicar la responsabilidad de llevar el Registro de Productos en las propias bolsas de productos, y libera al Organismo Fiscalizador de esas funciones que no dicen relación directa con la protección de los inversionistas, sino más bien con aspectos operativos y logísticos.  Esta es la finalidad que se procura al modificar el artículo 19 de la ley N° 19.220.


Por ultimo, se estima conveniente permitir que una misma entidad jurídica actúe, simultáneamente, como corredora de valores y de productos, debido a las sinergias técnicas y comerciales que de ello se derivarían, planteamiento que la sociedad bursátil existente le hizo a la Superintendencia del ramo, encontrando una buena acogida de ésta. 

Si bien, concluye, las normas legales involucradas son interpretables en este sentido, hay disposiciones, especialmente en la Ley de Valores, que no son lo suficientemente claras, por cuanto a la fecha de su entrada en vigencia no existía una ley de bolsas de productos.  En consecuencia, se requiere modificar la ley N° 19.220, o bien la Ley de Valores, para aclarar la posibilidad que un corredor de bolsa de valores se pueda constituir también como corredor de bolsa de productos, cumpliendo rigurosamente todas las normas aplicables a ambos tipos de intermediarios.

b) Oficio de ley de la Cámara de origen.


El texto propuesto por la Cámara de origen consta de un  artículo único permanente que introduce diversas modificaciones a la Ley N° 19.220 y de un artículo transitorio.


El artículo único permanente está dividido en nueve numerales correlativos que se explican, a continuación. 


El numeral 1 tiene por objeto incorporar, en sus cinco literales, modificaciones al artículo 2° de la ley, en lo que atañe a las menciones obligatorias de los estatutos de las sociedades anónimas abiertas especiales que proveen la infraestructura necesaria para la operación de las bolsas de productos agropecuarios.  Las modificaciones aludidas son funcionales al propósito de desmutualizar estas instituciones bursátiles. 


En efecto, la primera de aquéllas incorpora a los requisitos de constitución de la sociedad, la exigencia de un número no menor a ocho corredores de productos y dispone que si durante su vigencia disminuyera aquel número, tendrá un plazo de seis meses para subsanar el déficit, plazo, al cabo del cual, le será revocada la autorización de existencia por la Superintendencia de Valores y Seguros, a menos que ésta la autorice a reducir el número de sus corredores miembros.


La segunda enmienda, contenida en la letra b, reemplaza el precepto que  vincula la calidad de corredor a la adquisición de una acción, al disponer que un corredor podrá ejercer su actividad en una o más bolsas de productos, sea en calidad de accionista o celebrando un contrato para operar en ella; a la vez, limita la participación de los corredores, en forma individual o conjuntamente con personas relacionadas, al 10% de la propiedad de una bolsa de productos.



La tercera modificación adecua la adquisición de capital accionario por un corredor de una bolsa en la cual se requiera adquirir una acción para operar, y la única innovación a este respecto es que suprime la exigencia de que la acción sea pagada en dinero efectivo y de contado. 

La cuarta modificación en materia estatutaria consiste en la eliminación del requisito establecido en el numeral 5) del artículo 2° en referencia, pasando los actuales números 6) y 7) a ser 5) y 6), respectivamente, e incide en la regla general de que las acciones tendrán igual valor; también, admite la existencia de series de acciones privilegiadas cuando tengan como único y exclusivo privilegio para sus titulares el efectuar operaciones de corretaje de productos específicos y determinados.


Por último, la letra e del número 1.- del artículo único del proyecto elimina el Nº 8) del artículo 2° de la ley N° 19.220, con lo cual el actual número 9) pasa a ser número 7), referente a la obligación de los accionistas de concurrir, en cualquier tiempo, a sufragar los gastos de la bolsa y los costos de conservación, mantención y reposición de sus bienes, así como los de expansión y mejoramiento de sus actividades.


En su número 2.-, el artículo único permanente  incorpora tres enmiendas al artículo 5° de la ley citada cuya finalidad es facultar a las bolsas que ésta regula para emitir títulos sobre contratos y facturas sobre productos.

En el hecho, la modificación capital es la contenida en la letra b, que agrega un número 4), nuevo, en cuya virtud  podrán, en lo sucesivo, ser negociadas en esta especie de instituciones bursátiles, las facturas que se emitan con arreglo a las disposiciones de la ley Nº 19.983, que reflejen cualquier clase de operaciones comerciales con bienes o servicios, sean o no éstos de naturaleza agropecuaria.  Dispone, asimismo, que las bolsas reglamentarán las condiciones y requisitos de seguridad que, en razón de su naturaleza, deberán cumplir las facturas, estableciendo, al menos, controles que aseguren  que sólo podrán transarse en bolsa facturas únicas, auténticas, íntegras e irrevocablemente aceptadas.


Las enmiendas materia de los literales a y c, de este artículo, son de índole adecuatoria, pues sustituyen, respectivamente, en el Nº 3), la expresión “referidos en el Nº 1)” por la frase “, contratos y facturas referidos en los números 1) y 4)”, y en el inciso final, la palabra “cuatro” por “cinco”, en referencia a los cinco numerales que pasa a tener este artículo 5°.


En el artículo 6° de la ley, que define a los corredores de bolsas de productos y regula su actuación, sea que lo hagan por cuenta propia o por cuenta de un comitente que desee mantener su identidad en reserva, la iniciativa en examen incorpora, con su numeral 3.-, un inciso tercero, nuevo.


El objetivo de la nueva disposición es reglamentar tanto el procedimiento como las causales por las cuales una bolsa podrá rechazar a las personas que opten al cargo de corredor de ésta.  Para ello, sienta como límite el hecho de que no cabe restringir ni entorpecer la libre competencia, al establecer o al verificar el cumplimiento de los requisitos y exigencias.  


En su artículo 18, la ley N° 19.220 materializa la autonomía reglamentaria de las bolsas de productos, en lo que se refiere a su organización y funcionamiento, a la vez que señala las materias que especialmente se deberán incorporar en dicha regulación.  


Con el numeral 4.-, la iniciativa en informe  agrega, en el precepto legal vigente, un número 8), nuevo, que concierne a las normas tendientes a asegurarle un tratamiento justo y no arbitrario a todos los corredores que operen en ellas.


El número 5.- del proyecto incorpora una modificación en el artículo 19 de la ley citada; por su imperio, manda que la Superintendencia de Valores y Seguros lleve un Registro de Productos, a disposición del público, en el que se inscribirán: 1) los tipos homogéneos de bienes físicos que puedan transarse en la bolsa, conjuntamente con los padrones que deban cumplir y contratos sobre éstos; 2) los títulos representativos de los tipos de productos; 3) los modelos de contratos de opciones de compra o de venta, de futuro u otros contratos de derivados sobre productos, y 4) los demás títulos que la Superintendencia autorice por norma de carácter general. 


La enmienda consiste, en este caso, en agregar un número 4), nuevo, pasando el actual a ser número 5), con la finalidad de incluir a las facturas entre los títulos que pueden transarse en la respectiva bolsa.


La sexta de las modificaciones al artículo único del proyecto reemplaza el inciso tercero del artículo 20, por seis incisos.


Para los efectos de una mejor comprensión de esta modificación, se debe tener presente que el artículo 20 citado prescribe que los títulos sobre certificados de depósito de productos sólo podrá emitirlos la bolsa, contra la entrega y el endoso en dominio a la misma de certificados que den cuenta del previo almacenamiento de ellos y del vale de prenda, cuando corresponda.  Asimismo, preceptúa, que el reglamento de la bolsa establecerá los requisitos a cumplir para la autorización, almacenamiento y retiro de los citados productos.  En particular, el inciso que es objeto de sustitución dispone que le corresponderá a la bolsa la custodia de los certificados de depósito y de los vales de prenda recibidos, en los casos que corresponda, los cuales serán entregados y endosados al poseedor de un título equivalente, según lo defina la bolsa, cuando éste opte por el retiro de los productos, contra entrega de los mismos.


En el primer trámite constitucional, la Cámara de origen aprobó una modificación conducente al objetivo de que las bolsas de productos estandaricen y conviertan en valores de fácil negociación, los contratos y las facturas sobre productos de diversa índole, por vía de su correspondiente conversión en títulos emitidos por las propias bolsas, con el respaldo de los contratos o facturas respectivos, así como por otras garantías y cauciones, según sea el caso.


Acorde con este predicamento, el nuevo inciso tercero expresa que los títulos sobre contratos o facturas, conforme a la modificación propuesta al artículo 5°, Nº 3, de la presente ley, la bolsa sólo podrán emitirlos contra la cesión traslaticia de dominio a la misma de los derechos emanados de los respectivos contratos o facturas, junto con la entrega de los mismos. 


En el inciso cuarto nuevo hace responsable a la bolsa, por los títulos que emita de conformidad a lo dispuesto en el inciso precedente, de la existencia y la custodia de los contratos o facturas que respaldan su emisión y por la custodia de sus frutos y flujos, mientras estos no sean entregados a sus legítimos dueños. Asimismo, extiende dicha responsabilidad al hecho de que los títulos emitidos sean compatibles con las condiciones, plazos y modalidades contenidos en los contratos y facturas que éstos representan.  En lo que atañe al riesgo por el incumplimiento o no pago de las obligaciones contenidas en los respectivos contratos o facturas, lo hace recaer en los legítimos dueños de tales títulos.   Previene, sin embargo, que lo anterior es sin perjuicio de las responsabilidades que, conforme a la ley y a la reglamentación bursátil, pudieran corresponderle a los corredores que participaron en la operación, así como de las garantías o resguardos que pudieran existir, en su caso.


Limita, en el inciso quinto nuevo, la duración o el vencimiento de los títulos sobre contratos o facturas, al disponer que no podrá ser superior a un año, contado desde la fecha de su primera transacción en bolsa.


El inciso sexto reproduce el contenido del inciso tercero de la disposición legal vigente, con la adecuación de incorporar en su contenido una mención expresa a la custodia de los contratos y facturas, bajo el régimen ya expresado. 
Establece asimismo, que todos los productos, contratos y facturas, y los frutos o flujos de éstos, que sean entregados a la bolsa, ya para garantizar o facilitar su transacción bursátil, ya para los efectos de la emisión de títulos de conformidad a este artículo, serán mantenidos por ésta en custodia a nombre propio y por cuenta de sus legítimos dueños, por lo que no podrán ser embargados por acreedores de la bolsa y en caso de quiebra de ésta, no formarán parte de la masa de bienes del fallido.


En el inciso octavo, hace, finalmente, aplicable para todos los efectos de la custodia a que se refiere el inciso anterior, las disposiciones contenidas en el Título XXIII de la ley Nº 18.045, de Mercado de Valores, en lo que correspondan.


El numeral 7 del artículo único permanente sustituye el artículo 21 vigente, disposición, ésta, que hace inoponibles a los adquirentes de productos en bolsas, las prendas, embargos, prohibiciones de enajenar o cualquier otra medida cautelar que grave o afecte el producto transado, con la excepción de las prendas que el adquirente haya conocido y expresamente aceptado, como asimismo aquellas garantías, embargos, prohibiciones que le hubieran sido notificados judicialmente a la Bolsa.

La novedad de la enmienda propuesta es que hace extensiva dicha inoponibilidad a los adquirentes de facturas, así como también, las compensaciones legales o convencionales que pudieran haber sido válidamente aplicables respecto del dueño original y vendedor de los productos o facturas, cuando corresponda. 

El numeral 8 introduce un artículo 21 bis, nuevo, que regula los efectos  de la quiebra o insolvencia  de alguna de las partes involucradas en las transacciones que se realizan en la bolsa de productos o en las cámaras de compensación que aquéllas pudiesen constituir o integrar. 

Ante todo, el nuevo precepto excluye de la masa de bienes del fallido, los productos que éste hubiere vendido o transado en una bolsa de productos y cuya entrega se encuentre pendiente, o bien, los que haya entregado a la bolsa para garantizar operaciones pendientes de liquidación. Dispone que quienes, como consecuencia de una o más operaciones bursátiles, se constituyan en acreedores o beneficiarios de los mismos, serán pagados sin aguardar los resultados de la quiebra y sin que sea necesario efectuar ninguna de las reservas que previene la ley de Quiebras.


En el inciso segundo, prescribe que las bolsas podrán, por cuenta de los acreedores o beneficiarios a que se refiere este artículo, sin más trámite y cuando corresponda, ejercer los procedimientos de realización de las prendas que se hubieran constituido, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 20 de esta ley, para pagar a los beneficiarios de las garantías en el tiempo y forma indicados en dicha disposición.


A su vez, el inciso tercero norma la quiebra de un inversionista con operaciones o transacciones pendientes de liquidación en una bolsa, y dispone su tratamiento como obligaciones conexas para los efectos del artículo 69 de la Ley de Quiebras, con lo cual opera la compensación de las obligaciones recíprocas del fallido y sus acreedores que son contraparte en las referidas transacciones bursátiles.


Finalmente, en el marco de esta modificación, para los efectos de las acciones revocatorias reguladas en el artículo 77 de la Ley de Quiebras, sienta una presunción de derecho en el sentido de que el adquirente de productos, títulos o contratos en una bolsa de productos, no conocía el mal estado de los negocios del fallido, respecto de cualquier adquisición efectuada dentro de los plazos que señala el artículo 76 de la referida ley.

El número 9.- del artículo único, modificatorio del artículo 33 de la ley, se refiere a la certificación de conformidad de los productos que se transen en bolsa con los padrones establecidos en el Registro de Productos y con las exigencias establecidas por la misma bolsa, disponiendo que ésta la realicen entidades que cumplan las normas de este artículo.  Además, le entrega al Servicio Agrícola y Ganadero la función de llevar un Registro de Entidades Certificadoras o si exceden de la competencia técnica de aquél, requiere un informe favorable del servicio público competente, relativo al cumplimiento de los requisitos establecidos.


Se trata de dos modificaciones.  La primera especifica que la certificación de conformidad se refiere a los productos agropecuarios. 


La segunda agrega dos incisos nuevos, segundo y tercero, pasando los actuales incisos segundo, tercero y cuarto, a ser cuarto, quinto y sexto, respectivamente.

El primero de los incisos que se propone agregar exceptúa de la certificación de conformidad a los productos que vayan a ser transados, si las partes intervinientes en la negociación así lo han acordado expresa y previamente, en el tiempo y forma que determine la reglamentación de la bolsa respectiva.


Lo dispuesto en el inciso anterior, prescribe el inciso tercero nuevo, no será aplicable a los títulos sobre productos emitidos de conformidad al artículo 20 de esta ley.


Conforme al artículo transitorio de esta iniciativa de ley, las bolsas de productos dispondrán de un plazo de dos años, contado desde la entrada en vigencia de este cuerpo legal, para adecuarse al número mínimo de corredores miembros exigido en el Nº 1), del artículo 2° de la ley Nº 19.220, modificado por el Nº 1.- del artículo único de esta ley.

DISCUSIÓN EN GENERAL


La Subsecretaria de Agricultura señora Cecilia Leiva planteó que el Ministerio, ante la iniciativa de legislar en materia de bolsas de productos agropecuarios, manifiesta su disposición favorable a hacerlo, porque el proyecto concita varios aspectos positivos.  En primer término, se estiman las ventajas ostensibles derivadas de la posibilidad expresa de que la bolsa pueda operar con facturas, a cuyo respecto, observó que las hace aptas para su transacción bursátil, en forma explícita, al dotarlas de un marco regulatorio transparente, hasta ahora no conocido, con el mérito ejecutivo suficiente, se amplía en forma considerable el horizonte de su utilización.  

En segundo término, estimó que la legislación impulsada mediante esta Moción protege la negociación, incluso en el caso de una quiebra, ya que los instrumentos transados endosables, en este caso no ingresan a la masa de acreedores.  Puntualizó que lo anterior resguarda a los usuarios de la bolsa.


Advirtió que al apoyar la modificación propuesta, el Ministerio visualiza un beneficio importante para los pequeños agricultores al  otorgarle una rápida liquidez a las transacciones en las que ellos intervienen. Distinguió como un cuarto perfil ventajoso el hecho de que al permitirle a la Bolsa generar títulos sobre contratos y facturas, se da una flexibilidad mayor a las operaciones transables. 

Asimismo, ponderó la ampliación de la inoponibilidad frente a terceros, pues considera que al tornarse con ello más segura la adquisición se fortalecen las transacciones en la bolsa, autonomizándola de cualquier contingencia que pudieran afectar a los productos transables, en particular, a causa de declaratorias de quiebra o embargo.  


Señaló, también, que la consecución de una mayor agilidad en las transacciones de productos agropecuarios amplía el arco de alternativas, además de acrecentar los resguardos legales a la transacción misma, traducida en márgenes de seguridad para los que compran.  En forma simultánea, expresó, opera como fuente de disminución de los costos de transacción.


Finalizó señalando que el Ministerio de Agricultura advierte, sin embargo, la necesidad, además, de tomar medidas administrativas con la finalidad de publicitar y acercar Ia operatoria del funcionamiento de la bolsa de productos agropecuarios a la Agricultura Familiar Campesina, mediante la capacitación de sus actores por las distintas agencias sectoriales, lo que debiera adicionalmente favorecer Ia asociatividad del sector.  Destacó que la importancia de este aspecto fue enfatizada por la Comisión de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural de la Cámara de Diputados, al sugerir, especialmente, que se dinamice el rol del Ministerio, por vía del Instituto Nacional de Desarrollo Agropecuario y de la Comercializadora de Trigo Sociedad Anónima, a la par de la propia actividad bursátil.   

El Intendente de Valores don Hernán López manifestó que les cupo conocer el contenido del proyecto de ley en estudio con ocasión  de la discusión durante el primer trámite constitucional, no obstante que el mismo tuvo algunas modificaciones menores con posterioridad, las cuales no afectaron sus rasgos esenciales.  Destacó que la iniciativa de modificación de la ley N° 19.220 abre espacio a la posible desmutualización de la Bolsa de Productos, cuya estructura original se adecua a la que presentan las bolsas de valores al requerir que cada corredor sea, a su vez, accionista de la institución.  Explicó que el denominado proyecto de Modernización del Mercado de Capitales, MK II posibilita que las bolsas de valores puedan tener propietarios distintos a los corredores, esto es, que los corredores no estén obligados a ser accionistas, y en concordancia con aquella modificación general en actual trámite, este proyecto da lugar a que en las bolsas de productos agrícolas se incorporen accionistas distintos de los corredores.  A este objetivo atiende el primer numeral del proyecto, reseñó.  En concordancia con este sentido rector, particularizó, se sustituye la obligación estatutaria de una cantidad mínima de accionistas por la de un número mínimo de corredores, y se disponen algunas otras adecuaciones tendientes a desligar la propiedad de la bolsa, de los corredores.  


Especificó que otro elemento relevante es que esta iniciativa le otorga respaldo legal, mediante un conjunto de modificaciones, a la negociación de facturas, posibilidad actualmente reconocida por una aprobación que le diera la Superintendencia de Valores y Seguros, por vía reglamentaria, a la figura de la factura como un contrato sobre productos.  Consideró que, claramente, acrecienta la seguridad y la fortaleza de esta institución jurídica que la propia ley reconozca aquella negociación.  Mencionó que aquella base da pie a establecer otros requerimientos, en cuanto a la forma en que la Bolsa pueda emitir, además de los títulos representativos de productos, títulos cuyo respaldo esté constituido por contratos o por facturas, lo que facilita la conformación y la negociación de paquetes de facturas, con lo cual es probable que aumente el volumen de negociación de este tipo de instrumentos financieros.  En lo demás, comentó, se proponen otros elementos que marginalmente mejoran el funcionamiento de la bolsa con el fin de lograr un mayor desarrollo de este sector de la industria.


El señor César Barros, Presidente de la Bolsa de Productos de Chile, Bolsa de Productos Agropecuarios S. A., expresó que tanto la señora Subsecretaria de Agricultura como el señor Intendente de Valores han reseñado los aspectos principales del proyecto, razón por la cual se referirá al funcionamiento de la Bolsa, que inició sus actividades en diciembre de 2005 con dos corredores –en la actualidad, participan seis y se espera la incorporación de un séptimo, en los próximos días.  Expuso que se ha financiado a lo que se podría denominar el cluster agrícola, es decir, tanto a proveedores de insumos -que son los principales financistas de los agricultores- como a los empresarios agrícolas y a los adquirentes de los productos de éstos, en una cifra de US$ 60 millones, sumando facturas y productos, al cual concurren, prácticamente por mitades, el  financiamiento de facturas y los dos productos principales que se han tenido, esto es, maíz y sobre todo vino, en un año especialmente malo en el que la banca se ha retirado, y la Bolsa ha ocupado el espacio originado por aquel retraimiento.  Señaló que es posible una afirmación similar en lo tocante al crédito otorgado a los proveedores de insumos que son quienes financian de verdad a los agricultores.  Llamó a reflexionar que la banca en Chile solía prestar a la agricultura el 10% de su cartera, hoy sólo suministra el 4% , siendo relevante la magra participación del Banco del Estado que sólo destina a este efecto el 0,74% de su cartera.  


Destacó que a los agricultores, de por sí, limitados por las líneas de crédito bancarias, la tendencia descrita los saca del circuito bancario, y ejemplarizó con el caso de una empresa como Bioleche, los bancos le dan una línea de crédito y, a la vez, descuentan facturas suyas cuando éstas llegan al mismo banco desde distintos proveedores, como Bayer, entre otros, las que al ser sumadas, se hacen notorias dentro del sistema bancario.  Indicó que la bolsa confiere la ventaja de negociar facturas fuera del circuito bancario y equivale a una línea de crédito amplia, muy cómoda, pues, al cabo de este primer año de existencia se comprueba que la bolsa ha competido, mano a mano, con la banca, lo cual responde la interrogación planteada cuando se trazó la perspectiva de la bolsa con el Honorable Senador señor Romero; en aquel entonces, era, en lo fundamental, una idea, sin una base de realidad.  Hoy, se ha descubierto que los contratos con los cuales se opera son seguros, y dentro de este primer año no ha habido ningún accidente o problema de financiamiento.  Refirió que las fuentes de recursos han sido amplísimas y entregan una tasa superior en un 15% a lo que es un depósito a plazo o un fondo mutuo de renta fija a corto plazo, y se  conceden a tasas que son de alrededor del 0,6% mensual, lo que, descontado del impuesto de timbres y estampillas, equivale a un crédito bancario al 0,47%.


Enfatizó que en forma deliberada han optado por no darle mayor difusión, por ser este un año de prueba de los sistemas y de su funcionamiento, previéndose que el próximo será probablemente el período de consolidación, pero lo anterior no desvirtúa que se está ante un aporte significativo, y que las modificaciones consultadas en la iniciativa en estudio vienen a fortalecer el descuento de las facturas pues, tal como lo saben Sus Señorías, los retailers les hacen a los proveedores una serie de descuentos que, básicamente, son unilaterales.  


En el presente, explicó, transar facturas de una empresa como Cencosud es prácticamente imposible porque su valor final está mezclado con la cuenta corriente del proveedor con el retailer.  El propósito, enfatizó, es fortalecer esa opción, y otros aspectos operacionales, no sólo por las indicaciones que les ha dado la Superintendencia sino también por una asesoría del Banco Interamericano de Desarrollo, BID, para dar forma a la primera cámara de compensación de contraparte única, uno de los anuncios que el Ministro de Hacienda señor Velasco hizo en su exposición reciente, ante el Encuentro Nacional de la Empresa Enade 2006, y que marca la modernización más importante que precisa el mercado de capitales para su proyección.  Agregó que en el futuro inmediato se trabaja seriamente con compañías de seguro de créditos y con las grandes firmas compradoras de grano, para instituir fordwards en el maíz y en el trigo, que constituyen la base para entrar a una agricultura de contratos. Destacó, asimismo, la relevancia de lo anterior para los biocombustibles, rubro en el que se requiere de un sistema que le asegure a la empresa la consecución del insumo a un precio dado, y también a quien los produce el poder hacerlo con tranquilidad y contar con el financiamiento crediticio necesario con esta finalidad.  Este aspecto, mencionó, se está resolviendo razonablemente en esta fase, y en los próximos meses se verá la novedad.  Sintetizó la importancia de lo expuesto con la expresión de que al haber fordwards de maíz será muy fácil implementarlo en el trigo, y abarcar el vino es, igualmente, otro paso.


El Honorable Senador señor Romero expresó su satisfacción porque estas modificaciones revelan que la idea inicial, gestada por los años 1990 o 1991, cuando se presentó el primer proyecto sobre bolsa de productos agropecuarios, confirma, que la bolsa de productos agropecuarios cumple efectivamente, el objetivo trazado en aquel entonces, en el sentido de viabilizar la incorporación de la agricultura como sujeto de crédito en una bolsa de productos, ante la rigidez del crédito bancario.  Concordó en que esta agricultura de contratos, de la que habla el señor Barros, representa, sin duda, un logro espectacular porque se demuestra en forma creciente que la agricultura, en cualquier economía por desarrollada que esté, no es un destinatario elegible de crédito, sin embargo, dispone de la eficacia de los contratos y cuenta con la producción como sólida contraprestación, y ese es el elemento esencial  a su parecer, de la operación de una bolsa de productos agropecuarios, y en razón de estos fundamentos sólo le cabe expresar su pleno acuerdo con esta modificación.


El Honorable Senador señor Vásquez hizo un alcance particular al proyecto, orientado a saber si había algún informe de la Superintendencia de Quiebras respecto del numeral 8 de su artículo único, que agrega un artículo 21 bis a la ley N° 19.220, en lo que atañe a la presunción de derecho que sienta una exclusión de la norma de inoponibilidad que incluso podría alcanzar a los delitos relacionados con las quiebras que le llaman su atención.  Mencionó que en general las presunciones de derecho le resultan molestas, aun si se trata de una presunción de derecho liberatoria.


El Honorable Senador señor Espina previno que las presunciones de derecho son inconstitucionales de acuerdo con la nueva legislación.  Sugirió que este aspecto sea analizado en el debate en particular.


El señor Intendente de Valores hizo notar que la Superintendencia de Valores y Seguros no ha hecho consulta en aquel sentido y que carece de antecedentes de que la misma se haya formulado a la Superintendencia de Quiebras.


El señor Presidente de la Bolsa de Productos Agropecuarios agregó un alcance similar, y mencionó que la norma a que se refiere la consulta les fue sugerida por la asesoría del BID, en los términos de un requisito que era menester para la operación de una cámara de compensación de contraparte única y para la emisión de certificados sobre producto y sobre factura, las que, para su transacción exigen una fortísima protección.


El Honorable Senador señor Vásquez explicó que si bien entiende el requerimiento de blindaje, es dudoso que se requiera a esos niveles.  Agregó que dice relación con las acciones de inoponibilidad, por un lado, pero que también pueden afectar a la sanción penal de los delitos vinculados a una quiebra.

- - -


- En virtud de los antecedentes entregados y de las consideraciones expuestas precedentemente, vuestra Comisión acordó, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Allamand, Coloma, Espina y Vásquez, aprobar en general la iniciativa en estudio.

- - -


En consecuencia, vuestra Comisión de Agricultura recomienda aprobar, en general, el proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados, cuyo tenor es el que sigue:

“PROYECTO DE LEY


Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.220:


1.- Modifícase el artículo 2° en la forma que se indica:


a.- Reemplázase el Nº 1) por el siguiente:


”1) Deben constituirse y mantener un capital pagado mínimo equivalente a 30.000 unidades de fomento, dividido en acciones sin valor nominal y un número de miembros de, a lo menos, ocho corredores de productos.


Si durante la vigencia de la sociedad, el número de corredores o el monto de su patrimonio neto se redujera a cifras inferiores a las establecidas precedentemente, la bolsa dispondrá de un plazo de seis meses para subsanar los déficit producidos.  Vencido este plazo sin que así haya ocurrido, podrá serle revocada su autorización de existencia por la Superintendencia, a menos que este organismo le autorice la reducción de su capital social o del número de sus corredores miembros.”.


b.- Reemplázase el Nº 3), por el siguiente:


“3) Ningún corredor, en forma individual o conjuntamente con personas relacionadas, podrá poseer más del 10% de la propiedad de una bolsa de productos.


Un corredor podrá ejercer su actividad en una o más bolsas de productos, ya sea en calidad de accionista o celebrando un contrato para operar en ella.”.


c.- Reemplázase el Nº 4), por el siguiente:


“4) Toda persona aceptada como corredor de una bolsa en la cual se requiera adquirir una acción para operar, lo podrá hacer mediante transacciones privadas o a través del mecanismo consistente en hacer una oferta a firme por un período de hasta 60 días y por un valor no inferior al mayor valor entre el promedio de precio de transacciones en bolsa de acciones del último año y el valor de libro actualizado a la fecha de la oferta.  Si en ese período no hubiere tenido oferta de venta, podrá requerir de la bolsa la emisión de una acción de pago al valor más alto previamente indicado.”.


d.- Elimínase el Nº 5), pasando los actuales números 6) y 7) a ser 5) y 6), respectivamente.


e.- Elimínase el Nº 8), pasando el actual número 9) a ser número 7).


2.- Modifícase el artículo 5° de la siguiente forma:


a.- Reemplázase en el Nº 3), la expresión “referidos en el Nº 1)” por la frase “, contratos y facturas referidos en los números 1) y 4)”.


b.- Agrégase el siguiente Nº 4), nuevo, pasando el actual 4) a ser Nº 5), reemplazando la conjunción “y”, precedida de una coma (,) con que termina el Nº 3), por un punto y coma (;):


“4) Las facturas que se emitan con arreglo a las disposiciones de la ley Nº 19.983, que reflejen toda clase de operaciones comerciales con bienes o servicios, sean o no éstos de naturaleza agropecuaria.  Las bolsas reglamentarán las condiciones y requisitos de seguridad que, en razón de su naturaleza, deberán cumplir las facturas, estableciendo, al menos, controles que aseguren  que sólo podrán transarse en bolsa facturas únicas, auténticas, íntegras e irrevocablemente aceptadas, y”.


c.- Reemplazáse, en el inciso final, la palabra “cuatro” por “cinco”.


3.- Incorpórase el siguiente inciso tercero, nuevo, en el artículo 6°:


“Una bolsa podrá rechazar, con el acuerdo de a lo menos dos tercios de sus directores en ejercicio, a las personas que opten al cargo de corredor de dicha bolsa, en la medida que ellas, o sus socios cuando se trate de personas jurídicas, no cumplan los requisitos de solvencia, idoneidad, y demás exigencias que la respectiva bolsa establezca en sus estatutos o reglamentos. La bolsa, al establecer y verificar el cumplimiento de dichos requisitos y exigencias, no podrá restringir o entorpecer la libre competencia.  En caso de rechazo, los fundamentos del mismo deberán constar en el acta respectiva.”.


4.- Agrégase, en el artículo 18, el siguiente Nº 8), nuevo:


“8) Normas que aseguren un tratamiento justo y no arbitrario para todos los corredores que operen en ellas.”.


5.- Agrégase, en el artículo 19, el siguiente Nº 4), nuevo, pasando el actual Nº 4) a ser Nº 5), reemplazando la conjunción “y”, precedida de una coma (,) con que termina el Nº 3), por un punto y coma (;):


“4) Las facturas que puedan transarse en la respectiva bolsa.”.


6.- Reemplázase el inciso tercero del artículo 20, por los siguientes:


“Por su parte, los títulos sobre contratos o facturas, a que se refiere el artículo 5°, Nº 3, de la presente ley, sólo podrán ser emitidos por la bolsa, contra la cesión traslaticia de dominio a la misma de los derechos emanados de los respectivos contratos o facturas, junto con la entrega de los mismos. Dichos títulos tendrán las características y se transarán en la forma que establezca la bolsa en su reglamento.


La bolsa, por los títulos que emita de conformidad a lo dispuesto en el inciso precedente, será responsable de la existencia y la custodia de los contratos o facturas que respaldan su emisión y por la custodia de sus frutos y flujos, mientras estos no sean entregados a sus legítimos dueños. Asimismo, será responsable por que los títulos emitidos sean compatibles con las condiciones, plazos y modalidades contenidas en los contratos y facturas que éstos representan. Será de cargo de los legítimos dueños de tales títulos, el riesgo por el incumplimiento o no pago de las obligaciones contenidas en los respectivos contratos o facturas.  Lo anterior, es sin perjuicio de las responsabilidades que, conforme a la ley y a la reglamentación bursátil, pudieran corresponderle a los corredores que participaron en la operación, así como de las garantías o resguardos que pudieran existir, en su caso.


Los títulos sobre contratos o facturas no podrán tener una duración o vencimiento superior a un año, contado desde la fecha de su primera transacción en bolsa.


Corresponderá a la bolsa la custodia de los certificados de depósito y de los vales de prenda recibidos, así como de los contratos y facturas, según corresponda, los cuales serán entregados y endosados o cedidos al poseedor de un título equivalente, según lo defina la bolsa, cuando éste opte por el retiro de los productos, contratos o facturas, contra entrega de los mismos.


Todos los productos, contratos y facturas, y los frutos o flujos de éstos, que sean entregados a la bolsa, ya sea para garantizar o facilitar su transacción bursátil o bien, para los efectos de la emisión de títulos de conformidad a este artículo, serán mantenidos por ésta en custodia a nombre propio y por cuenta de sus legítimos dueños, por lo que no podrán ser embargados por acreedores de la bolsa y en caso de quiebra de ésta, no formarán parte de la masa de bienes del fallido.


Para todos los efectos de la custodia a que se refiere el inciso anterior, serán plenamente aplicables en lo que correspondan, las disposiciones contenidas en el Título XXIII de la ley Nº 18.045, de Mercado de Valores.”.


7.- Reemplázase el artículo 21 por el siguiente:


“Artículo 21.- Serán inoponibles a los adquirentes de productos y facturas en bolsas, las prendas, embargos, prohibiciones de enajenar o cualquier otra medida cautelar o contrato que grave o afecte al producto o factura transada, así como también, las compensaciones legales o convencionales que pudieran haber sido válidamente aplicables respecto del dueño original y vendedor de los productos o facturas, cuando corresponda. Se exceptúan de lo anterior, las prendas que el adquirente haya conocido y expresamente aceptado, como asimismo aquellas garantías, embargos, prohibiciones que hayan sido notificados judicialmente a la Bolsa.”.

8.- Agrégase el siguiente artículo 21 bis, nuevo:


“Artículo 21 bis.- Quedarán excluidos de la masa de bienes del fallido, los productos que éste hubiere vendido o transado en una bolsa de productos y cuya entrega se encuentre pendiente, o bien, los que haya entregado a la bolsa para garantizar operaciones pendientes de liquidación.  Quienes, como consecuencia de una o más operaciones bursátiles, se constituyan en acreedores o beneficiarios de los mismos, según corresponda, serán pagados sin aguardar los resultados de la quiebra y sin que sea necesario efectuar ninguna de las reservas que previene la ley de Quiebras.


Las bolsas, por cuenta de los acreedores o beneficiarios a que se refiere este artículo, podrán, sin más trámite y cuando corresponda, ejercer los procedimientos de realización de las prendas que se hubieran constituido, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 20 de esta ley, para pagar a los beneficiarios de las garantías en el tiempo y forma indicados en dicha disposición.


En caso de declararse la quiebra de un inversionista con operaciones o transacciones pendientes de liquidación en una bolsa, se mirarán como obligaciones conexas para los efectos del artículo 69 de la Ley de Quiebras, las obligaciones recíprocas del fallido y sus acreedores contrapartes en las referidas transacciones bursátiles.


Para efectos de lo dispuesto en el artículo 77 de la Ley de Quiebras, se presume de derecho que el adquirente de productos, títulos o contratos en una bolsa de productos, no conocía el mal estado de los negocios del fallido, respecto de cualquier adquisición efectuada dentro de los plazos que señala el artículo 76 de la referida ley.”.


9.- Modifícase el artículo 33, de la siguiente forma:


a.- Intercálase entre la palabra “productos” y la expresión ”que”, la palabra “agropecuarios”.


b.- Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando los actuales incisos segundo, tercero y cuarto, a ser cuarto, quinto y sexto, respectivamente:


“No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, no será necesaria la certificación de conformidad de los productos que vayan a ser transados, cuando las partes que intervienen en la negociación así lo hubieren acordado expresa y previamente, en el tiempo y forma que determine la reglamentación de la bolsa respectiva.


Lo dispuesto en el inciso anterior no será aplicable a los títulos sobre productos emitidos de conformidad al artículo 20 de esta ley.”.


Artículo transitorio.- Las bolsas de productos tendrán un plazo de dos años contado desde la entrada en vigencia de este cuerpo legal, para adecuarse al número mínimo de corredores miembros exigido en el Nº 1), del artículo 2° de la ley Nº 19.220, modificado por el Nº 1.- del artículo único de esta ley.”.
- - -


Acordado en la sesión celebrada el día 5 de diciembre de 2006, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Alberto Espina Otero (Presidente), Andrés Allamand Zavala, Juan Antonio Coloma Correa y Guillermo Vásquez Úbeda.


Sala de la Comisión, a 12 de diciembre de 2006.

(Fdo.):Ximena Belmar Stegmann,
Secretario
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES FLORES, ORPIS Y ZALDÍVAR, Y DEL EX SENADOR SEÑOR FERNÁNDEZ, QUE MODIFICA EL DL. Nº 2.564, DE 1979, SOBRE AVIACIÓN COMERCIAL

(3316-15)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros en trámite de segundo informe, el proyecto de ley enunciado en el rubro, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Flores, Orpis y Zaldívar, don Adolfo y del ex Senador señor Fernández.
- - - - - 


Durante el estudio de este proyecto de ley la Comisión contó con la participación y colaboración del Asesor Legislativo del Ministro, señor Fernando Abarca; de la Fiscal de la Subsecretaría de Transportes, señora Paola Tapia; del Secretario General de la Junta de Aeronáutica Civil, señor Jorge Frei; del Secretario General (S) de la Junta de Aeronáutica Civil, señor Guillermo Novoa; de la Gerente de Desarrollo Comercial de Lan Airlines S.A., señora Raquel Galarza; del Fiscal de Lan Airline S.A., señor José Miguel Bambach; del Profesor Investigador del Departamento de Ingeniería Industrial de la Universidad de Chile, señor Ronald Fischer; del Gerente General de Sky Airline, señor Jürgen Paulmann y del Asesor Legislativo de Sky Airline, señor Felipe Volante.


Envió por escrito sus observaciones el Gerente General de Aerolíneas del Sur, señor Miguel Ángel Maggi.

- - - - - - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:


I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: ninguno.

II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: no hay.

III.-Indicaciones aprobadas con modificaciones: no hay.

IV.- Indicaciones rechazadas: las signadas con los números 1, 2, 3, 4, 5, 6 y 7.

V.- Indicaciones retiradas: no hay.

VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: ninguna.
- - - - - - - - - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


La Comisión se abocó al estudio de las 7 indicaciones presentadas al texto del proyecto de ley, aprobado en general por el Honorable Senado, dejando constancia de las disposiciones en que ellas inciden, y de los acuerdos adoptados sobre las mismas.


Durante la discusión en particular, vuestra Comisión acordó, antes de pronunciarse sobre las indicaciones presentadas, escuchar las opiniones de las personas individualizadas al inicio de este informe.



El Secretario General de la Junta de Aeronáutica Civil, señor Jorge Frei, expresó que los objetivos del proyecto de ley relativos a contar con un mercado de transporte aéreo eficiente, accesible, competitivo y de calidad, son compartidos por la Junta de Aeronáutica Civil, que se encuentra recogiendo información de economistas para una mejor aplicación de la reciprocidad. Para el Consejo de la Junta de Aeronáutica Civil y para el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, el principio de reciprocidad, no constituye un dogma, sino una herramienta para negociar.



Agregó que al analizar los itinerarios de vuelo resulta que de los 35 vuelos a las zonas, a que se refiere este proyecto de ley, Regiones Primera, Undécima y Duodécima, sólo 9 son vuelos directos de las distintas líneas aéreas. En general, los operadores funcionan recogiendo pasajeros, de un punto a otro, para llenar el vuelo.  Si el vuelo sólo se realiza entre dos puntos, probablemente, los operadores no se interesarán en estos tramos. Por otra parte, señaló que hay que tener presente que las barreras de entrada para este sistema son muy bajas.


Esta Moción limita la capacidad de negociación de la Junta de Aeronáutica Civil para obtener cabotaje en el país. En ese sentido informó que en fecha reciente se aprobó, en la Honorable Cámara de Diputados, un Convenio con Paraguay que entrega cabotaje para realizarlo en todo el territorio nacional y que permitirá la entrada a Chile de la línea aérea TAM, de capitales brasileros.


Analizando el funcionamiento y la competencia del sistema aeronáutico señaló que hay ciertos elementos que se pueden estudiar, para lo cual se está trabajando con la Fiscalía Nacional Económica y otras entidades involucradas en la materia, para darle más información al sistema. Los economistas que han analizado esta materia han señalado que falta más información para llevar un control de las tarifas aéreas de los operadores. En Chile no hay registro de las tarifas, sólo se conoce la tarifa promedio, sin embargo, en un vuelo existen distintas tarifas. 


Asimismo, se requiere información para monitorear la calidad del servicio. Entrarán nuevos operadores y se producirá una reestructuración del sistema. No sólo preocupan las tarifas, sino que la entrega de un servicio adecuado, la suspensión y cancelación de vuelos no anunciadas, que alteran la calidad del servicio, situaciones con las cuales los operadores dominantes pueden afectar el mercado.


Por ello se debe contar con un sistema aeronáutico más informado.


Al analizar la composición del mercado aeronáutico de pasajeros resulta que el número de pasajeros que vuelan hacia las Regiones Primera, Undécima y Duodécima, no es una cifra de mercado que permita llenar un vuelo y viajar en forma directa, sin embargo, en opinión de la Junta, aplicando la reciprocidad, se puede abrir a otros países. Eliminar esa facultad quita un poder de negociación a la Junta de Aeronáutica Civil. 


Reiteró que la Junta no quiere restar flexibilidad al proceso de negociación, a la regulación y a la posibilidad de abrir nuevos cielos. Asimismo, manifestó que la Junta no tiene información de nuevas solicitudes de empresas aéreas para cubrir el transporte en las zonas extremas, como tampoco de la realización de vuelos regulares, especiales o exploratorios. 


Un hecho relevante corresponde al crecimiento del mercado doméstico de pasajeros, que se explicaría, primero, por el posicionamiento de Aerolíneas del Sur y, segundo, por la actividad en ciertas regiones del país, especialmente el aumento del tráfico en la ruta a Calama.


Aerolíneas del Sur ha logrado posicionarse en el mercado chileno, duplicando las frecuencias de 14 a 30 y aumentado el número de pasajeros transportados con 91.780 pasajeros más, en comparación con el mismo período del año anterior (enero a julio). Esta es una de las razones que explican el aumento del tráfico aéreo nacional.


En tanto, la ruta a Calama ha crecido un 14% con respecto del período anterior, pasando de 153.613 a 174.666 pasajeros transportados en total. Este incremento en el número de usuarios se debe principalmente a aquellos viajes generados por la industria minera.


En relación al tráfico internacional de pasajeros explicó que el acumulado de enero a julio del año alcanzó un crecimiento 5,1% (2.426.624 pasajeros) con relación al mismo período del año anterior. Por primera vez en el año, el mes de julio muestra una leve caída en su tráfico: 2,6% con respecto del mismo período del año anterior, lo que equivale a 362.331 pasajeros.


En julio, las aerolíneas con tráfico mayor a 80.000 pasajeros son Lan, American Airlines, Aerolíneas Argentinas, Varig, Iberia y Air France. Juntas, estas compañías concentran el 74% del mercado. En tanto, las aerolíneas con un crecimiento mayor a 30% son TAM Líneas Aéreas, Air France, Copa Air, T.A. MERCOSUR y Delta Air Lines.


Durante este período, los destinos internacionales con mayor tráfico continúan siendo Buenos Aires, Sao Paulo, Madrid, Miami y Lima (todos sobre 70.000 pasajeros). Por otra parte, los destinos de más de 8.000 pasajeros, que han disminuido sus tráficos son Buenos Aires (2,5%), Quito (4,5%), Guayaquil (6.0%), La Habana (9.0%), Caracas (12,4%) y Frankfurt (29.0%).


La baja del tráfico Santiago- Buenos Aires se debe principalmente a que las líneas áreas Lan y Aerolíneas Argentinas han transportado menos pasajeros en dicha ruta, además de la salida de Lufthansa que también operaba entre dichas ciudades. Específicamente, la disminución en el número de pasajeros en el tramo a Frankfurt se explica por la salida de Lufthansa y el ingreso de Swiss.


Asimismo, es posible advertir que durante julio, la empresa Swiss tiene una participación de mercado de un 2,3%, mientras que en los cuatros meses de operaciones registra una participación de mercado de un 1%, operando las rutas Santiago-Zurich y Santiago- Sao Paulo.


Respecto del tráfico doméstico de pasajeros manifestó que en relación al mismo período del año anterior, éste creció un 1,3% en julio, lo que equivale a 282.264 pasajeros. En el acumulado de enero a julio el crecimiento es de 5,5%, lo que corresponde a 1.891.223 pasajeros transportados.


SKY Airlines incrementa su participación de mercado a un 20,3% en comparación con el mes anterior (20%). Considerando sólo las rutas operadas por esta compañía, la participación llega a un 23,1% superior al mes anterior, que fue de 22,7%.


En tanto la participación de mercado de Aerolíneas del Sur baja de un 8,3% a un 8,1%. Considerando sólo las rutas operadas por la empresa, su participación desciende de un 15,7% a un 15,4%.


En cuanto al tráfico internacional de carga explicó que ésta vuelve a mostrar, por cuarto mes consecutivo en el año, una baja en su tráfico, cayendo a un 9,7% con respecto del mismo período del año anterior. El total transportado por vía aérea alcanzó las 18.396 toneladas.


En el acumulado de enero a julio, el tráfico de carga muestra una caída de un 3% con respecto del mismo período del año anterior.


Durante julio, las principales empresas transportadoras de carga según volumen son: grupo Lan (10.697 ton., 58,1%), Polar Air Cargo (1.302 ton.,7,1%), American Airlines (960 ton., 5,2%) Cielos del Perú (748 ton.,4,1%), Matinair Holland (602 ton.,3,3%) e Iberia (596 ton., 3,2%)


Finalmente, en relación al tráfico doméstico de carga informó que no varía en el mes de julio, pero en cuanto al acumulado de enero a julio, el tráfico cae en un 2,8% con respecto del mismo período del año anterior. Los volúmenes de tráfico más importantes en el acumulado a julio se registran en los siguientes pares de ciudades: Santiago-Iquique 18,1%, Santiago- Antofagasta 15,0%, Santiago- Punta Arenas 14,1% y Santiago-Isla de Pascua 10,6%.


El Fiscal de Lan, señor José Miguel Bambach, inició su presentación señalando que la ley de cielos abiertos de nuestro país es una de las más avanzadas y pioneras en el mundo. Es una ley que permite no sólo el cabotaje con reciprocidad con líneas aéreas extranjeras sino que también la constitución de líneas aéreas extranjeras en Chile con 100% de capital extranjero y control extranjero, experiencia que no se repite en casi ningún país del mundo.


En materia de cabotaje con reciprocidad, la Junta ha suscrito varios convenios en que ha otorgado el cabotaje, situación que Lan no sólo apoya sino que ha sido una de las empresas propulsoras para lograr convenios con cabotaje. En ese sentido, expresó que para Lan sería de gran interés contar con un convenio de cabotaje recíproco con Argentina y poder realizar  transporte aéreo en Argentina. 


Añadió que en Chile existe una ventaja adicional que es permitir que una empresa extranjera constituya una sociedad con capital extranjero en nuestro país y explote los servicios de transporte aéreo en cabotaje sin ninguna limitación. Luego, es importante determinar cuál es la razón de esta iniciativa legal, porque si existiendo tantas facilidades para que las empresas extranjeras se instalen en Chile y realicen transporte, no lo hacen, para qué se propone esta ley. Si se exigen a las empresas extranjeras requisitos similares a los que se exigen a las líneas áreas nacionales no se afectarían a éstas últimas. Sin embargo, el proyecto puede crear una situación discriminatoria entre las líneas aéreas extranjeras y las nacionales que realicen el cabotaje.


Finalmente, expresó que este proyecto de ley debilita la posición negociadora de la Junta de Aeronáutica Civil. Partir negociando con cabotaje entregado es un menoscabo para la negociación. En el mundo existe el concepto de reciprocidad y cuando se entrega cabotaje es para recibir cabotaje, o cuando se entrega una séptima libertad es porque se entrega algo a cambio y este proyecto de ley no es beneficioso para esa facultad de la Junta.


La Gerente de Desarrollo de Lan, señora Raquel Galarza, expresó que es importante tener claras algunas ideas. Los chilenos viajan en términos domésticos más que sus pares latinoamericanos de igual nivel socioeconómico; los argentinos y los peruanos viajan menos que los chilenos, situación que la Junta de Aeronáutica ha refrendado en las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Zonas Extremas de la Honorable Cámara de Diputados.


Los chilenos viajan más porque tienen más servicio aéreo doméstico e internacional, lo que obedece a la existencia de la ley de cielos abiertos que obliga a la competencia y a la eficiencia.


Las zonas extremas del país representan el 40% de los pasajeros-kilómetros, incluyendo el tráfico que se realiza entre el continente e Isla de Pascua.  Luego es importante considerar al dictar una ley que permita que un grupo de empresas aéreas cuenten con condiciones especiales, porqué una empresa aérea peruana o argentina va a preferir venir a Chile con su calidad de empresa extranjera y no creando una empresa en Chile. Ello debería ser para obtener alguna ventaja como empresa extranjera y no como empresa chilena. 


Actualmente, existen algunas ventajas que son evidentes, como por ejemplo, las empresas aéreas extranjeras no tributan en Chile, no pagan Impuesto a la Renta, a diferencia de lo que ocurre con las empresas chilenas y si esta situación se analiza en términos de legislación laboral de los tripulantes de cabina, resulta que las legislaciones extranjeras en estas materias son muy distintas, más arbitrarias y menos exigentes en materia de seguridad aeronáutica. Así, en la categoría con la cual Estados Unidos califica al servicio de transporte aéreo en materia de seguridad, Chile siempre ha estado en la primera categoría, a diferencia de las líneas aéreas latinoamericanas, lo que además se vincula con la seguridad de los aeropuertos, las exigencias para otorgar licencias y el despacho de aviones.


Por lo tanto, existe una norma de seguridad que si es distinta es discriminatoria; una norma de transporte que si es distinta es discriminatoria; una norma tributaria que si es distinta discriminatoria y una norma laboral que si es distinta, también es discriminatoria.


De los recursos que genera LAN, la ruta doméstica por completo no alcanza al 3% de los ingresos de la compañía y las zonas extremas, a que se refiere este proyecto de ley, en términos de pasajeros, no alcanzan al 4% de los ingresos de la Compañía. LAN no se verá afectada por este proyecto de ley.  No obstante, puede suceder que las empresas chicas, como es el caso de SKY y Aerolíneas del Sur sufran una competencia que no necesariamente es leal. Si fuere leal sería exactamente lo mismo hacerlo como empresa nacional que como empresa extranjera y no habrían motivos para incentivar la llegada de nuevas empresas. Esta situación va a dañar a las empresas que tienen participación en el mercado superiores al 25% en esos destinos y que tienen una porción muy importante de sus ingresos generados allí.


Lo anterior tiene otra connotación que dice relación con la estacionalidad. Chile tiene un altísimo tráfico durante los meses de enero y febrero, a diferencia de los países limítrofes, entonces si se pretende asegurar estabilidad en el servicio para las zonas extremas se tiene que exigir estabilidad a las empresas extranjeras. Si a LAN se le resta el 1% del ingreso de la temporada alta de 2 ó 3 mercados, la empresa trasladará los aviones a otros mercados, y si no se controla en forma adecuada que una empresa aérea comience a prestar servicios en temporada alta y después cuando las empresas nacionales que operan en las zonas extremas quiebren, porque los márgenes de la industria aérea son muy bajos, el problema de transporte aéreo será mayor.


LAN es una empresa muy exitosa y sólo margina el 5% de sus ingresos.


Ante ese escenario, probablemente LAN analizará las ventajas para operar como empresa extranjera, entonces debemos saber si se quiere establecer una discriminación positiva para las empresas extranjeras y LAN efectuará este transporte con algunas de las empresas que ha creado fuera de Chile, como es el caso de LAN PERÚ. 

Mediante este proyecto de ley debe analizarse cuál es la mejor forma de solucionar el transporte de las zonas extremas del país, pero esta no es la manera más adecuada.


Con este proyecto de ley, si la competencia es desleal, quebrarán las pequeñas empresas nacionales de transporte aéreo. Si existe la posibilidad de que esta iniciativa atraiga a la industria extranjera es porque cuentan con una condición especial que no tienen las empresas nacionales. La otra solución es otorgarle a las empresas nacionales esas mismas condiciones para realizar el servicio extremo, pero no deben darse esas condiciones especiales sólo a las empresas extranjeras y no a las chilenas, porque cuando esas empresas extranjeras tengan problemas, nuevamente existirá una sola compañía aérea ofreciendo el servicio.


El Economista de la Universidad de Chile, señor Ronald Fischer, explicó que la idea contenida en esta iniciativa legal tendiente a bajar los costos del transporte aéreo a las zonas extremas del país resulta razonable. Añadió que la teoría del comercio internacional señala que en algunos casos la apertura unilateral es apropiada, cuando no se puede conseguir nada a cambio mediante negociaciones, como ha sido el caso de los tratados y además depende de las condiciones de competencia de los mercados, por lo tanto, si no se consideran estas variables se puede llegar a soluciones equivocadas.


Las empresas aéreas extranjeras se pueden instalar en Chile con muchas facilidades, con lo cual la ventaja con que se instalan dice relación con algunas condiciones distintas para operar como empresa extranjera, lo que no parece totalmente razonable.


Asimismo, se produce una pérdida de la capacidad de negociar de la Junta de Aeronáutica Civil. En ese sentido informó que escribió un artículo, por encargo de la Junta, que demuestra que el bienestar social de una apertura de frecuencias o cambios de libertades dependerá de las condiciones de competencia. Si hay mucha competencia extranjera podría ser beneficioso, lo que no se aplica totalmente al cabotaje sino que respecto de los acuerdos internacionales. La apertura debe considerar los distintos casos, lo que indica la necesidad de contar con una cierta capacidad de discreción, es decir, decidir en base a las condiciones y la capacidad de negociación asociada a la discrecionalidad que es útil en cualquier negociación.


Respecto de la estacionalidad expresó que no resulta convincente, porque cualquiera empresa eficiente mantiene los aviones que se necesita para las distintas épocas del año y el resto de sus naves los llevará a otros destinos. No convence el argumento que existirá un servicio distinto dependiendo de los períodos altos o bajos de cada año en caso que se permita la entrada de naves extranjeras en los períodos de alta demanda. En las épocas de baja demanda las empresas sacarán las naves del país y tendrán más naves en las épocas de altas demanda con lo cual no se notará grandes diferencias con las empresas extranjeras.


Finalmente, destacó que es importante determinar la razón por las cuales las empresas aéreas extranjeras no se han instalado en Chile existiendo tantas facilidades, lo que puede obedecer a la existencia de un costo inicial de instalación que regula la Dirección de Aeronáutica Civil.

El Gerente General de Sky Airline, señor Jürgen Paulmann, señaló que todos los mercados son altamente sensibles a las regulaciones que se aplican.


Esta situación en el mercado aéreo se encuentra acentuada dada sus peculiaridades, entre las que se destaca la intervención de los Estados en el fomento de la industria, atendido el carácter estratégico que se le reconoce en la mayoría de las naciones.


En el caso de Chile, nuestra legislación aéreo comercial es una de las más abiertas del mundo y ha sido pionera en introducir el principio de “reciprocidad” en cuya virtud se ha instituido el principio de “igual trato” para que las empresas extranjeras puedan operar en nuestro país con tal que otorguen a las líneas aéreas chilenas idénticas condiciones en su país de origen.


El principio de “reciprocidad” es eminentemente justo, especialmente para un país pequeño y lejano como el nuestro pero con enorme potencial  turístico. En tal sentido, las actuales normas del decreto ley N° 2.564 van por el camino correcto.


Las modificaciones propuestas por esta iniciativa legal rompen el justo equilibrio que otorga el principio de reciprocidad con el pretexto de superar las condiciones de aislamiento en que se encontrarían las regiones I, XI y XII.


El proyecto contiene una idea errada de fomento a la aviación para esas zonas extremas, pues el ingreso de líneas aéreas extranjeras, sin reciprocidad, no asegurará los objetivos que pretende el proyecto.


La situación geográfica en que se encuentra la I Región respecto de las regiones XI y XII es muy diversa. La infraestructura carretera asegura un viaje por tierra directo entre la I región y el sur de Chile. Ciertamente no ocurre lo mismo con las regiones XI y XII, que por su ubicación, el transporte terrestre exige traspasar la frontera nacional.


Cada una de estas regiones presenta potenciales particulares que hace muy difícil poder asimilarlas.


Las forma correcta de fomentar la aviación comercial en dichas regiones no puede estar encaminada a favorecer a las empresas extranjeras, muchas de ellas subsidiadas por sus gobiernos para que compitan deslealmente con las líneas aéreas chilenas, sino que estableciendo condiciones de competencia que permitan un mayor número de operaciones a empresas chilenas y que éstas, a su vez, puedan incursionar en mercados extranjeros.


Para cumplir el objetivo que persigue el proyecto deberían adoptarse otras medidas, como incentivos a las operaciones de empresas nacionales en las zonas extremas, como rebajas en las tasas operativas y/o tasas de embarque que disminuyan el costo para los usuarios. Una disminución proporcional en la carga impositiva para las empresas que vuelen a dichas zonas también podría crear un atractivo para mejorar la oferta de vuelos.


De hecho, en la forma en que está actualmente estructurado el proyecto, es dable prever una competencia desleal en perjuicio de las líneas áreas nacionales, las que al no poder recuperar el Impuesto al Valor Agregado (IVA), que pagan por sus operaciones dentro del país, se ven gravadas por un impuesto muy significativo que no afecta a las empresas extranjeras. Es del caso señalar, que Argentina subvenciona el precio del combustible en un 60% para las aerolíneas que vuelan al sur de dicho país, lo que les permite llegar a zonas cercanas a Punta Arenas con un enorme subsidio.


Es importante destacar el carácter estratégico que tiene el transporte aéreo para las regiones extremas de Chile, el que no puede estar entregado a operadores extranjeros, pues conllevaría un daño a las empresas chilenas, las que se verían en la probable situación de tener que dejar de prestar servicios en las zonas señaladas.


Para mejorar el acceso y oferta de vuelos para las regiones extremas de nuestro país, las acciones deberían estar destinadas a fomentar esas zonas y no a debilitar a las empresas locales, como ocurrió con el ingreso disfrazado de una aerolínea de origen español a nuestro país, que dio lugar a la situación actual donde dos competidores débiles se enfrentan entre sí frente a una empresa dominante, potente y reforzada.


La liberalización del cabotaje en las zonas extremas del país a favor de empresas extranjeras no parece ser una medida racional ni estudiada en profundidad por las consecuencias que acarrearía su implementación, especialmente en el caso de la I región.


Quebrantar el principio de “reciprocidad” constituiría otro mal precedente y expondría especialmente a las empresas aéreas chilenas de menor tamaño, lo que incluso podría incrementar la participación de mercado de la empresa dominante.


Las modificaciones que requiere el decreto ley N° 2.564 deben estar encaminadas a despejar y mejorar las condiciones de competencia en el mercado interno y a apoyar la industria nacional.


El Gerente General de Aerolíneas del Sur, señor Miguel Angel Maggi, remitió a esta Comisión una minuta en la que expresa sus planteamientos en relación a esta iniciativa legal, en la cual señala en síntesis que la modificación propuesta tiene como intención incentivar la conexión de las regiones extremas del país con el centro y el extranjero y potenciar de esta forma el desarrollo de las mismas, puede presentar serios problemas para las empresas aéreas cuya planificación de negocios contempla una proyección de largo plazo, asumiendo las temporadas altas y bajas que naturalmente presentan dichos destinos.


La modificación propuesta se podría traducir en que líneas aéreas extranjeras intenten aprovechar exclusivamente las temporadas altas a los destinos indicados, suspendiendo sus operaciones durante las temporadas bajas, lo que en el largo plazo redundaría en un perjuicio a la oferta permanente de asientos a dichas zonas ya que no hay forma en que las empresas aéreas más pequeñas puedan hacer frente a dicho escenario.


Los costos de mantener una empresa de aeronavegación chilena que provea servicios de manera continua dentro del país son infinitamente mayores que los de una empresa extranjera que simplemente establece una escala adicional por la temporada alta y luego la retira. Ciertamente, ello perjudicaría a las empresas permanentes y finalmente redundaría en un perjuicio para las regiones que justamente se desea beneficiar.


La legislación nacional contiene una regulación justa que combina los cielos abiertos y garantiza al mismo tiempo, a través del principio de reciprocidad, la no discriminación unilateral por parte de terceros Estados a las empresas de aeronavegación nacionales que pretendan prestar servicios en su territorio.


Mientras exista la reciprocidad, cualquier empresa aérea extranjera podría prestar servicio de cabotaje en Chile. En vista de ello, no aparecería necesario privar a la autoridad aeronáutica nacional de la posibilidad de aplicar la reciprocidad como una forma de precaver la discriminación de las empresas nacionales en terceros países.


Una vez escuchadas las intervenciones anteriormente señaladas, vuestra Comisión se abocó al estudio de las 7 indicaciones presentadas, de las cuales la N° 3, del Honorable Senador señor Orpis fue sustituida.

ARTÍCULO ÚNICO


El artículo 2º del decreto ley N° 2.564, de 22 de junio de 1979, señala que se aplicará lo dispuesto en el inciso primero del artículo anterior a las empresas de aeronavegación extranjeras siempre que, en las rutas en que operen, los otros Estados otorguen condiciones similares para las empresas aéreas chilenas, cuando éstas lo soliciten.


Su inciso segundo indica que si en alguna ruta otro Estado limitare las condiciones para prestar servicios de aeronavegación comercial a empresas o aeronaves chilenas, la Junta de Aeronáutica Civil podrá disponer suspensiones provisionales hasta por 30 días de cualquier servicio de aeronavegación comercial de las empresas que operen en dicha ruta. Si persistiera la limitación que afecta a las empresas o aeronaves chilenas, el Presidente de la República, mediante decreto del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y previo informe de la Junta de Aeronáutica Civil, podrá suspender, terminar o limitar cualquier servicio de aeronavegación comercial de las empresas extranjeras que operen en dicha ruta.


Su inciso tercero preceptúa que en las rutas en que por disposición de otro Estado no exista libertad tarifaria, la Junta de Aeronáutica Civil tendrá facultad para fijar las tarifas, pudiendo para tal efecto realizar negociaciones con la autoridad aeronáutica de ese Estado. En caso de infracción a las tarifas fijadas por la Junta de Aeronáutica Civil, ésta podrá suspender uno o más vuelos del servicio correspondiente.


Su inciso cuarto señala que en los casos en que las tarifas no hayan sido fijadas por la Junta de Aeronáutica Civil, según lo dispuesto en el inciso anterior, las empresas de aeronavegación comercial deberán registrar ante este Organismo las tarifas que aplicarán. El incumplimiento de esta obligación, así como de la establecida en el artículo 12 del decreto con fuerza de ley N° 241, de 1960, podrá ser sancionado por la Junta de Aeronáutica Civil con la suspensión de uno o más vuelos de la empresa correspondiente.


Su inciso quinto indica que la Junta de Aeronáutica Civil, por resolución fundada, podrá terminar, suspender o limitar los servicios de cabotaje u otra clase de servicios de aeronavegación comercial, que se realicen exclusivamente dentro del territorio nacional por empresas o aeronaves extranjeras, si en su país de origen no se otorga o reconoce efectivamente el derecho a igual trato a las empresas o aeronaves chilenas. De la resolución anterior, el interesado podrá pedir reposición ante la misma Junta de Aeronáutica Civil, acompañando nuevos antecedentes.


Su inciso final dispone que el Presidente de la República, mediante decreto que deberá ser suscrito por los Ministros de Defensa Nacional y de Transportes y Telecomunicaciones, podrá terminar, suspender o limitar la operación de cualquier empresa o aeronave en todos los casos en que la seguridad nacional lo requiera.

El proyecto aprobado en general por el Honorable Senado, agrega un nuevo inciso segundo al articulo 2° del decreto ley N° 2.564, del siguiente tenor:


“La exigencia antes referida no será aplicable a aquellas compañías extranjeras de transporte aéreo de pasajeros que presten servicios de cabotaje entre su primer punto de destino dentro del territorio nacional y las Regiones Primera, Undécima y Duodécima.”


A este artículo se presentaron 3 indicaciones signadas con los Nos 1, 2 y 3.

Indicación Nº 1.


La indicación Nº 1 del ex Senador señor Vega, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 1º.- Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero al artículo segundo del D.L. Nº 2.564:


“La exigencia antes referida no será aplicable a aquellas compañías extranjeras de transporte aéreo de pasajeros que presten servicios de cabotaje entre su primer punto de destino dentro del territorio nacional y las regiones Primera, Undécima y Duodécima, sólo como segundo punto de destino dentro del territorio nacional, y siempre que cumplan con las mismas normas técnicas y de seguridad que rigen a las compañías chilenas para estos servicios.


Por consiguiente, corresponderá a la Autoridad Aeronáutica chilena velar porque las compañías extranjeras de transporte aéreo referidas en el inciso anterior, cumplan con los mismos requisitos técnicos, de seguros y de seguridad aplicables a las compañías aéreas chilenas, a sus aeronaves, personal técnico, tripulación de mando y de cabina.”.”.

Indicación Nº 2.

La indicación Nº 2 del Honorable Senador señor Romero, para sustituir el punto final (.) por coma (,), agregando las siguientes frases: “sólo como segundo punto de destino dentro del territorio nacional y siempre que se cumpla con las mismas normas técnicas y de seguridad que rigen a las compañías chilenas para estos servicios, y en mismos términos y condiciones establecidos para las compañías de matrícula chilena en el código aeronáutico y la legislación vigente.”.

Indicación Nº 3.

La indicación Nº 3 del Honorable Senador señor Orpis, para reemplazar el punto final (.) por coma (,), agregando las siguientes frases: “siempre que dichos servicios sean prestados con una continuidad de, a lo menos, un año en alguna de dichas regiones.”.

Vuestra Comisión acordó analizar simultáneamente las indicaciones Nos 1, 2 y 3, junto con la indicación sustitutiva de la indicación N° 3 del Honorable Senador señor Orpis, que además de recoger las ideas principales de las dos anteriores, a la vez, las complementa.


En efecto, la indicación señala:


“La exigencia antes referida no será aplicable a aquellas compañías extranjeras de transporte aéreo de pasajeros que presten servicios de cabotaje entre su primer punto de destino dentro del territorio nacional y las regiones Primera, Undécima y Duodécima, sólo como segundo punto de destino dentro del territorio nacional.


El segundo punto de destino podrá consistir:


a) Tramos de ida o ida y vuelta.


b) Tramos intermedios al interior de las regiones Primera; Undécima y Duodécima.


Si el primer punto de destino es alguna de las regiones señaladas en el inciso primero; el segundo punto de destino deberá realizarse en otro aeropuerto del país, sin perjuicio de que podrá comprender puntos intermedios dentro de las regiones mencionadas en el inciso primero.


Para gozar de este beneficio las compañías aéreas extranjeras deberán prestar este servicio de manera continua durante un año.


Corresponderá a la autoridad aeronáutica chilena velar porque las compañías extranjeras de transporte aéreo referidas en el inciso primero, cumplan con los requisitos técnicos, de seguros y de seguridad aplicables a las compañías aéreas chilenas, a sus aeronaves, personal técnico, tripulación de mando y cabina”.


- Sometida a votación esta indicación se produjo un doble empate. Votaron por su aprobación los Honorables Senadores señores Novoa y Orpis y votaron por su rechazo los Honorables Senadores señores Horvath y Pizarro. Repetida la votación en la forma reglamentaria, de acuerdo con el artículo 182 del Reglamento del Senado, en la sesión siguiente, se produjo el mismo empate. Por consiguiente se rechazó esta indicación y, consecuencialmente, las indicaciones Nos 1 y 2, con los votos afirmativos de los Honorables Senadores señores Novoa y Orpis y los votos en contra de los Honorables Senadores señores Horvath y Sabag (Pizarro).

- - - - - -

Indicación Nº 4.

La indicación Nº 4 del Honorable Senador señor Orpis, para consultar el siguiente artículo nuevo:


“Artículo...- Agrégase el siguiente inciso tercero al artículo segundo del D.L. Nº 2.564, de 1979:


“Las empresas que no cumplan con el requisito establecido en el inciso anterior, no podrán volver a solicitar permiso para operar antes de cinco años.”.”.


- En votación esta indicación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Novoa, Orpis y Sabag.
- - - - - 


Analizadas las indicaciones Nos 5, 6 y 7, fueron rechazadas por ser contradictorias con la idea matriz del proyecto.

Indicación Nº 5.

La indicación Nº 5 del ex Senador señor Vega, para agregar el siguiente artículo nuevo:


“Artículo...- Agrégase el siguiente artículo segundo bis al D.L. Nº 2.564, con el siguiente texto:


“De igual manera, será requisito para que sea aplicable lo señalado en el artículo anterior, que el país de bandera de la compañía extranjera, otorgue a Chile plenos derechos de tráfico; y que la compañía extranjera garantice la regularidad de su servicio, con igual cantidad de frecuencias y rutas, por un período que no podrá ser inferior a doce meses.


En el caso que no se garantice la regularidad de su servicio según se señala en el inciso anterior, la Autoridad Aeronáutica deberá suspender de inmediato todos sus vuelos; sin perjuicio de las demás sanciones que establezca la ley.”.”.


- En votación esta indicación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Novoa, Orpis y Sabag.
- - - - - - 
Indicación Nº 6.

La indicación Nº 6 del Honorable Senador señor Vásquez, para agregar el siguiente artículo nuevo:


“Artículo...- La presente ley sólo se aplicará a las líneas aéreas de transporte regular de pasajeros, y no excepciona de las disposiciones del Código Aeronáutico, a los explotadores, fletadores y transportadores de las señaladas en el artículo primero. Sin perjuicio de lo anterior, se les aplicará lo dispuesto en los artículos 33 y 77 del Código Aeronáutico, y las tripulaciones deberán cumplir con los exámenes y aprobación de licencia y habilitación que ordenan los artículos 57, 62 y siguientes del mismo Código.”.



- En votación esta indicación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Novoa, Orpis y Sabag.
Indicación Nº 7.

La indicación Nº 7 del Honorable Senador señor Vásquez, para agregar el siguiente artículo nuevo:


“Artículo...-  De conformidad a lo dispuesto en el artículo 1º del D.L. Nº 2.564, de 1979, la Dirección General de Aeronáutica Civil deberá examinar y certificar si las líneas aéreas y sus explotadores, fletadores y transportadores, cumplen con los requisitos técnicos y de seguridad, en especial a los que se refiere la letra ñ) del artículo 3º de la ley Nº 16.752.”.



- En votación esta indicación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Novoa, Orpis y Sabag.
- - - - - - - -


En consecuencia, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones acordó informaros que el texto aprobado en el primer informe le merece reparos, sin embargo, dado que no se presentaron indicaciones para rechazar el artículo único y a que reglamentariamente correspondería someter a la consideración de la Sala del Senado el texto aprobado en general en el primer informe, se deja constancia de que se repondrán durante la discusión en la Sala, algunas de las indicaciones rechazadas.

El texto aprobado en general es del siguiente tenor:
PROYECTO DE LEY:


“Articulo único.- Agréguese un nuevo inciso segundo al articulo 2° del decreto ley N° 2.564, del siguiente tenor:


“La exigencia antes referida no será aplicable a aquellas compañías extranjeras de transporte aéreo de pasajeros que presten servicios de cabotaje entre su primer punto de destino dentro del territorio nacional y las Regiones Primera, Undécima y Duodécima.”

- - - - - - - - - 


Acordado en sesiones realizadas los días 2 y 30 de agosto; 18 de octubre; 8 y 29 de noviembre y 6 de diciembre de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señores Novoa (Presidente), Horvath (García), Muñoz Barra, Orpis y Pizarro (Sabag).

Sala de la Comisión, a 7 de diciembre de 2006.

(Fdo.):Ana María Jaramillo Fuenzalida,
Abogado Secretario
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORA MATTHEI Y SEÑOR NOVOA, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY SOBRE CONSTANCIA EN CÉDULAS DE IDENTIDAD Y LICENCIAS DE CONDUCIR DE CALIDAD DE DONANTES DE ÓRGANOS

(4725-11)

Honorable Senador:

Importancia de Donación de órganos


La vida de muchas personas depende exclusivamente de la posibilidad ser beneficiarios de la donación de órganos.  

Hay una serie de enfermedades para las cuales la medicina no ha encontrado cura y la sobrevida de quienes las padecen dependen de si se realiza un transplante de órganos oportunamente.  

Para acceder a un órgano, las personas que necesitan del transplante deben inscribirse en listas de espera que son administradas por el Instituto de Salud Pública. Estas listas avanzan según prioridad médica, financiera y según la urgencia del enfermo.  Pero, principalmente, está condicionada la disponibilidad de órganos.

A pesar de sus altos costos, los transplantes de órganos son prestaciones que están cada día más al alcance de los enfermos de nuestro país. Según datos proporcionados por la Corporación del Transplante, entre Enero y Octubre del 2006 en Chile se han efectuado 229 transplantes de riñón, 74 de hígado, 18 de corazón y 5 de pulmón. 

En nuestro país, el número de donantes es bajo si se compara con países Europeos y latinoamericanos, alcanzando un promedio de 9 donantes por millón. España que tiene los mejores índices a nivel mundial tiene un promedio de 38 donantes por millón y el promedio europeo es de aproximadamente 20 donantes por millón. En Latinoamérica los países con mejores índices son Uruguay con un promedio aproximado de 17 donantes por millón y Argentina con un promedio aproximado de 15 donantes por millón.

Dificultades en aplicación


El principal problema para quienes requieren de un transplante se encuentra en la escasez de donantes, ya sea porque  la gente se niega a ello o, principalmente, porque muchos no saben cómo hacerlo.  

Para facilitar la donación de órganos, en la ley 19.451, Ley de Transplantes, se establece que “…al momento de obtener o renovar la cédula de identidad, toda persona con plena capacidad legal será consultada por el funcionario del Servicio de Registro Civil e Identificación encargado de dicho trámite, en el sentido de sí dona sus órganos para ser utilizados con fines de trasplantes una vez muerta…”.  

Si bien la norma es clara y establece la obligación a los funcionarios de consultar a las personas si desean donar sus órganos, en la práctica ello no se hace, lo que trae como consecuencia un bajo número de donantes.  

Para complementar lo anterior, se establece además el médico del gabinete psicotécnico de la Municipalidad ante la cual una persona requiere su licencia de conductor de vehículos motorizados debe consultar al solicitante si desea donar sus órganos. 

Si bien los familiares de un difunto pueden disponer la donación de sus órganos, para ello el trámite es muchísimo más lento y muchas veces ellos se niegan, aún cuando el donante en vida hubiese querido hacerlo.  Esto nos hace ver aun más la necesidad de que los funcionarios cumplan con la obligación de preguntarle a las personas si quieren ser donantes. 

El problema de los dos casos antes señalados en que se establece la obligación de los funcionarios de consultar a las personas si quieren ser donantes, es que el no cumplimiento de ello no trae aparejado ninguna sanción, por lo que en la práctica son muy pocos quienes lo hacen.

Principio de respeto a libertad de personas, intimidad

Una de las propuestas que se han planteado para resolver el problema que tratamos es invertir el principio que hay detrás de las donaciones.  En efecto, actualmente solo es donante quien así lo señala expresamente, y lo que se pretende es hacer que todas las personas sean donantes, salvo que expresamente señalen lo contrario.


Lo anterior pareciera adecuado para hacer más eficiente el sistema de donaciones, pero ello trae consigo un peligro para la libertad de las personas.

Por eso, para conjugar ambos principios, se propone que el silencio se interprete como manifestación tácita de voluntad, pero que en todo caso deba dejarse constancia de la alternativa adoptada en el referido documento.  De esta manera, al quedar expresamente indicada la voluntad afirmativa o negativa, la persona tiene la posibilidad de advertir con claridad el efecto de su decisión y revocarla en uno u otro sentido si no está conforme con ella.

La norma parte de la base que cada persona tiene derecho a decidir en uno u otro sentido, pero se busca asegurar que la haya una opción conciente al respecto.


Es deber del Estado y de las leyes el proteger a las personas, con respeto a su dignidad y sus derechos.  Es por ello que una ley no puede privar a las personas de la libre disposición de sus cuerpos.

Normas de la ley que establecen trámites deben ser eficaces

Como hemos señalado, actualmente la ley establece el procedimiento a través del cual una persona puede disponer de la donación de sus órganos, mediante la declaración ante funcionarios competentes.  Sin embargo, dicha norma no es eficiente ya que no se cumple, principalmente porque no tiene un incentivo para que se realice el trámite, ni una sanción por no realizarlo.


Frente a esta inactividad, es necesario modificar la ley para que todas las personas tengan la posibilidad de decidir si desean ser donantes de órganos.  

En concreto, lo que se propone es que sea obligatorio para todas las cédulas de identidad y licencias de conducir el señalar si su titular es o no donante.  De esta forma se solucionan dos problemas.  En primer lugar, no se puede emitir el documento sin que el funcionario haya consultado al titular si quiere ser donante y, en segundo lugar, al señalarse en el mismo documento la calidad de donante, no habrá dificultades en determinar si una persona es donante o no, lo que disminuye los retrasos que puede haber por esta causa.

Por las razones antes expuestas vengo en proponer el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo único.- 
Reemplázanse los cuatro primeros incisos del artículo 9 de la ley número 19.451, por los siguientes:

“Para los efectos indicados en el artículo anterior, el donante manifestará su voluntad mediante una declaración firmada ante notario.

Asimismo, al momento de obtener o renovar la cédula de identidad, toda persona con plena capacidad legal será consultada por el funcionario del Servicio de Registro Civil e Identificación encargado de dicho trámite, en el sentido de si dona sus órganos para ser utilizados con fines de trasplantes una vez muerta, dejándose constancia de su decisión afirmativa o negativa en dicha cédula.  

Igualmente, al momento de obtener o renovar la licencia de conducir vehículos motorizados, los requirentes serán consultados por el médico del gabinete psicotécnico de la municipalidad, en el sentido de si donan sus órganos con fines de transplante después de su muerte, dejándose constancia de su decisión afirmativa o negativa en dicha licencia.

A falta de declaración expresa de la persona requirente de la cédula o de la licencia, en los casos señalados en los dos incisos anteriores, se entenderá que presta su consentimiento a la donación de sus órganos para los fines señalados.   En ambos casos, el funcionario o el médico encargado del trámite señalado deberá hacer presente a la persona, antes de manifestar su voluntad, que se trata de una decisión voluntaria, que es libre de contestar afirmativa o negativamente y que su silencio se interpretará como aceptación.  


Será obligatorio que en las cédulas de identidad y licencias de conducir conste la declaración afirmativa o negativa del titular respecto de aceptar la calidad de donante.  El documento en que no conste una de las alternativas, será nulo.”

(Fdo.):Evelyn Matthei Fornet.



Jovino Novoa Vásquez



Senadora






Senador
10

INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY SOBRE COMPETENCIA DESLEAL

(3356-03)

HONORABLE SENADO

HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS: 



La Comisión Mixta constituida en conformidad con lo dispuesto por el artículo 71 de la Constitución Política de la República, tiene el honor de proponer la forma y modo de resolver las divergencias suscitadas entre el Senado y la Cámara de Diputados durante la tramitación del  proyecto de ley de la referencia, originado en Moción de los Honorables Diputados señores Saffirio, don Eduardo; Bustos, don Juan; Tuma, don Eugenio; Burgos, don Jorge y Silva, don Exequiel; y  de los ex Diputados señores Meza, don Fernando; Galilea, don José Antonio, y Luksic, don Zarko.


Se hace presente que la Presidenta de la República hizo presente urgencia para el despacho del proyecto, calificándola de “suma”.


La Cámara de Diputados, en sesión de 21 de marzo de 2006, designó como integrantes de la Comisión Mixta a los Honorables Diputados señores Marcelo Díaz Díaz, Roberto Delmastro Naso, Eduardo Saffirio Suárez, Eugenio Tuma Zedan y Gonzalo Uriarte Herrera, lo que comunicó al Senado por medio de oficio N° 6.066, de esa misma fecha. 


El Senado, por su parte, en sesión del día 4 de abril del presente  año, designó como miembros de esta Comisión Mixta a los Honorables Senadores que integran su Comisión de Economía, lo que comunicó a la Cámara de Diputados por medio de oficio Nº 26.551, de 5 de abril de 2006.

Previa citación del señor Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó con fecha  12 de abril de 2006 y, con el voto de la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Jaime Orpis Bouchon, José García Ruminot, Jorge Pizarro Soto y Guillermo Vásquez Ubeda, y Honorables Diputados señores Roberto Delmastro Naso, Edmundo Eluchans Urenda (Gonzalo Uriarte Herrera), Eduardo Saffirio Suárez y Eugenio Tuma Zedan, eligió como Presidente al Honorable Senador señor Jorge Pizarro Soto, abocándose de inmediato a su cometido. 

A una de las sesiones de la Comisión asistió, además de sus integrantes, el Honorable Diputado señor Nicolás Monckeberg.


Asimismo, a una o más de las sesiones en que la Comisión Mixta discutió este asunto asistieron, del Ministerio de Economía: el asesor jurídico, señor Carlos Rubio, y el Jefe de la División de Desarrollo de Mercado, señor José Tomás Morel.  

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Cabe hacer presente que el artículo 10 del proyecto propuesto por la Comisión Mixta, contiene una norma de carácter orgánico constitucional, por incidir en materias relacionadas con las atribuciones y competencia de los tribunales de justicia. Por lo anteriormente señalado, debe ser aprobada por las cuatro séptimas partes de los Honorables Parlamentarios en ejercicio, de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 77 y 66, inciso segundo, de la Carta Fundamental.


La Comisión Mixta, por oficio Nº  226/E-2006, de 15 de noviembre de 2006 remitió a la Excelentísima Corte Suprema esta iniciativa de ley, con el fin de recabar su parecer al respecto, en atención a que el proyecto dice relación con la organización y atribuciones de los tribunales de justicia, de conformidad al artículo 77, inciso segundo y siguientes, de la Carta Fundamental, y al artículo 16 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - - 


A continuación se efectúa una relación de las diferencias suscitadas entre ambas corporaciones durante la tramitación de la iniciativa, así como de los acuerdos adoptados a su respecto.


En el primer trámite constitucional, la iniciativa de ley en informe constaba de 15 artículos permanentes, agrupados en tres capítulos. En el segundo trámite constitucional, el Senado reformuló el proyecto e introdujo numerosas modificaciones al mismo, aprobando, en definitiva, un texto de 9 artículos permanentes, agrupados en tres capítulos.

La Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, aprobó las modificaciones propuestas por el Senado, con excepción de las que más adelante se señala, las que rechazó:
Artículo 1º





La que consiste en reemplazarlo por el que se señala.

Artículo 15




La que consiste en rechazar el precepto.

- - - 
Artículo 1º


La Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, aprobó una norma del siguiente tenor:


“Artículo 1º.- Esta ley tiene por objeto sancionar los actos de competencia desleal relativos a bienes y servicios que se transan en el mercado nacional, realizados por cualquier agente que opere en él, en calidad de prestador de servicios o de productor, distribuidor o proveedor de bienes.”.

El Senado, por su parte, en segundo trámite constitucional, lo reemplazó por el siguiente:

“Artículo 1º.- Esta ley tiene por objeto proteger a competidores, consumidores y, en general, a cualquier persona afectada en sus intereses legítimos por un acto de competencia desleal.”. 

La Cámara de Diputados, durante el tercer trámite constitucional, rechazó la disposición propuesta por el Senado.

En discusión, el Honorable Senador señor Vásquez señaló que el Senado estimó este artículo 1° como una norma introductoria, que tiene por propósito describir el objeto de la ley. Esta primera disposición, prosiguió, se limita a enunciar las personas protegidas por las disposiciones de la ley, consagrando la idea que un acto de competencia desleal puede afectar a distintas personas.


Por su parte, el artículo 3° define la noción de “competencia desleal”, delimitando el ámbito de aplicación de la ley.

El Honorable Diputado señor Saffirio expresó estar de acuerdo con la sustitución del artículo 1° efectuada por el Senado en segundo trámite constitucional, agregando que, en su entender, esa era la opinión generalizada en la Cámara de Diputados, por lo que, en su oportunidad, le sorprendió que la norma fuese rechazada.


 En efecto, la modificación resulta en su opinión adecuada, por cuanto efectivamente la ley debe proteger también, por ejemplo, a consumidores, en el entendido que hay conductas de competencia desleal que están previstas y sancionadas en la ley del consumidor, y otras que no lo están, por ejemplo, las prácticas denigratorias. Esta idea, señaló, ha estado presente desde el origen del proyecto de ley. 


En el mismo sentido se manifestó el Honorable Senador señor García, quien destacó que existen conductas de competencia desleal en las que el perjudicado es, efectivamente, el consumidor. Recordó el tenor del artículo 6°, conforme al cual, cualquiera que resulte directa y personalmente amenazado y perjudicado en sus intereses legítimos por un acto de competencia desleal, puede ejercer las acciones contempladas en el proyecto.

Se tuvo presente que, según consta en el Segundo Informe de la Comisión de Economía del Senado, actualmente existe un consenso en el derecho comparado en el sentido de que los protegidos por las leyes que sancionan la competencia desleal no son sólo los competidores. La represión de la competencia desleal se justifica en la cautela de diversos bienes jurídicos: la protección del consumidor y del competidor frente a malas prácticas comerciales; la cautela de la propiedad intelectual e industrial; la libre competencia que puede ser afectada de manera refleja por actos de competencia desleal. Se trata de una visión de la competencia desleal menos corporativista y más universal, que, en general, recoge el proyecto, lo que se refleja en otras normas, tales como las que consagran la titularidad activa de las acciones que pueden ejercerse contra un acto de competencia desleal.

Un punto de vista diferente sostuvo el Honorable Senador señor Orpis, a quien le pareció que la norma aprobada por el Senado, en segundo trámite constitucional, distorsiona el objeto del proyecto, al referirse a consumidores y otros, en circunstancias que el proyecto debiera acotarse a la relación horizontal que se verifica entre competidores.


En razón de lo anterior, en una nueva sesión de la Comisión Mixta, presentó la siguiente proposición, formulada al artículo 1° del texto despachado por el Senado, a fin que fuera considerada y votada por la Comisión Mixta: 


“Para eliminar la siguiente frase en el artículo 1º: “consumidores y, en general, a cualquier persona afectada en sus intereses legítimos”.”.

En los fundamentos de su proposición, señala que propone eliminar la palabra “consumidores” de la  definición, ya que la ley tiene por objeto resguardar el sano desarrollo de la competencia leal entre competidores, sujetos que actúan horizontalmente, y los consumidores no forman  parte activa de este sector del mercado. Continúa señalando que si bien en determinadas y muy específicas situaciones, los actos de competencia desleal pueden afectar a los consumidores, el estatuto regulador que establece el proyecto de ley en comento busca evitar conductas nefastas que se producen entre  agentes análogos que actúan  en un plano horizontal. Las actuaciones que configuran esta hipótesis se producen en el seno de conductas realizadas entre competidores, por ello, al incorporar a los consumidores, se produciría una superposición de estatutos en razón de los que éstos podrían demandar sus derechos, pudiendo producirse la situación que es tan odiosa para el ordenamiento jurídico, como es entorpecer los estatutos aplicables a cada situación.  En efecto, prosigue, tanto los consumidores como los terceros cuentan con mecanismos legales de protección, ya sea a través de la ley de protección al consumidor, como por las normas relativas a la propiedad industrial e intelectual.


En su opinión, de mantenerse la definición actual, se corre el riesgo de judicializar toda la actividad comercial, pudiendo incluso crearse una suerte de “class actions” entre competidores y terceros.  Lo anterior se agravaría con la amplitud del artículo sexto del proyecto, en relación a la titularidad de las acciones.


En una nueva sesión de la Comisión Mixta, el señor Presidente de la misma, Honorable Senador señor Pizarro, puso en votación la proposición presentada por el Honorable Senador señor Orpis.

-- En votación, vuestra Comisión Mixta la rechazó por el voto en contra de la mayoría de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores José García Ruminot, Jorge Pizarro Soto y Guillermo Vásquez Ubeda y Honorables Diputados señores Roberto Delmastro Naso, Eduardo Saffirio Suárez y Eugenio Tuma Zedan, y con los votos a favor del Honorable Senador señor Jaime Orpis Bouchon y el Honorable Diputado señor Gonzalo Uriarte Herrera.



A continuación, el señor Presidente propuso aprobar el artículo 1° despachado por el Senado, en segundo trámite constitucional.


--Vuestra Comisión Mixta acogió la proposición del señor Presidente, por el voto a favor de la mayoría de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores José García Ruminot, Jorge Pizarro Soto y Guillermo Vásquez Ubeda y los Honorables Diputados señores Roberto Delmastro Naso, Eduardo Saffirio Suárez, Eugenio Tuma Zedan, y con los votos en contra del Honorable Senador señor Orpis y el Honorable Diputado señor Gonzalo Uriarte Herrera.
Artículo 15
La Cámara de Diputados con ocasión del primer trámite constitucional, aprobó una norma del siguiente tenor: 


“Artículo 15.- Sin perjuicio de las medidas que adopte el tribunal, en atención a la naturaleza de las acciones deducidas, por la sola declaración de haberse producido un acto o conducta de competencia desleal, podrá el tribunal imponer las siguientes sanciones, las que se aplicarán conforme al daño provocado y al beneficio que se hubiere reportado por la acción sancionada:


a) Multa de 2 a 5 unidades tributarias mensuales, si se declara que se ha realizado una conducta de las definidas en el artículo tercero. 


b) Multa de 5 a 20 unidades tributarias mensuales y/o clausura por un día, si se reiterare la conducta por la cual se impuso la multa de la letra precedente.


c) Multa de 20 a 80 unidades tributarias mensuales y/o clausura por tres días, si la conducta se refiere a las tipificadas en los artículos 4º, 5º, 6º, 7º, 8º y 9º, o bien, se tratare de una nueva reiteración, respecto de la cual ya se hubiere aplicado la sanción de la letra precedente.


d) Multa de 100 a 1.000 unidades tributarias mensuales y/o clausura de cinco días a suspensión definitiva de la actividad, si se tratare de hechos reiterados, respecto de los cuales se hubieren impuesto las sanciones de la letra anterior.


El o los días de clausura serán fijados discrecionalmente por el tribunal, y deberán ser días corridos. Las multas serán de beneficio fiscal y deberán ser pagadas en la Tesorería General de la República. No será admisible recurso alguno, salvo los de reposición y de queja, si no se hubiere abonado el 50 % de la multa. En este último caso ésta será depositada transitoriamente en la cuenta corriente del tribunal competente.”.

Por su parte, el Senado, durante el segundo trámite constitucional, suprimió la citada norma.


La Cámara de Diputados, durante el tercer trámite constitucional, rechazó la modificación del Senado consistente en suprimir el precepto aprobado en primer trámite constitucional.





En discusión, los Honorables Parlamentarios integrantes de la Comisión Mixta estuvieron de acuerdo que es éste precisamente el punto de principal divergencia entre ambas Cámaras.





El Honorable Senador señor Vásquez explicó que el Senado rechazó la norma por considerar que estos ilícitos tienen lugar entre actores de la misma naturaleza, competidores, que ocasionan un perjuicio a uno de ellos, por lo que lo razonable es que sean esos perjuicios los que sean indemnizados.





Agregó que observaron una dificultad adicional, ya que no hay contemplado un agente que proteja la competencia leal entre estos competidores. El juicio sancionatorio lo va a tener que promover una de las partes, cuya finalidad naturalmente no es la multa, sino que se le indemnicen sus perjuicios.




Asimismo, resulta necesario tener presente el principio del “non bis in idem”, esto es, una misma conducta no puede ser sancionada dos veces.





El Honorable Diputado señor Saffirio, por su parte, estimó que este precepto es fundamental para la efectividad de las normas que el proyecto consagra.





Destacó que la Cámara de Diputados, al contemplar en el artículo 15  la aplicación de multas, acoge la concepción conforme a la cual, en el resguardo de la competencia leal y la sanción de la competencia desleal se encuentra envuelto no sólo el interés privado, sino que también hay un interés público comprometido. Ello ocurre porque se entiende que en esta materia se encuentra comprometido un bien jurídico que va más allá de la relación entre dos empresarios, a propósito de la competencia honesta, y que es que la competencia sea honesta, leal, que sea una competencia que en definitiva responda a las sanas costumbres mercantiles, a la buena fe comercial, a la práctica honesta en materia económica. La protección de este bien jurídico le debe interesar al Estado, a la sociedad. 




La Honorable Senadora señora Matthei, manifestó que no considera conveniente, en principio, la imposición de multas a beneficio fiscal. En su entender sólo cabría reparar el daño causado, a través de la indemnización de perjuicios.





En este punto, el Honorable Diputado señor Tuma señaló que, efectivamente la indemnización busca reparar el daño causado, pero no constituye una sanción para quien infringió la obligación de competir lealmente. Es por ello que resulta fundamental que el proyecto contemple la posibilidad de aplicación de multas.





El Honorable Diputado señor Uriarte, hizo presente su aprehensión respecto de la aplicación de multas en relación a un tipo infraccional tan amplio como el que contempla el proyecto. Resulta más conveniente, si en definitiva se establecen multas, que las conductas se describan de manera taxativa.





El Honorable Senador señor Vásquez, a fin de lograr un acuerdo en la materia, sugirió que se mantuviera en el proyecto la posibilidad de aplicar multas, pero que dicha atribución correspondiera al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, y no al juez civil.





Al respecto, el Honorable Senador señor García, si bien estuvo de acuerdo con el fondo de lo planteado, hizo presente que se trataría de una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidente de la República, por lo que resulta necesario el patrocinio del Ejecutivo a través de la presentación de una proposición, ante lo que el Honorable Senador señor Vásquez precisó que se buscaría un entendimiento en ese sentido.





En sesión de 7 de junio de 2006, la Comisión consideró un documento de trabajo enviado por el Ministerio de Economía, intentando recoger los planteamientos formulados en el seno de la Comisión Mixta.





En dicho documento de trabajo, se propone incorporar el siguiente artículo 10:





“En el caso que en la sentencia de término, se establezca que ha existido uno o mas actos de competencia desleal, el juez respectivo remitirá copia de todos los antecedentes del juicio al Fiscal Nacional Económico, a fin de que éste ejerza sus atribuciones y deberes, de conformidad con lo previsto en el Decreto Ley 211, de 1973, sobre Libre Competencia.”. 




Analizando la propuesta, el Honorable Diputado señor Saffirio se manifestó contrario a la misma, por cuanto no resuelve el problema. En efecto, el tribunal civil va a conocer de casos de competencia desleal cuando no afecten a la libre competencia, porque en caso contrario el actor se dirigiría directamente al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia.





La propuesta no otorga al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia facultad para conocer de casos de competencia desleal que no afecten la libre competencia, por lo que aún cuando el juez civil le remita los antecedentes, dentro de las atribuciones y deberes del indicado Tribunal no está el aplicar multas en este caso.





El Honorable Senador señor Vásquez estuvo de acuerdo con lo planteado por el Honorable Diputado señor Saffirio. Lo que corresponde, en su opinión, es otorgar facultad al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia exclusivamente para la aplicación de multas, en aquellos casos que el acto de competencia desleal afecte el interés público; al efecto, el tribunal civil enviará los antecedentes a dicho Tribunal,  si estima que se encuentra comprometido el interés público, previniendo que la sentencia no produce en esa parte efecto de cosa juzgada, pues ello es sin perjuicio de la calificación que realice el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia. Para incorporar una norma en ese sentido, señaló, es necesario el patrocinio del Ejecutivo, y oír a la Corte Suprema.





La solución anterior permitiría, asimismo, unificar la jurisprudencia en relación a la materia ante un solo tribunal, el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia.





Al final de la sesión, los miembros de la Comisión Mixta encargaron a los Honorables Diputados señores Saffirio y Tuma la elaboración de una propuesta que recogiera los planteamientos previamente señalados.





En la nueva sesión que celebró la Comisión Mixta, se consideraron las siguientes propuestas:





La propuesta formulada por el Honorable Diputado señor Saffirio. Dicha propuesta es del siguiente tenor: 





“Incorporar el siguiente artículo, nuevo: 





“Si la sentencia firme establece que ha existido uno o más actos de competencia desleal, el juez respectivo remitirá copia de todos los antecedentes del juicio al Fiscal Nacional Económico, a fin de que éste, si estima que está comprometido el interés público, solicite al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia la aplicación de la multa correspondiente.”.”.





La proposición formulada por el Honorable Senador señor Vásquez, cuyo texto es el que a continuación se indica:





“1.-
Agregar como segundo inciso al artículo 9º,  pasando los siguientes a ser respectivamente tercero y cuarto:




“En la sentencia condenatoria el Juez, sin que constituya cosa juzgada, podrá declarar que la o las conductas que dieron lugar al proceso afectan al interés público, ordenando remitir compulsas del expediente completo a la Fiscalía Nacional Económica, a fin de que ésta previa las diligencias que estime procedentes y cuando la o las considere atentatorias a la competencia leal o a la libre competencia, las denuncie ante el Tribunal de la Defensa de la Libre Competencia. Contra esta resolución del Juez no procederá recurso alguno”.




2.-
Agregar al artículo 15 del Decreto con fuerza de ley Nº 1 de 2005 que fija el texto refundido del Decreto ley N° 211 de 1974, los siguientes Nº s 5 y 6, pasando el actual a ser Nº 7:





“5.- Conforme al daño provocado y al beneficio que se hubiere reportado por la acción sancionada, sancionar la o las conductas de competencia desleal con una multa de 2 a 80 UTM y/o clausura del establecimiento hasta por cinco días, y con una multa de 100 a 1000 UTM y/o clausura de hasta 15 días, si se tratare de hechos reiterados, respecto de las cuales se hubieren impuesto sanciones con anterioridad. Las multas serán de beneficio fiscal y deberán ser pagadas en la Tesorería General de la República”.





“6.-  En la sentencia condenatoria por atentado a la libre competencia o por competencia desleal aplicada a un adquirente de productos o servicios, consistente en el impedimento de emisión de una o más facturas que contengan las menciones para tener mérito ejecutivo de acuerdo a la ley Nº 19.983, o la negativa de su recepción o si hubiera rehusado firmar todas sus copias, el Tribunal podrá, además, sancionar al infractor con la pérdida del derecho a crédito fiscal de los impuestos recargados o retenidos en la o las facturas que se le hubieren entregado por su proveedor o suministrador”.”.




La proposición presentada por el Honorable Diputado señor Tuma, del siguiente tenor:





“1.- Agregar el siguiente artículo 10 al proyecto:





“Si la sentencia firme establece que ha existido uno o más actos de competencia desleal, el juez que conozca del asunto remitirá copia de todos los antecedentes del juicio al Fiscal Nacional Económico, a fin de que éste, si estima que está comprometido el interés público, solicite al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia para la aplicación de la multa correspondiente”.





2.- Agregar el siguiente artículo 16 al proyecto.





“Agregar en la letra d) del artículo 3° del Decreto con fuerza de ley N° 211 sobre Libre Competencia:





“d) Y los actos de competencia desleal que sancionados por el juez civil, sean remitidos por éste para la regulación de la sanción por parte del Tribunal de la Libre Competencia”.”.”.




En primer término, el Honorable Diputado señor Saffirio manifestó que, en su entender, la proposición que redactó contiene las ideas vertidas en la última sesión,  y que habían logrado cierto consenso en el seno de la Comisión Mixta. Hizo presente que, de estar de acuerdo en cuanto al fondo, es necesario solicitar al Ejecutivo que presente una proposición. Precisó que en su propuesta el tribunal civil se encuentra obligado a remitir los antecedentes al Fiscal Nacional Económico, quien resuelve accionar ante el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia en caso de estimar que se encuentra comprometido el interés público.





El Honorable Senador señor Vásquez, por su parte, señaló que su propuesta se dirige en el mismo sentido, ampliando la facultad del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia para sancionar con multa casos de competencia desleal aún cuando no afecten la libre competencia, siempre que se encuentre comprometido el interés público.




En cuanto a las multas que se establecen en su proposición, aclaró que se trata de una síntesis del monto de las multas contempladas por la Cámara de Diputados.





Por último, en relación a su tercera proposición, precisó que se trata de una situación bastante habitual, que se propuso en su oportunidad a la Comisión Mixta, no siendo acogida, y respecto de la cual resulta fundamental buscar una solución.





El Honorable Diputado señor Tuma, a su turno, recordó que algunos Diputados, entre los que se incluye, han sostenido que el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia debe conocer conductas de competencia desleal, desde la época en que se tramitó la ley que creó el referido tribunal, y la razón de ello es porque se encuentra comprometido el interés público. Lo anterior no fue acogido por el Ejecutivo durante la tramitación de dicho proyecto, lo que motivó la presentación de la moción en estudio, sancionando la competencia desleal, pero ante el juez civil. En esta Comisión Mixta, finalizó, se ha estimado procedente que si bien el juez civil sea quien conozca en cuanto al fondo el juicio por conducta constitutiva de competencia desleal, sea el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia quien aplique multas, esa ha sido la forma de alcanzar consenso entre los diversos integrantes, y precisamente lo que motivó la presentación de su propuesta. No obstante, manifestó que podría resultar más conveniente la remisión de los antecedentes del juez civil al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, omitiendo el paso por el Fiscal Nacional Económico.





El Honorable Senador señor Orpis, por su parte, se mostró en desacuerdo con lo planteado, pues insistió que el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia se ocupa de la competencia desleal sólo en la medida que afecte la libre competencia. Si se amplía esta facultad, se corre el riesgo que existan sentencias contradictorias, ello por cuanto para aplicar la multa naturalmente el Tribunal analizará el fondo del asunto. Al respecto insistió que los tribunales no pueden exclusivamente aplicar multas, sin mediar un procedimiento.





En relación a lo expresado precedentemente, dos fueron los  puntos fundamentales de divergencia.





El primero de ellos dice relación con la forma de resolver si se requerirá al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia la aplicación de multas. En este punto cabe precisar:





- El documento de trabajo presentado por el Ejecutivo establece que una vez ejecutoriada la sentencia definitiva en el juicio civil de competencia desleal, el juez remite los antecedentes a la Fiscalía Nacional Económica, a fin que ejerza las facultades que le otorga de el decreto ley N°211 de 1973.





-Las propuestas de los Honorables Diputados señores Tuma y Saffirio, respectivamente, disponen que, en ese mismo evento, el juez remite los antecedentes a la Fiscalía Nacional Económica para que sea ese organismo quien realice la apreciación de si se encuentra comprometido el interés público, caso en el cual accionará ante el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia.




- La propuesta del Honorable Senador señor Vásquez, a su turno, entrega al  juez civil, en la sentencia condenatoria por competencia desleal,  la apreciación de si se encuentra comprometido el interés público, sin que constituya cosa juzgada, y ordenando remitir compulsas del expediente completo a la Fiscalía Nacional Económica. Ello sin necesidad que se encuentre ejecutoriada la sentencia en materia civil, pudiendo incluso existir recursos pendientes.


El Honorable Diputado señor Díaz destacó la necesidad de resolver el punto, pues en el caso de la propuesta del Honorable Senador señor Vásquez, no siempre se remitirán los antecedentes al Fiscal Nacional Económico, sino que sólo cuando el juez civil lo estime procedente.





El punto que generó mayor debate es el de aplicación de multas por parte del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia.





Así, en opinión de algunos Honorables Parlamentarios, el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, a fin de aplicar la multa, necesariamente va a dar origen a un  nuevo procedimiento, conforme a las normas pertinentes, procedimiento que va a concluir por una sentencia, en la que el indicado Tribunal naturalmente va a tener que pronunciarse respecto si existe un acto de competencia desleal que amerite la aplicación de multas. En definitiva, el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia podría resolver no aplicar multa pues no existió conducta de competencia desleal, generando sentencias contradictorias.





El Honorable Senador señor Orpis manifestó su reparo en cuanto a la intervención de dos Tribunales en esta materia, uno de los cuales exclusivamente aplicará las multas. De acordarse la imposición de multas, le parece más conveniente que el mismo juez civil sea quien las aplique. De otra manera, un Tribunal de Libre Competencia, termina analizando competencia desleal, para efectos de las multas.




La gran diferencia entre el Senado y la Cámara de Diputados en la materia, que se ha visto morigerada durante el debate, es que para el Senado, la competencia desleal es un asunto entre particulares, y por ende el daño que se produzca debe ser reparado vía indemnización de perjuicios. Para la Cámara de Diputados, en cambio, la competencia desleal en determinados casos puede afectar otro bien jurídico, que es el interés público, noción que en su entender, es vaga y no se encuentra definida.




Por otra parte, de acuerdo la opinión de otros Honorables Parlamentarios presentes, si bien efectivamente el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia efectúa un análisis en forma previa a la aplicación de la multas y ello dará lugar a un procedimiento, el estudio que efectúa dice relación en si existe un interés público comprometido por la conducta de competencia desleal o no, y si efectivamente estima que está dicho interés lesionado, aplicará la multa correspondiente.





A  mayor abundamiento, en este punto el Honorable Senador señor Vásquez precisó que, en su propuesta, el juez civil al dictar una sentencia condenatoria por competencia desleal, realiza una apreciación en cuanto a si se encuentra comprometido el interés público, pero esta calificación que efectúa el juez de letras no tiene fuerza de cosa juzgada, y por ende el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia puede sostener respecto a este punto una posición diversa. 





El Honorable Senador señor Pizarro complementó lo anterior en el sentido que el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia una vez requerido, no revisará el proceso llevado a efecto entre privados, donde se determinó una indemnización de perjuicios o se adoptó otra medida; sólo analizará si se encuentra comprometido el interés público.





El Honorable Diputado señor Saffirio precisó que, en su opinión, resulta fundamental que la sentencia del juez de letras constituya “sentencia de término” en lo que se refiere a la existencia de una conducta constitutiva de competencia desleal, a fin de evitar que efectivamente existan sentencias contradictorias. Ello queda claramente establecido tanto en su propuesta cuanto en la del Honorable Diputado señor Tuma, agregando que ambas entregan a la Fiscalía Nacional Económica la facultad de accionar ante el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia si estima que la conducta de competencia desleal afectó el interés público.





En cuanto a la aprehensión de que existiesen sentencias contradictorias entre los Tribunales Civiles y el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, el Honorable Senador señor Vásquez precisó que, si este último resuelve en su sentencia no aplicar multa, no es contradictorio con la sentencia civil que condenó por competencia desleal. Ello pues los bienes jurídicos protegidos en uno y otro caso son diversos, y con su sentencia el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia sólo determina que no se lesionó el bien jurídico “interés público”. 




Manifestó asimismo que, si en opinión de los Honorables Parlamentarios integrantes de la Comisión Mixta resulta más adecuado esperar sentencia ejecutoriada en materia civil, estaría de acuerdo en retirar su proposición, pues su único objeto es la celeridad en la aplicación de las multas. No obstante, hizo presente dos aspectos: en primer lugar, la necesidad de regular las multas, del modo que proponía su proposición; y en segundo término, recalcó la necesidad de legislar en relación a los problemas que se suscitan con las facturas, si no es en este, en otro proyecto de ley. 





Al término de la sesión, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Pizarro, en pos de aunar criterios, señaló que pareciera existir acuerdo entre la mayoría de los integrantes de la Comisión Mixta en cuanto a entregar la aplicación de multas al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia. Las propuestas de los Honorables Diputados Tuma y Saffirio, y el documento de trabajo que hizo llegar el Ejecutivo, contemplan lo anterior, no obstante difieren en cuanto al organismo a quien le corresponde apreciar en primer término si se encuentra comprometido el interés público. Pareciera más claro el documento de trabajo del Ministerio de Economía, agregó.





Asimismo, resulta necesario regular adecuadamente las multas, del modo que propone el Honorable Senador señor Vásquez en la proposición que presentó.





En una nueva sesión de la Comisión, se continuó con el debate de las distintas propuestas tenidas a la vista, y la discusión se centró en un punto fundamental, cual es si, en definitiva, es voluntad de la Comisión ampliar la competencia del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia para conocer de competencia desleal no sólo en aquellos casos que ésta signifique un atentado a la libre competencia. Ello sin perjuicio que resulta claro que una proposición de esta naturaleza debe contar con el patrocinio del Ejecutivo.





En este sentido, el Honorable Senador señor García manifestó que, en su opinión, la propuesta del Ejecutivo resulta más acertada, por cuanto estima que no es necesario ampliar la facultad del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia para lograr el objetivo que se sancione con multa la competencia desleal cuando se afecte el interés público, pues el interés público estará comprometido precisamente cuando se atente contra la libre competencia. La sanción en este caso estaría ya contemplada en el decreto ley N° 211.





El Honorable Diputado señor Saffirio, por su parte, sostuvo una opinión distinta. Es fundamental otorgar esta facultad al tribunal expresamente, de lo contrario, al aprobar una proposición como la del Ejecutivo, sólo producirá el efecto que la Fiscalía Nacional Económica tome conocimiento de todos los fallos que en la materia se pronuncien, pero no obstante, a su respecto el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia sólo podrá aplicar multa si se atenta contra la libre competencia, que es un concepto distinto a “interés público comprometido”.




El Honorable Senador señor Orpis, si bien compartió la idea según la cual, al aprobar una proposición como la del Ejecutivo, el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia sólo podrá conocer de la competencia desleal en cuanto atente contra la libre competencia, a diferencia del Honorable Diputado señor Saffirio, se mostró a favor de dicha solución, puesto que es una forma de evitar sentencias contradictorias. En este sentido, agregó que, en su entender, lo anterior ya se encuentra incorporado por disposición del artículo 2° del proyecto. 





El Honorable Diputado señor Tuma insistió en que el punto es fundamental, pues hay numerosos casos de competencia desleal que no atentan contra la libre competencia, pero que en su opinión deben ser sancionados por el Estado y no sólo dar lugar a indemnizaciones privadas. Este es, concluyó, el corazón del proyecto.




El Honorable Senador señor Pizarro planteó, como forma de lograr un consenso, formular una proposición que incorpore lo planteado por el Ejecutivo, y la letra d) de la propuesta del Honorable Diputado señor Tuma.





En el debate, los Honorables Senadores señores Pizarro y Vásquez, y los Honorables Diputados señores Saffirio y Tuma, se mostraron a favor de ampliar la facultad del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia.





En un sentido distinto se pronunciaron los Honorables Senadores señores García y Orpis, y los Honorables Diputados señores  Delmastro y Uriarte.





El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Pizarro, puso en votación, en primer término, la propuesta del Honorable Diputado señor Saffirio, cuyo texto se señaló precedentemente.





--Puesta en votación, la proposición, se obtuvo el siguiente resultado: 4 votos en contra y 4 a favor. Por el rechazo votaron los Honorables Senadores señores García y Orpis, y los Honorables Diputados señores Delmastro y Uriarte, y por la aprobación los Honorables Senadores señores Pizarro y Vásquez, y los Honorables Diputados señores Saffirio y Tuma. En virtud de lo establecido en el artículo 182 del Reglamento de la Corporación, habiéndose producido un empate, se procedió inmediatamente a repetir la votación y se obtuvo idéntico resultado, por lo cual la definición quedó pendiente para la próxima sesión de la Comisión Mixta.





La Comisión Mixta centró el debate en determinar el significado y alcance de la expresión “interés público comprometido”, a que hacen referencia algunas de las proposiciones presentadas, tema que hasta el momento no había sido abordado.





Al respecto, y en orden a aclarar lo anterior, la Comisión Mixta acordó oficiar al Fiscal Nacional Económico, solicitando su parecer en relación al significado de la antedicha expresión. Asimismo acordó invitar al Fiscal Nacional a una próxima sesión de la Comisión Mixta, pero se excusó de asistir.





En consideración a dicho acuerdo, se despachó el oficio N° 224/E de 19 de julio de 2006.





Por otra parte, la Comisión Mixta resolvió solicitar un informe a los señores Enrique Barros y Mauricio Tapia, abogados que colaboraron con la Comisión de Economía del Senado en el segundo trámite constitucional del proyecto, en torno a la posibilidad de ampliar las facultades de la Fiscalía Nacional Económica y el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, para aplicar multas en el caso de competencia desleal, así como del significado del concepto de “interés público comprometido”.





En una nueva sesión de la Comisión Mixta, sus integrantes tuvieron a la vista un documento elaborado por los señores Barros y Tapia, que aborda los temas debatidos. Éste se encuentra a disposición de los Honorables Señores Senadores en la Secretaria de la Comisión.





En primer término, se procedió a repetir la votación de la proposición presentada por el Honorable Diputado señor Saffirio.





- Puesta en votación, la proposición fue  aprobada, con los votos a favor de Honorables Senadores señores Flores, Pizarro y Vásquez, y los Honorables Diputados señores Diaz, Saffirio y Tuma, y los votos en contra de los Honorables Senadores señores García y Orpis, y los Honorables Diputados señores Delmastro y Uriarte.





Habiendo sido aprobada su proposición, el Honorable Diputado señor Saffirio manifestó que estaría de acuerdo en incorporar a la redacción de la norma nuevos elementos, del modo que propone acoger lo planteado por los profesores Barros y Tapia en el documento de trabajo tenido a la vista, y que en su entender recoge el espíritu de su proposición. Además aclara el término “interés público” como un concepto normativo.




Atendido lo anterior, el señor Presidente, Honorable Senador señor Pizarro propuso aprobar el siguiente texto:


“1.- Para contemplar en el proyecto una disposición del siguiente tenor:


“Si la sentencia firme establece que han existido uno o más actos de competencia desleal, el juez declarará en la misma resolución si el asunto tiene interés público atendidas la gravedad de la infracción o la extensión del perjuicio provocado. Si así lo decidiere, remitirá copia de todos los antecedentes del juicio al Fiscal Nacional Económico, quien tendrá la facultad de requerir al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia la aplicación de la multa correspondiente de conformidad con esta ley.


El Fiscal Nacional Económico podrá interponer la acción ante el Tribunal de la Libre Competencia dentro de los dos años siguientes a la recepción de los antecedentes”.


2.- Agregar un inciso segundo al artículo 18 del decreto con fuerza de ley N°1, de 2005, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del  decreto ley Nº 211 de 1973, el siguiente número 3), nuevo:

3) “Conocerá, asimismo, de los requerimientos interpuestos por el Fiscal Nacional Económico según dispone el artículo 10 de la ley sobre competencia desleal”.


--Vuestra Comisión Mixta aprobó la proposición del señor Presidente, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Jaime Orpis Bouchon, Fernando Flores Labra, José García Ruminot, Jorge Pizarro Soto y Guillermo Vásquez Ubeda y Honorables Diputados señores Marcelo Díaz Díaz, Roberto Delmastro Naso, Eduardo Saffirio Suárez, Eugenio Tuma Zedan y Gonzalo Uriarte Herrera.

En atención a que la materia de que trata el texto aprobado es de aquéllas que la Constitución reserva a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad a lo establecido en el N° 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental, la Comisión Mixta acordó por la unanimidad de sus integrantes, oficiar a Su Excelencia la Presidenta de la República con la finalidad de solicitarle que, si lo tiene a bien, se sirva recoger las referidas ideas en una proposición que haga llegar a la Comisión Mixta.


En cumplimiento del citado acuerdo se envió el Oficio N° 225/E-2006, de 6 de septiembre de 2006.


Su Excelencia la Presidenta de la República, con el fin de contribuir a resolver las divergencias surgidas entre ambas Cámaras durante la tramitación de proyecto de ley del rubro, envió el oficio N°349-354, de 5 de octubre, por medio del cual formuló la siguiente proposición, a fin de ser considerada en el seno de esta Comisión Mixta:

“Para contemplar en el proyecto una disposición del siguiente tenor:


“Artículo….-  Si la sentencia firme establece que han existido uno o más actos de competencia desleal, el tribunal que la dictó  deberá remitir todos los antecedentes del juicio al Fiscal Nacional Económico, quien tendrá  la facultad de requerir al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia,  atendidas la gravedad de la infracción o la extensión del perjuicio provocado, la aplicación de la multa correspondiente de conformidad con esta ley.


El Fiscal Nacional Económico podrá interponer la acción ante el Tribunal de Libre Competencia dentro de los dos años siguientes a la recepción de los antecedentes.”.”.


La Comisión Mixta analizó la propuesta de la señora Presidenta de la República, en sesión de fecha 18 de octubre de 2006.





El Honorable Senador señor García hizo presente, para efectos de la historia fidedigna del establecimiento de la ley que, en su entender y en el de la Comisión, a través de la redacción propuesta por el Ejecutivo se le otorga facultad al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia para aplicar multas por atentados contra la competencia leal, atendidos los parámetros indicados, no obstante que para estos efectos no se modifique el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 211, de 1973, del modo que lo había solicitado esta Comisión Mixta.





Al respecto, tanto el asesor jurídico del Ministerio de Economía, señor Carlos Rubio, como el Jefe de la División de Desarrollo de Mercado, señor José Tomás Morel, afirmaron que efectivamente el Ejecutivo había estimado innecesario modificar el decreto con fuerza de ley referido, por cuanto claramente si se faculta al Fiscal Nacional Económico para requerir del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia la aplicación de multas en ciertos casos de competencia desleal, implícitamente se faculta precisamente a dicho tribunal para aplicar esas multas.





El Presidente accidental de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor García, puso en votación la proposición del Ejecutivo.


--Vuestra Comisión Mixta aprobó la proposición de Su Excelencia la Presidenta de la República, por el voto a favor de la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores José García Ruminot, Jaime Orpis Bouchon y Hosain Sabag Castillo, y los Honorables Diputados señores Eduardo Saffirio Suárez, Eugenio Tuma Zedan, y Gonzalo Uriarte Herrera.

Finalizada la votación, y habiendo aprobado la propuesta de Su Excelencia la Presidenta de la República, los integrantes de la Comisión debatieron en relación a las multas que el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia va a aplicar por infracciones a la competencia leal. Esto es, si se van a incorporar dichas multas en el texto del presente proyecto, con una gradación especial, o bien se van a imponer las establecidas en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción. 


En relación a este tema, se tuvo presente, a sugerencia del Honorable Diputado señor Saffirio, el numeral 2 de la proposición del Honorable Senador señor Vásquez, que precisamente se ocupaba de la materia. Por otra parte, se consideró que el artículo 15 del proyecto aprobado por la Cámara de Diputados, en primer trámite constitucional, que fue eliminado por el Senado, lo que fue rechazado por la Cámara de Diputados originando esta Comisión Mixta, establece multas para ilícitos de competencia desleal.


La Comisión Mixta tuvo presente que la proposición del Ejecutivo, recién aprobada, se refiere expresamente a las multas de “esta ley”.


El Honorable Senador señor Orpis manifestó que le parece que las multas a aplicar deberían ser las que establece la ley de defensa de la libre competencia, toda vez que el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia sólo conocerá de infracciones a la competencia desleal si se trata de hechos graves, por lo que no ve razón para rebajar la multa.


En igual sentido se manifestó el Honorable Senador señor García, manifestándose partidario de que las multas que aplicaría el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia sean precisamente las del decreto ley N° 211.


El Honorable Diputado señor Saffirio, por su parte, opinó que naturalmente en este cuerpo legal en discusión debe contemplarse una gradación de las multas que atienda a los ilícitos que se establecen y a los bienes jurídicos que se protegen, que son diversos a los que protege la ley de defensa de la libre competencia. En caso de no aprobarse por la Comisión Mixta una norma que contemple multas en el presente proyecto de ley, manifestó que se reserva el derecho a solicitar  del Ejecutivo el envío de un veto aditivo.


En una nueva sesión de la Comisión Mixta, los Honorables Senadores señores García, Pizarro y Vásquez, y los Honrables Diputados señores Delmastro, Saffirio y Tuma presentaron la siguiente proposición, para regular la aplicación de multas por parte del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia:


Agregar el siguiente inciso final a la disposición contemplada en la proposición del Ejecutivo, aprobada por la Comisión Mixta :





“La multa a que se refiere el inciso primero de este artículo fluctuará entre 2 y 1.000 unidades tributarias mensuales, y se aplicará a beneficio fiscal. Para la determinación del monto de la multa, se considerarán, entre otras, las siguientes circunstancias: el beneficio económico obtenido con motivo de la infracción, la gravedad de la conducta y la calidad de reincidente del infractor.”.





El Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Pizarro, puso en votación la indicada propuesta.





--Vuestra Comisión Mixta, por el voto a favor de la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores José García Ruminot, Jorge Pizarro Soto y Guillermo Vásquez Ubeda, y los Honorables Diputados señores Roberto Delmastro Nasso, Eduardo Saffirio Suárez y Eugenio Tuma Zedan aprobaron la referida proposición.
- - - 
PROPOSICION DE LA COMISIÓN MIXTA


En virtud de los acuerdos antes consignados, como forma y modo de resolver las discrepancias surgidas entre ambas Cámaras a raíz de la discusión de esta iniciativa, vuestra Comisión Mixta os propone aprobar lo siguiente: 

Artículo 1º





- Contemplar como artículo 1° el siguiente:


“Artículo 1º.- Esta ley tiene por objeto proteger a competidores, consumidores y, en general, a cualquier persona afectada en sus intereses legítimos por un acto de competencia desleal.”.(Mayoría)(6x2).

Artículo 15

(Artículo 10)





- Contemplarlo como artículo 10, con el siguiente texto:


“Artículo 10.- Si la sentencia firme establece que han existido uno o más actos de competencia desleal, el tribunal que la dictó deberá remitir todos los antecedentes del juicio al Fiscal Nacional Económico, quien tendrá la facultad de requerir al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, atendidas la gravedad de la infracción o la extensión del perjuicio provocado, la aplicación de la multa correspondiente de conformidad con esta ley.


El Fiscal Nacional Económico podrá interponer la acción ante el Tribunal de la Libre Competencia dentro de los dos años siguientes a la recepción de los antecedentes.

La multa a que se refiere el inciso primero de este artículo fluctuará entre 2 y 1.000 unidades tributarias mensuales, y se aplicará a beneficio fiscal. Para la determinación del monto de la multa, se considerarán, entre otras, las siguientes circunstancias: el beneficio económico obtenido con motivo de la infracción, la gravedad de la conducta y la calidad de reincidente del infractor.” (Unanimidad) (Incisos primero y segundo 10x0, inciso final 6x0).
- - -

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY


A título ilustrativo, de aprobarse la proposición efectuada por la Comisión Mixta, el proyecto de ley quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“CAPITULO I

Normas Generales


Artículo 1º.- Esta ley tiene por objeto proteger a competidores, consumidores y, en general, a cualquier persona afectada en sus intereses legítimos por un acto de competencia desleal.


Artículo 2º..- Una conducta podrá ser calificada como un acto de competencia desleal conforme a las disposiciones de esta ley aunque resulten procedentes respecto de esa misma conducta, y ante los tribunales competentes, una o más de las siguientes acciones:


a) Las reguladas en el decreto con fuerza de ley N° 1 de 2005, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 211, de 1973, sobre libre competencia.


b) Las reguladas en la ley N° 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores.


c) Las reguladas en la ley N° 17.336, sobre propiedad intelectual, o en la ley N° 19.039, sobre propiedad industrial.
CAPITULO II

De la Competencia Desleal

Artículo 3º.- En general, es acto de competencia desleal toda conducta contraria a la buena fe o a las buenas costumbres que, por medios ilegítimos, persiga desviar clientela de un agente del mercado.


Artículo 4º.- En particular, y sin que la enumeración sea taxativa, se considerarán actos de competencia desleal los siguientes:


a) Toda conducta que aproveche indebidamente la reputación ajena, induciendo a confundir los propios bienes, servicios, actividades, signos distintivos o establecimientos con los de un tercero.


b) El uso de signos o la difusión de hechos o aseveraciones, incorrectos o falsos, que induzcan a error sobre la naturaleza, proveniencia, componentes, características, precio, modo de producción, marca, idoneidad para los fines que pretende satisfacer, calidad o cantidad y, en general, sobre las ventajas realmente proporcionadas por los bienes o servicios ofrecidos, propios o ajenos.


c) Todas las informaciones o aseveraciones incorrectas o falsas sobre los bienes, servicios, actividades, signos distintivos, establecimientos o relaciones comerciales de un tercero, que sean susceptibles de menoscabar su reputación en el mercado. Son también ilícitas las expresiones dirigidas a desacreditarlos o ridiculizarlos sin referencia objetiva.


d) Las manifestaciones agraviantes que versen sobre la nacionalidad, las creencias, ideologías, vida privada o cualquier otra circunstancia personal del tercero afectado y que no tenga relación directa con la calidad del bien o servicio prestado.


e) Toda comparación de los bienes, servicios, actividades o establecimientos propios o ajenos con los de un tercero, cuando se funde en algún antecedente que no sea veraz y demostrable, o, cuando de cualquiera otra forma infrinja las normas de esta ley.


f) Toda conducta que persiga inducir a proveedores, clientes u otros contratantes a infringir los deberes contractuales contraídos con un competidor.


g) El ejercicio manifiestamente abusivo de acciones judiciales con la finalidad de entorpecer la operación de un agente del mercado.
CAPITULO III

De las Acciones, Procedimiento, Tribunal Competente y Sanciones


Artículo 5º.- Contra los actos de competencia desleal pueden ejercerse, conjunta o separadamente, las siguientes acciones:


a) Acción de cesación del acto o de prohibición del mismo si aún no se ha puesto en práctica.


b) Acción declarativa de acto de competencia desleal, si la perturbación creada por el mismo subsiste.


c) Acción de remoción de los efectos producidos por el acto, mediante la publicación de la sentencia condenatoria o de una rectificación a costa del autor del ilícito u otro medio idóneo.


d) Acción de indemnización de los perjuicios ocasionados por el acto, sujeta a las disposiciones del Título XXXV del Libro IV del Código Civil.

Artículo 6º.- Cualquiera que resulte directa y personalmente amenazado o perjudicado en sus intereses legítimos por un acto de competencia desleal podrá ejercer las acciones señaladas en las letras a) a d) del artículo anterior.


Con todo, no habrá lugar a indemnización de perjuicios de acuerdo con esta ley si el demandado ya hubiese sido condenado a reparar el mismo daño de conformidad con otro ordenamiento legal.


Las asociaciones gremiales que tengan por función efectiva la defensa de los intereses de agentes del mercado podrán interponer, en interés de sus miembros lesionados por un acto de competencia desleal, las acciones contempladas en las letras a) a c) del artículo anterior.

Artículo 7º.- Las acciones de competencia desleal previstas en las letras a) a c) del artículo 5° prescriben en el plazo de un año contado desde la fecha en que finaliza la realización del acto de competencia desleal, o desde que fue conocido, si ello ocurrió con posterioridad. La acción de indemnización de perjuicios prevista en la letra d) del artículo 5° prescribe en el plazo de cuatro años contado del mismo modo. El ejercicio de alguna de las acciones previstas en las letras a) a c) del artículo 5° interrumpirá el plazo de prescripción de la acción de indemnización de perjuicios.


Artículo 8°.- Será competente para conocer de las causas de esta ley el juzgado de letras en lo civil del domicilio del demandado o del actor, a elección  de este último. 

Artículo 9º.- Las acciones conferidas por esta ley se tramitarán de acuerdo con las normas del procedimiento sumario, contempladas en el Título XI del Libro III del Código de Procedimiento Civil, sin que sea aplicable lo dispuesto en el artículo 681. Si se ejercen las acciones referidas en las letras a) a c) del artículo 5° y luego la acción indemnizatoria en juicio separado, los hechos establecidos en juicio entre las mismas partes respecto de aquellas acciones se tendrán por probados en el juicio en que se haga valer esta última.


Contra la sentencia procederán todos los recursos que franquea la ley, de acuerdo con las reglas contenidas en el Código de Procedimiento Civil.


Si existe un indicio grave y preciso de amenaza o de ejecución de un acto de competencia desleal, el tribunal, a solicitud de parte, podrá ordenar su suspensión inmediata, sin perjuicio de las demás medidas precautorias previstas en Título V del Libro II del Código de Procedimiento Civil.


Artículo 10.- Si la sentencia firme establece que han existido uno o más actos de competencia desleal, el tribunal que la dictó deberá remitir todos los antecedentes del juicio al Fiscal Nacional Económico, quien tendrá la facultad de requerir al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, atendidas la gravedad de la infracción o la extensión del perjuicio provocado, la aplicación de la multa correspondiente de conformidad con esta ley.


El Fiscal Nacional Económico podrá interponer la acción ante el Tribunal de la Libre Competencia dentro de los dos años siguientes a la recepción de los antecedentes.


La multa a que se refiere el inciso primero de este artículo fluctuará entre 2 y 1.000 unidades tributarias mensuales, y se aplicará a beneficio fiscal. Para la determinación del monto de la multa, se considerarán, entre otras, las siguientes circunstancias: el beneficio económico obtenido con motivo de la infracción, la gravedad de la conducta y la calidad de reincidente del infractor.”. 

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 12 de abril; 17 de mayo; 07 de junio; 05, 12 y 19 de julio; 06 de septiembre; 18 de octubre; y 15 de noviembre, de 2006, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Jorge Pizarro Soto (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet (Jaime Orpis Bouchon), y señores Fernando Flores Labra, José García Ruminot (Presidente Accidental), Guillermo Vásquez Ubeda, y los Honorables Diputados señores Marcelo Díaz Díaz, Roberto Delmastro Naso, Eduardo Saffirio Suárez (Jorge Burgos Varela), Eugenio Tuma Zedán y Gonzalo Uriarte Herrera (Edmundo Eluchans Urenda).


Sala de la Comisión Mixta, a 22 de noviembre de 2006.

(Fdo.):Pedro Fadic Ruiz,
Secretario
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